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INTRODUCCiÓN

En el presente trabajo está enfocado a estudiar la facultad reglamentaria otorgada

al titular del poder Ejecutivo para la debida aplicación de las leyes expedidas por el

Congreso de la Unión, con fundamento en el articulo 89, fracción I de la Constitución

Polltica de los Estados Unidos Mexicanos, establece:

ARTICULO 89. lAS FACULTADES y OBLIGACIONES DEL PRESIDENTE
SON lAS SIGUI ENTES :

1.PROMULGAR Y EJECUTAR lAS LEYES QUE EXPIDA EL CONGRESO DE
LA UNION, PROVEYENDO EN LA ESFERA ADMINISTRATIVA A SU EXACTA
OBSERVANCIA;

Este articulo ha sido reconocido por la doctrina y jurisprudencia como la facultad

del poder Ejecutivo de expedir reglamentos, confiriendo tres facultades: A) la de

promulgar las leyes que expida el Congreso de la Unión, B) ejecutar dichas leyes y C) la

de proveer en al esfera administrativa a su exacta observancia.

En la practica, la facultad de dictar normas para "proveer en la esfera

administrativa a su exacta observancia" es ilimitada, pues el Ejecutivo federal la utiliza

para dictar una serie de normas juridicas con diferentes nombres, pero la mayoria son

calificadas de inconstitucionales, ilegales y arbitrarias; tales como reglamentos,

decretos, manuales de organización reglas de carácter general, miscelánea fiscal,

normas oficiales mexicanas, acuerdos administrativos, ordenes y circulares expedidas

en toda clase de materias sin limite jurldico alguno.

De lo anterior indica la importancia polltica y social puedan tener los reglamentos.

Creo la necesidad de precisar los limites a la facultad reglamentaria, considerando su

estudio en diversos aspectos.
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Asi, en el primer capitulo se estudian los antecedentes de la potestad

reglamentaria con base en las diferentes constituciones de la Historia Mexicana, que

abarque los aspectos relacionados con dicha figura juridica, asl como la influencia de

doctrinas extranjeras y la supremacía del poder Ejecutivo.

En el capitulo segundo analizó la estructura de la función reglamentaria, su

aplicabilidad en el derecho positivo mexicano, la interpretación de la fracción I del

articulo 89 constitucional y la expedición de diferentes normas invocando el citado

artículo y reconocido por la doctrina y la jurisprudencia.

En el tercer capitulo lo dedico al estudio de la facultad reglamentaria en el derecho

comparado, resultando interesante la búsqueda de soluciones, tanto que se trata de un

problema general y análogo a otros paises, examinando su ordenamiento jurldico

respectivo de Estados Unidos de América, Francia, Inglaterra. España, Argentina y

Chile.

y por último el cuarto capitulo mediante el análisis jurldico de la facultad

reglamentaria en casos concretos publicados en el Diario Oficial de la Federación con

fechas del 1° de septiembre de 1982, 31 de diciembre de 1999, 30 de enero de 2001 y

el día 5 de marzo de 2002; estableciendo la falta de responsabilidad y la falta de limites

a esta atribución otorgada al poder Ejecutivo federal, transgrediendo lo dispuesto por el

articulo 89, fracción 1.

Finalizando con la propuesta de establecer limites legales y probar la necesaria

imposición jurldica de la responsabilidad polltica para esta atribución en el marco

juridico legal correspondiente.
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JUSTIFICACiÓN LEGAL

El interés juridico deriva del Derecho Constitucional, comprende esta disciplina en

conocer los alcances y consecuencias de una de las funciones de su órgano, caso

especifico de la facultad reglamentaria del Presidente de la República Mexicana.

Proveer la exacta observancia de las leyes que expida el Congreso o bien

distinguir los medios adecuados para la ejecución de dichas leyes, articulo 89,

fracción 1, de la Constitución Polltica de los Estados Unidos Mexicanos.

Finalmente, ante la necesidad se considera relevante distinguir este medio de

ejecución de normas generales, analizando la disposición constitucional para hacer

referencia a los antecedentes respecto las ventajas y desventajas de esta aplicación.
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IV

OBJETIVO GENERAL

El objetivo consiste en analizar la facultad reglamentaria del poder Ejecutivo

federal, en el que se fundamenta para dictar una serie de normas juridicas, pero la

mayoria de ellas son calificadas de inconstitucionales , ilegales y arbitrarias. En la

actualidad, dicha facultad es ilimitada, ya que se expiden normas jurídicas con diferentes

nombres que alteran algunos sectores sociales y juridicos.

El fundamento legal para dictar este tipo de normas es el artIculo 89, fracción 1de

la Constitución Polftica de los Estados Unidos Mexicanos , interpretada por la doctrina y

por la jurisprudencia como la facultad del poder Ejecutivo de expedir reglamentos, asl

también, la disposición juridica confiere al Presidente la atribución de promulgar las

leyes que expida el Congreso de la Unión.

En el presente trabajo proyecta esta facultad no como una atribución más para el

Presidente de la República, sino de distinguir con precisión cuales son sus limites,

definir reglamento y sus alcances en determinadas materias ; así mismo, establecer su

expedición para una seguridad jurfdica y social.
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OBJETIVOS ESPECIFICaS

PRIMERO.- Conocer los antecedentes de la facultad reglamentaria del Poder

Ejecutivo en México, asl como su origen y evolución.

SEGUNDO.- Estudiar el carácter cienlifico que los juristas atribuyen a la facultad

materialmente legislativa del Presidente de la República.

TERCERO.- Considerar la facultad reglamentaria en el derecho comparado,

analizando otros sistemas jurldicos.

CUARTO.- Es examinar los limites y medios de impugnación de esta atribución

legislativa.

QUINTO.- Demostrar mediante el análisis jurldico casos concretos, fundados en

esta facultad que el Poder Ejecutivo transgredió lo dispuesto por el artículo 89, primera

fracción de la Constitución Mexicana, finalizando con la propuesta de determinar Ifmites

sobre la facultad reglamentaria.
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CAPITULO UNO

ANTECEDENTES HISTORICOS y CONSTITUCIONALES DE LA

FACULTAD REGLAMENTARIA DEL PODER EJECUTIVO

FEDERAL EN MÉXICO

1.-LA INFLUENCIA DEL CONSTITUCIONALlSMO EXTRANJERO EN

MÉXICO

En la obra de Fix Zamudio considera la influencia extranjera de la siguiente manera;

•En las Constituciones de México existen leyes f undamentales que han estado vigentes durante

etapas específicas de la historia. como son: la Constitución de Cádiz de 1812 y de Apatzing án de

1814; la controversia entre el fe deralismo y el centralismo, además del debate ideológico entre

liberales y conservadores, que dio lugar a las Constituciones de 1824, 1836, 1843 Y 1857; la

Revolución Mexicana que originó la Constitución de 1917, misma que ha regido por más de ochenta

años. ,,1

El jurista Miguel Carbonell se refiere así;"En estas leyes funda mentales de México surge,

entre otras organizaciones, la necesidad de un Régimen Presidencialista, como forma de Gobierno,

basados en dos modelos principales de supremacia del Poder Ej ecutivo: 1) El modelo presidencial

estadounidense, que además siguen muchos países de América Latina y 2) El modelo europeo. ,,]

Estos modelos fueron influencia en varios aspectos importantes en la Constitución de

I Fix-Zamudio, Héctor y otro . Derecho Constitucional Mexicano y Comparado. México. Pomia . l' ed. 1999. p 79.
' Carbonell, Miguel. Constitución reforma constitucional y fuentes del derecho en México. México. UNAM. ]' ed.
1979. pilO.
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México de 1824, considerando al Presidencialismo como la forma de entender y dirigir

politicamente un Estado; teniendo bajo su control la administración pública, investido de un

gran cúmulo de facultades legislativas, quitando la potestad normativa al propio Poder

Legislativo, durante la historia constitucional mexicana.

1. - Constitución de Estados Unidos de América de 1787

El aprecio general de las clases criollas hispanoamericanas hacia la obra política

llevada a cabo por los Estados Unidos de América, desde el mismo momento de su

independencia, proporcionaba un ejemplo para asentar una trayectoria nacional no

subordinada a intereses extranjeros, se configuraba como modelo de la República y el

Federalismo. El ejemplo de Estados Unidos de América parecla conjugar las ventajas de la

tradición política Británica y la ídeología revolucionaria de Francia, por su capacidad de

atracción resultó notabilísíma; sobre todo en definiciones concretas de los derechos

naturales y la continuidad del derecho de gentes español. La Constitución Mexicana de

1824 y la Constitución de los Estados Unidos de América, concuerdan en varios aspectos,

tales como; el sistema republicano representativo, el federalismo, los tres poderes del

organismo central, la ' bicameralidad, el régimen presidencial, el procedimiento de

designación del Vicepresidente y la atribución de competencias al Poder Judicial.

Sin embargo, se consideraría la diferencia imperante que existla en México en ese

entonces en tomo a la soberanla del pueblo, de los Estados y del alcance de la

representación por medio de diputados en el Congreso Mexicano, tal es el caso del Acta

Constitutiva de 1824, no pidió el consentimiento expreso de todos los Estados de la

república federada, mientras en Estados Unidos de América se precisaba la ratificación de
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los Estados para la validez del texto fundamental. También en la Constitución

Norteamericana, contemplaba la participación directa del pueblo, en tanto que el

constituyente mexicano, precavido ante el peligro de alborotos populares no quiso

conceder ese derecho de reunión, sino prefirió las reuniones en el Congreso General. El

jurista Tena Ramlrez se refiere al principio de representatividad, "La democracia es, pues, el

gobierno de todos para beneficio de todos, pero si todos deben recibir par igual los efectos

beneficiosos del gobierno no es pasible, como dijimos en otra ocasión, que en las grandes

colectividades modernas participen todos en las f unciones del gobierno. De aqui que el pueblo

designe como representantes suyos, a los que han de gobernarlo; la participación por igual en la

designación de los representantes, y no el gobierno directo del pueblo es lo que caracteriza a

nuestra democracia, cuando el artículo 40 establece como for ma de gobierno el régimen

representativo. ,,3

Los legisladores norteamericanos y mexicanos reconocieron el valor del federalismo

como defensa contra la tiranla y resistencia ante la amenaza del centralismo, principal

influencia del modelo norteamericano sobre México y en otros paises latinoamericanos.

También reconocieron el valor sobre la teorla de la División de Poderes y el Régimen

Presidencial; asl el Poder Ejecutivo diseñada por ambas constituciones tiene varios

aspectos importantes, por encima de algunas diferencias de fondo; por ejemplo, la

naturaleza unipersonal del Ejecutivo mexicano, fue objeto de largas discusiones en el

Congreso, se desprende del articu lo 15 del Acta Constitutiva de 1824: "El supremo Poder

Ejecutivo se depositará par la Constitución en el individuo o individuos que ésta señale. Serán

residentes y naturales de cualquiera de los Estados o territorios de la fede raci án"; pero las críticas

obligaron a rectificar el proyecto inicial y el 28 de junio de 1824 se presentó un nuevo texto

' Tena Ramlrez, Felipe. Derecho Constitucional Mexicano. México. Porrúa S.A. 1995. p. 98.
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que contemplaba un Ejecutivo unitario y la figura del Vicepresidente en los articulas 74 y

75. En el Articulo 77 de la Constitución Mexicana de 1824 contiene uno de los rasgos

distintivos del Ejecutivo en México, a diferencia de Estados Unidos de América, ya que

prohibe al Presidente sea reelecto y se concretaba en alargar el mandato a cinco o seis

años e impedir la reelección en 1835, (con posibilidad de reelección), también la

irresponsabilidad política del Presidente y la supresión de la Vicepresidencia.

Reconocer el Modelo Presidencial Estadounidense (Constitución de los Estados Unidos

América de 1787) como influencia principal para la Constitución Mexicana de 1824. fue en

los siguientes aspectos; tener un Gobierno Federal. las relaciones de éste con los Estados

Federados y el sistema de frenos y contrapesos ' entre los diversos poderes federales.

además de otorgar el predominio del 'poder Ejecutivo sobre los demás poderes. El

Presidencialismo en Estados Unidos de América surgió por el temor de que el poder

Legislativo absorbiera todo el poder, como lo citan los juristas Ferrer Mul'loz y Luna

Carrasco en su obra: "Los primeros legisladores norteamericanos y mexicanos coincidieron en su

valoración del federalismo como 'una muralla defensiva contra la tiranía '. capaz de resistir la

amenaza de despotismo implicita en el centralismo. eso explica la atracción ejercida por el modelo

norteamericano sobre México y los demás pueblos de la América española que. escarmentados del

centralismo ejercido durante siglos desde Madrid.... ..4

2. - Acta Constitucional de Francia de 1793

En el Acta Constitucional de Francia de junio 1793 y la Constitución Mexicana de

1824, se encuentran nexos de los cuales derivados de las anteriores discusiones de la

4 Ferrer Munoz Manuel y Luna Carrasco Juan Roberto. Presencia de doctrinasconstitucionales extranjeras en el primer
liberalismo mexicano México. UNAM. l' ed. 1996. p. 120.
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Asamblea Constituyente de Francia e ideas tradicionalistas, llegaron a nuestro país a

través de su inclusión en la Constitución Española de 1812. En efecto, "ecfrancesismo en el

texto fundamental de Cádiz afloró en varias ocasiones en los primeros árganos legislativos

mexicanos y de donde se señalaron algunos defectos de la Constitución Española, atribuibles a los

principios revolucionarios de algunos escritos constitucionales f ranceses. "5 Manuel Solórzano,

diputado por Michoacán en el Segundo Congreso Constituyente, lamentó la manía de

copias constituciones de otros paises, causa de los mayores errores citando: "si un Es/oda

erró en su Constitución este es un principia para que todas las constituciones tengan ese error. Los

errores de la Constitución española fue ron sacados de la francesa . y los de la de Venezuela de la

española, y en la nuestra se quiere que se pongan los errores de la de Venezuela; de modo que

vamos sacando errores unos tras otros. ,06 De este modo, es propio reconocer que existe la

reproducción de las constituciones de otros países y como consecuencia cometer los

mismos errores. Aunque nunca llegara a entrar en vigor la Constitución Francesa de junio

de 1793, fue el principal medio transmisor de ideas politicas al antíguo Virreinato de la

Nueva España, no sólo proclamó la República, sino que estableció mecanismos como el

sufragio universal para la elección del cuerpo legislativo.

Una de las propuestas de la Constitución Francesa es manifestar, ampliar y

garantizar los Derechos del Hombre y del Ciudadano; si bien, no fue recogido en la

redacción definitiva en México; tal vez por que adolecía de información en la sesión del

Congreso, celebrada el 28 de agosto de 1824.

1 lbidem. p. 56 Y57.
• lbidem . p. 58 .
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Sin embargo, los derechos individuales protegidos por la Constitución 1824, ya habian sido

protegidos por la Declaración de los Derechos y en el Acta Constitucional fr ancesa de 24 de junio

del 793, se mencionan los siguientes puntos: 7

l . Representación nacional por medio de un cuerpo legislativo.

2. Inviolabilidad de los representantes de la nación en el ejercicio de su cargo.

3. Responsabilidad de los mandatarios.

4. Libertad de prensa y de expresión.

5. Tutela jurídica de la propiedad

6. Enseñanza pública.

7. Irretroactividad de la ley.

8. El arbitraje, como medio para resolver diferencias.

En la organización política de México, quedó diseñada en la Constitución de 1824,

que reunia notas del federalismo norteamericano y del liberalismo gaditano, también cabe

rastrear en ella elementos de la Constitución Francesa de junio de 1793. Por ejemplo,

para determinar la cuantía de población que daba derecho a elegir diputados para la

representación en el cuerpo legislativo o para precisar el mlnimo de diputados requerido

para que las Cámaras pudieran sesionar. Del mismo modo, la distinción entre leyes y

decretos, como únicas disposiciones procedentes del Legislativo, muestra conexión entre

uno y otro, toda vez que al establecer las diferencias en la estructura del poder Ejecutivo y

coincidencias en las facultades que se encomendaban en ambos textos, en la

Constitución Federal de los Estados Unidos Mexicano de 1824 fue en el articulo 110,

, Ibidem. p. 60.
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fracciones 18
, 68 Y 148 Yen el Acta Constitucional Francesa de 24 de junio de 1793, en los

articulos 65, 66 Y70.

3. - Constitución de Cádiz de 1812

La Constitución Gaditana se generó por el valeroso movimiento de resistencia que el

pueblo espa ñol efectuó contra la invasión francesa, encabezada por Napoleón,

ocasionando la vergonzosa renuncia e inmediata salida de la familia real de la peninsula.

En la Constitución de 1814 acogió el principio de la división de poderes, aunque se inclinó a

favor del poder Legislativo. Al Supremo Congreso le correspondla la facultad en toda su

amplitud, inclusive la reg lamentaria, asl como la iniciativa de las leyes. Los otros dos

poderes, por su parte, estaban mucho más restringidos. Mientras la revolución de la Nueva

España estallaba, en la isla de León, cerca de Cádiz, se reunían las Cortes españolas con

ausencia del rey. El 24 de septiembre de 1810, unos días después de la rebelión de

Hidalgo, la asamblea inició sus sesiones en Espa ña. Los Estados Generales franceses de

1789 eran para muchos el modelo de la nueva asamblea. El 24 de febrero del ano

siguiente, las Cortes se trasladaron a la ciudad de Cádiz. Entre los diputados se contaban

53 americanos, representantes de sus respectivos paises. Aunque estaban en notable

minoría, frente a los 150 delegados espa ñoles, se distinguieron por sus intervenciones

favorables a los derechos de las colonias. De la Nueva España, acudieron 17

representantes, la intervención de los cabildos habla decidió la elección de delegados a

Cortes; la mayorla de ellos resultaron abogados o eclesiásticos criollos, como Miguel

Ramos Arizpe y algunos hacendados, como José Maria Guridi y Alcocer.
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No fue fácil llegar a la expedición de la Constitución de 1812, tuvo que surgir una

actividad previa por la cual varias ciudades españolas establecieron juntas para ejercer en

el Gobierno , al no existir el poder real. Se reunieron en una Junta Central que según el

decreto de 22 de mayo de 1809, hizo una convocatoria general a Cortes, mismas que se

reunieron en Cádiz para elaborar el documento. El frances ismo reinaba; su tenn inologla,

sus argumentos , sus temas, se repetian de la gran Revolución Francesa. Los americanos

se asociaron fácilmente a ese lenguaje y al sentido nuevo dado a los conceptos politicos

derivados de la ilustración francesa y tipica del liberalismo europeo. Por ejemplo, Guridi y

Alcocer, diputado ' mexicano, sostenia en Cádiz, con tenn inología rusoniana, que la

autoridad se basaba en la voluntad general del pueblo y así, los diputados europeos se

resistlan aplicar a las colonias estas medidas, derivadas de sus propios principios liberales,

por miedo a la Independencia de América. Con todo, la lucha de los representantes de

América fue un factor decisivo en la liberalización del régimen colonial. En un pliego de

peticiones resumieron los agravios más importantes de las colonias , en el que pedían, en

sintesis; igual representación a Cortes para España y América, libertad de explotación

agrrcola e industrial, libertad de comercio, supresión de los estancos, libertad de

explotación minera; igualdad en la distribución de empleos entre peninsulares y

americanos y restitución de los jesuitas. La mayorla de estas peticiones fueron aprobadas

sucesivamente . Pero aún asl resulto demasiado tarde, ya que la Revolución en México no

podía detenerse con proclamas.

EI 19 de marzo de 1812 se tinnó en Cádiz la nueva Constitución española; siguiendo

en gran medida las constituciones francesas de 1793 y 1795, se otorgaban amplios

poderes a las Cortes, reducía el papel del rey al Poder Ejecutivo , proclamaba la soberanla

popular, decretaba la libertad de prensa y de expresión y abolla la inquisición. Además,
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proclamó la soberanía nacional, se estableció la monarquía moderada hereditaria en su

articulo 14 y se depositaron de manera muy amplia las potestades legislativas en las

Cortes, articulo 131. En esta época se puede considerar a Joaquin Fernández de Lizardi

como el primer escritor mexicano en la nueva concepción liberal, se defendia claramente

en su obra 'EJ Pensador Mexicano', que revelaba sus derechos al pueblo oprimido. La

soberanla de la nación, proclamada en Cádiz, abatla al antiguo despotismo, ya que se

atacaba el absolutismo de los reyes españoles, de virreyes y funcionarios y lo más

importante de esta postura es que ligaba la insurrección iniciada en Dolores Hidalgo con

esta lucha general a favor de la libertad y de los derechos individuales y en contra del

despotismo. En efecto, la Constitución de Cádiz de 19 de marzo de 1812 entró en vigor en

la Nueva España, por disposición del virrey don Francisco Javier Venegas el 30 de

septiembre del propio año; en la cual se estableció la facultad reglamentaria en su

artIculo 171, fracción 1. Las atribuciones del monarca 'y la facultad de expedir decretos,

reglamentos e instrucciones que creyera conducentes para la mej or ejecución de las leyes. '

Hasta entonces, aún no se definían los criterios y aspectos que se aplicarlan de la

legislación española en México, entonces el diputado José Mariano Marin , en el Primer

Congreso Constituyente, propone una comisión para preparar un Código único ' tomando lo

útil de las leyes vigentes '. Esta práctica era semejante de las Cortes de España, según lo

describe Emilio Rabasa, "La Constitución trató de complacer a todos: a los nombres,

manteniéndoles sus títulos y honores, al clero, conservándole el pleno goce de su opulencia

inmunidad y fu eron privilegiados a las clases medias, con la seguridad y protección que nunca

habían tenido. y al pueblo en general, el ejercicio de todos sus derechos y prerrogativas. Sin

embargo, en política no se puede complacer a todos y a na declararse de plano y definitivamente por
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una Constitución popular, resulto efimero el documento de Cádiz. No obstante la obra era

. innovadora y como contenía un principio de verdad, algo había de trascender al nuevo mundo. .. 8

El texto gaditano y la obra legisladora de las Cortes españolas se convirtieron en

objetos de atención y de seguimiento en los primeros Congresos de México. Varias veces

se relacionó con disposiciones constitucionales de España. Y asl se siguió experimentando

esta necesidad del recurso al código gaditano en situaciones novedosas para las que no

se disponía aún de una norma propia en México. El jurista Ferrer Muñoz refiere lo

siguiente: "Si la nación española puede en legislaturas comunes, alterar ó reformar los artículos de

su propia Constitución, sin que para esto tenga necesidad de establecer otra nueva; mas bien podrá

la nación mexicana en Congreso constituyente alterar ó reformar la misma Constitución, que no le

es propia sino provisionalmente adoptada. "9 (sic)

4. - El Poder Ejecutivo en México y el Régimen Presidencial

El tema del poder Ejecutivo en México es paralelo a la historia del Régimen

Presidencial. En México se optó por esta forma de organización del Ejecutivo, en la cual se

fueron plasmando en los movimientos sociales: la Independencia, la Reforma y la

Revolución. La Constitución de 1836 modificó un poco el régimen presidencial por la

introducción del Consejo de Gobierno y el Supremo Poder Conservador. Después de la

Independencia en México, la situación critica de la desaparición de la autoridad virreinal

provocó de inmediato un vació de poder que favoreció el dominio de caudillos. En el breve

lapso que abarca de 1810 a 1824, puede denominarse el perIodo de formación del

Ejecutivo; México obtuvo su Independencia de España, definió sus principios pollticos y

• Rabasa , Emilio O. Ob. Cit . p. 95 .
• Ferrer Mu ñoz, Manuel y otro. Ob. Cit. p. 63 .
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estableció el Régimen Presidencial en cuanto se ensayaron distintas formas de Gobierno

para estructurar el Ejecutivo, como la Monarquía, el Ejecutivo Colegiado y el

Presidencialismo.

a) La Monarquía

La idea .monárquica en los primeros anos de la Independencia con el intento de

Iturbide y después Maximiliano concluyó breve y trágicamente. El imperio de Agustín de

Iturbide solo duró ocho meses, quedando como antecedente el Reglamento Provisional

Político del Imperio Mexicano, aprobado en febrero de 1823 para justificar jurídicamente la

administración pública. El reglamento de corte conservador, depositó en el Ejecutivo en un

Emperador y estableci6 la sucesión por orden dinástico, mantuvo el fuero para el clero

católico y estableció el rechazo hacia asuntos relacionados a la religión, la monarqula o el

emperador.

b) El Ejecutivo Colegíado

En el tema de la influencia extranjera en México antes mencionado, basado en las

fuentes constitucionales de Francia y Estados Unidos de América, impera el Ejecutivo

Colegiado. La Constituci6n de Apatzínq án de 1814 es un claro antecedente de esta figura,

aunque en la práctica casi no se aplico. En está Constitución se componía por el Supremo

Gobiemo, según el articulo 132 en tres individuos iguales en autoridad. alternando por

cuatrimestres la presidencia, cada ano saldrla por suerte uno de los tres y el que ocupe la

vacante tendría el mismo lugar que su antecesor en el turno a la presidencia; toca al

Neevia docConverter 5.1



12

Congreso hacer el sorteo. Quienes apoyaban al Ejecutivo en sus funciones eran los

Secretarios de Guerra , de Hacienda y de Gobierno, que se cambiaban cada cuatro años,

en principio los tres poderes son jerárqu icamente equivalentes, pero la supremacla

corresponde al Legislativo, pues tanto el Ejecutivo como el Judicial depende, aun en su

nombramiento, del Supremo Congreso .

e) El Modelo Presidencial

El modelo presidencial se impuso en México en la Constitución de 1824, influenciado

por la Constitución de Estados Unidos de América de 1787, la aceptación en México se

debió a la recién desaparición de las colonias Norteamericanas, su economla adelantada y

su sistema político llevaba varios años de practicarse con los Gobiernos de Washington,

Jefferson y Adams. En México , el Presidencialismo fue el resultado de la convicción del

sistema federal de los Estados Unidos del Norte, reconoc ido por los diputados en los

primeros Congresos y como resultado la Constitución de 1824. El autor Miguel Ramos

Arizpe elaboró el 31 de enero de 1824 el Acta Constitutiva de la Federac ión donde unla la

experiencia obtenida en las Cortes de Cádiz. En la tesis del Ejecutivo unipersonal quienes

estuvieron de acuerdo fueron Ramos Arizpe y Carlos María de Bustamante. Por otro lado,

los afiliados a la idea de un Ejecutivo Colegiado eran Manuel Crescencio Rejón y José

Mariano Marin . En el Acta Constitutiva de la Federación Mexicana de 1824 adoptaba al

Ejecutivo en una situación confusa al no determinar el poder Ejecutivo en una sola

persona, en el punto 15 se estableció: El Supremo Poder Ejecutivo se depositará por la

Constitución en el individuo o individuos que ésta señale. Después fue reformada en la
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Constitución de 1824, en su articulo 74. Como ref erencia en el México actual encontramos las

características del Régimen Presidencial, en términos generales. '"

a) El poder Ejecutivo es unitario. Está depositado en un Presidente que es, al

mismo tiempo, jefe de Estado y jefe de Gobierno.

b) El Presidente es elegido por el pueblo y no por el poder legislativo, lo que le

da independencia frente a éste.

c) El Presidente nombra y remueve libremente a los secretarios de Estado.

d) Ni el Presidente ni los secretarios de Estado son políticamente

responsables ante el Congreso.

e) Ni el Presidente ni los secretarios de Estado pueden ser miembros del

Congreso.

f) El Presidente puede estar afiliado a un partido politico diferente al de la

mayoria del Congreso.

9) El Presidente no puede disolver el Congreso, pero el Congreso no puede

darle un voto de censura.

II.-ANTECEDENTES CONSTITUCIONALES EN MÉXICO DE LA

FACULTAD REGLAMENTARIA DEL PODER EJECUTIVO

En este tema mencionaré respectívamente en cada antecedente, el contexto social y

político, el fundamento constitucional de la facultad reglamentaria de cada referencia y la

existencia de responsabilidad y regulación de la misma.

10 Carbonell , Miguel. Ob. Cit . p. lOS.
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1. - Constitución de Apatzingán, 22 de octubre de 1814

Por iniciativa de Morelos, el 15 de septiembre de 1813, se reunió en la ciudad de

Chilpancingo el Congreso de representantes de las regiones liberadas, como era

inevitable, sus delegados eran todos letrados, eclesiásticos o abogados del grupo que

acompañaba a Morelos a la junta de Zitácuaro. Desde sus inicios, el Congreso quedó asl

dominado por la clase media. El 6 de noviembre del mismo año, el Congreso de

Chilpancingo proclamó fonnalmente la Independencia de México, rechazó la monarquia y

estableció la república. De inmediato se dedicó a discutir la Constitución apropiada a la

nueva nación. De esta fonna, el 22 de octubre del siguiente año, en la peque ña ciudad de

Apalzingán, era proclamada la primera Constitución de la nación mexicana, donde se

percibe en la concepción liberal moderna. Al igual que las Cortes de Cádiz, tomó como '

modelo la asamblea francesa. El Congreso se apresuró afectivamente a ordenar las

medidas: constituyó un Gobierno que remplazara a la junta de Zitácuaro, nombrando a

Morelos encargado del poder Ejecutivo y sancionó algunas medidas ya tomadas que

correspondían a una demanda popular: abolición de la esclavitud y de las distinciones de

castas; abrogación del impuesto per eapita sobre los indios.

No se trataba ya de una junta de ayuntamientos y otras corporaciones destinada a

guardar la soberanla y gobernar el reino, basado en leyes antiguas fundamenlales, sino de

una junta de ciudadanos, representantes del pueblo, facultados para constituir un nuevo

Estado. La Constitución de Apatzingán, fruto del Congreso, se inspiraba sobre todo al igual

que su hermana de Cádiz, en las constituciones francesas de 1793 y 1795. Establecía el

sistema representativo nacional, la separación de tres poderes, los derechos del ciudadano

y la libertad de expresión. En dicho texto el artículo 5 decía: "la soberanía reside
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originariamente en el pueblo y su ej ercicio en la representación nacional compuesta de diputados

elegidos por los ciudadanos. " En el articulo 2, por ejemplo, señalaba como fin del Gobierno

garantizar al ciudadano el goce de sus derechos naturales e imprescriptibles. El articulo 18

definia la ley como "la expresión de la voluntad general en orden a la fe licidad común. " El

articulo 24 explicaba en qué consislia esa felicidad "en el goce de la igualdad. seguridad,

propiedad y libertad .. ", derechos fundamentales del hombre en sociedad. La soberania

nacional se consideraba representada exclusivamente en el Congreso. Una vez elegido

éste, se hacia depender de él todo el poder de la nación. El texto de 1814 acogió el

principio de la división de poderes, aunque se inclinó decididamente a favor del poder

Legislativo. Al Supremo Congreso le correspondía la facultad legislativa en toda su

amplitud, inclusive la reglamentaria, asl como la iniciativa de las leyes.

La Asamblea nombraba a los otros dos poderes, en los que únicamente delegaba de

modo temporal sus facultades. Quizás por miedo a un futuro despotismo, el Congreso

cuidó de restringir constitucionalmente hasta el máximo las atribuciones del Ejecutivo.

Prohibió que éste recayera en una sola persona. Para evitar el predominio de cualquier

caudillo, lo delegó en tres individuos que habrian de turnarse en sus funciones, nombrados

por el Congreso según un procedimiento especial; prohibió su reelección y coartó su

libertad impidiéndoles el libre traslado de residencia. Lo que es más grave, el Congreso se

reservó directamente el mando de la fuerza armada y estableció que ocupar un puesto

ejecutivo era incompatible con el mando militar. Por otro lado, los individuos que integraba

el Ejecutivo no poellan pasar una noche fuera del lugar de sus funciones, sin el permiso

legislativo correspondiente (artículos 102 a 122, 141 Y 142).

Reconocido principalmente por Morelos, Carlos Maria Bustamante, Andrés Quintana

Roo, José Manuel de Herrera, José María Rayón y José María Líceaga, en los cuales se
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percibe "el mayor acercamiento a Rousseau y que por su uniformidad de pensamiento es obligado

a tratarlos como unidad doctrinal." Como antecedente de la atribución reglamentaria se

encuentra principalmente en esta Constitución en "El Decreto Constitucional para la libertad

de América Mexicana o Constitución de Apatzingán de 22 de octubre de 1814. una legislación que

no estuvo vigente. Este proy ecto faculta al Congreso General paraaprobar ciertos reglamentos. El

articulo 170 establece que: Se sujetará el Supremo Gobierno a las leyes y reglamentos que adoptare

o sancionare el Congreso en lo relativo a la administración de Hacienda... ..

2. - Constitución Federal de los Estados Unidos Mexicanos, 4 de

octubre de 1824

Se ha mencionado con antelación, que los primeros documentos constitucionales del

México Independiente son el Acta Constitutiva y la Constitución de 1824, fueron copia de la

Constitución Norteamericana de 1787 y de la española de 1812 como consta en diversos

documentos; el Régimen Presidencial se adopta por vez primera , inspiradas en estas dos

fuentes. La Const itución de Cádiz se aplicó en Nueva España de 1812 a 1814 yen 1820.

Tuvo el efecto de promover un ambiente favorable a la Independencia. Agustín de Iturbide ,

militar que había comba tido a los insurgentes, proclamó el 24 de febrero de 1821 el Plan

de Iguala proponiendo que la Nueva España se liberara del dominio español. El Plan de

Iguala establecia tres garantías; la Independencia de México, la conservación de la religión

católica y la unión de todos los habitantes de la Nueva España , tanto mexicanos como

españoles, estas tres garantias se representa ron con los colores de la bandera mexicana:

verde , blanco y rojo .
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La mayor parte del ejército y los insurgentes que seguían a Vicente Guerrero y a

Nicolás Bravo se unieron al Plan de Iguala, que se proclamó en poco tiempo por todo el

país. La unión entre los antiguos insurgentes y las tropas realistas aseguró el triunfo del

plan. El 27 de septiembre de 1821 lturbide entró a la ciudad de México al frente del Ejército

de las Tres Garantfas. Agustfn de Iturbide obtuvo el apoyo de muchos al proponer la

creación de un Imperio Mexicano con un emperador, un Congreso y una Constitución.

Iturbide fue declarado emperador con el titulo de Agustfn l. La mayor parte de

Centroamérica se adhirió al imperio. Pero Iturbide no pudo satisfacer los deseos de los

diferentes grupos ni fue capaz de mantener la unidad de las fuerzas que apoyaban al

Imperio. Tuvo dificultades con el Congreso cuando quiso gastar mucho dinero en el ejército

y se creó problemas con los ricos, cuando les impuso préstamos forzosos.

Fue creciendo la oposición contra Iturbide. En respuesta, Iturbide disolvió el

Congreso y mandó encarcelar a 19 diputados, entre ellos a Carlos Maria de Bustamante y

Fray Servando Teresa de Mier. El descontento creció. Las reuniones de asociaciones

pollticas secretas hicieron su aparición y alentaron a la rebelión contra Iturbide. El imperio

se derrumbó e lturbide fue fusilado. Al caer el imperio, los mexicanos se enfrentaron a

cuatro problemas: qué forma de Gobiemo darse, cómo conservan la unión de las

provincias, cómo establecer relaciones con el exterior y cómo superar la difícil situación

económica. Además estaba dividida la Asamblea entre los Federalista y Centralistas. En el

grupo de los Federalistas estaban Miguel Ramos Arizpe, Lorenzo de Zavala, Valentin

Gómez Farlas, Juan Bautista Morales, Crescensio Rejón y José Maria Covarrubias. Entre

los Centralistas configuraron Espinoza, Carlos María de Bustamante, el veracruzano

Becerra, Rafael Manguino y Fray Servando Teresa de Mier.
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Decidieron la forma de Estado en un sistema federal. Y el 31 de enero de 1824 se

aprobó el Acta Constitutiva de la Federación inspirada substancialmente en el proyecto de

Ramos Arizpe, en el articulo 5 se expresó: "la Nación adopta para su Gobierno la forma de

República representativa popular federal. " Guadalupe Victoria fue elegido primer Presidente

de la nueva república. las provincias aceptaron unirse, convirtiéndose en Estados

confederados. Cada Estado tuvo gobernador, Congreso estatal y Constitución particular.

la república federal dió así respuesta a los grupos pollticos de todo el pals. El reparto de

poderes entre la Federación, los Estados, los diputados y los senadores, aspiraba a crear

un Gobierno representativo de las diversas fuerzas que formaban a la nación. El Gobiemo

federal estaba formado por un Presidente a cargo del poder Ejecutivo, un Congreso

responsable de la elaboración de las leyes y un poder encargado de impartir justicia.

El poder Ejecutivo depositado en una sola persona, electo por cuatro anos, reelegible

al cuarto ano de haber cesado en sus funciones (artículos 74, 77 Y 95). Era designado por

el voto mayoritario de las legislaturas de los Estados y el candidato que quedaba en

segundo lugar era el Vicepresidente; las acciones del Presidente requerian del refrendo de

los secretarios del despacho y se estableció un Consejo de Gobierno; integrado por la

mitad de los senadores, uno por cada Estado. Tenia el Presidente facultad para iniciar una

ley o decreto, todos los reglamentos, decretos y órdenes del Presidente, deberían ir

firmados por el secretario del despacho respectivo, el cual seria responsable de los actos

que autorizare contra las leyes (articulo 118). Ramos Arizpe sostuvo que: " ...pone al

Presidente un contrapeso mayor que el contenido en las repetidas proposiciones: pues que según el

dictamen, el Presidente debe ser nombrado por los Estados; sus decretos y órdenes no han de ser

obedecidos sino fu eren autorizados respectivamente por los secretarios del despocho; los cuales son

responsables; y sobre todo se le da un Consejo de Gobierno compuesto de la mitad de los senadores,
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esto es, uno de cada Estado con el cargo de dar su dictamen al Presidente cuando sea consultado

por este. ,,1/

En este contexto político se reconoce facultad reglamentaria en su artículo '11Ode

este antecedente constitucional, sin tener precisión alguna de cómo se regiria en el país

pollticamente y mucho menos la potestad de reglamentaria; Articulo 110 de la Constitución

Federal de los Estados Unidos Mexicanos, sancionada por el Congreso General Constituyente el 4

de octubre de 1824. "Las atribuciones del Presidente son {as que siguen: 11. - Dar reglamentos,

decretos y órdenes para el mejor cumplimiento de la Constitución, Acta Constitutiva y leyes

generales. "

3. - Las Siete Leyes Constitucionales de la República Mexicana, 29

de diciembre de 1836

Las Siete Leyes Constitucionales de la República Mexicana del 29 de diciembre de

1836 sucedió en un país centralista, un golpe de Estado Parlamentario. Los conservadores

habían logrado mayorla en las elecciones legislativas de 1835 y convocaron a proyecto de

reformas a cargo de su miembro más ínfluyente a Francisco Manuel Sánchez de Tagle,

Alamán Lucas y Carlos Maria de Bustamante. El 15 de dicíembre quedó establecidos los

Iíneamientos generales sobre la forma de Gobiemo centralista y los poderes públicos.

Estuvo integrada por siete estatutos, se trató de los derechos y obligaciones de los

habitantes de la República, para la organiz{lción del Supremo Poder Conservador que en

concepto de la asamblea fue el arbitrio suficiente para que ninguno de los tres poderes pudiera

traspasar los limites de sus atribuciones , del poder Legislativo, organizacíón del supremo

I1 Cfr. Crónicas del Acta Constitutiva de la Federació n. México. 1914. p 440 .
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poder Ejecutivo, del poder Judicial, división del territorio de la República y Gobierno interior

de sus pueblos.

También, introdujo el Consejo de Gobierno y el poder Conservador. El Consejo tenia

trece miembros, dos eclesiásticos, dos militares y 'el resto de las demás clases de la sociedad ';

su atribución fundamental era los asuntos de Gobierno, as! para dictar las leyes y los

decretos, hacerles observaciones, otorgar el indulto o conceder privilegios, El poder

Conservador, integrado por cinco individuos, custodiaban los demás poderes, podla

nulificar sus disposiciones, actos o incluso suspenderlos cuando fuera necesario. Esta

Constitución fue concebida conforme al criterio centralizador y autoritario, deslizó

instituciones que pretendieron limitar y controlar al ejecutivo. Manifestando la potestad en

comento de la siguiente manera:

"Articulo 17 de Las Siete Leyes Constitucionales de la República Mexicana, suscritas en la

ciudad de México el 29 de diciembre de 1836. Son atribuciones del Presidente de la República: 1.­

Dar. con sujeción a las leyes generales respectivas, todos los decretos y órdenes que convengan

para la mej or administración pública, observancia de la Constitución y leyes, y de acuerdo con el

Consejo, los reglamentos para el cumplimiento de éstas. "

4. - "Bases Orgánicas de la República Mexicana", 12 de junio de

1843

El malogrado Congreso Constituyente de 1842 conoció de tres proyectos de

reformas; el proyecto de la mayorla, cuya posición fue un poco ambigua en cuanto al

sistema centralista o federal, aun cuando llamó a las entidades locales; el proyecto

minoritario, elaborado esencialmente por Mariano Otero y el proyecto que trató conciliar las
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dos anteriores. El debate de 1842 se resolvió, pero fue disuelto el 23 de diciembre por

Santa Anna, por medio del Ejecutivo Nicolás Bravo, después eligió 80 notables para la

Junta Nacional Legislativa. para elaborar un nuevo documento Constitucional. Quienes la

integraron fueron Sebastián Carnacho, Cayetano Ibarra, Manuel Baranda. Manuel de la

Peña y Peña. Simón de la Garza y el arzobispo de México.

Así nacieron las Bases Orgánicas. promulgadas el 12 de junio de 1843. Tuvo una

vigencia muy corta. La Constitución estaba sancionada por Santa Anna, un Presidente a

cinco años. que tenia el Gobierno central en sus manos y podfa nombrar libremente a los

gobernadores de los departamentos; el legislativo era aristócrata. los senadores se elegían

por tercios y de manera corporativa y aún los diputados necesitaban una renta importante

para poder ser electos. Era el despotismo nacional. Lejos de calmar las diferencias con

Norteamérica fue declarara la guerra el 9 de mayo de 1846. En el mes de diciembre inició

sus sesiones un nuevo const ituyente. En estos términos la Constitución Centralista de 12

de junio de 1843 denominada "Bases Orgánicas de la República Mexicana ". estableció en su

articulo 87, fracción IV. lo siguiente: "Corresponde al Presidente de la República.... IV.- Expedir

órdenes y dar los reglamentos necesarios pora lo ejecución de las leyes. sin alterarlas ni

modificarlas" 11

5.- La Constitución Federal de la República Mexicana, 5 de febrero

de 1857

Los mexicanos quedaron desmoralizados por la pérdida en gran parte del territorio

nacional. La división interna se hizo más profunda. porque aumentó la oposición entre

" Serra Rojas, Andrés. Derecho Administrativo. México. POrTÚa. 17' ed , 1996. p. 205.

Neevia docConverter 5.1



22

conservadores y liberales. Para acabar con el desorden y la anarqu ía, los conservadores

exigieron un Gobierno fuerte y apoyaron para ello, en 1853, la formación de un Gobierno

centralista encabezado por Santa Anna. El Gobierno degeneró pronto en una dictadura .

Los liberales renovaron su búsqueda de un Gobierno federal. La lucha entre los dos

bandos se intensificó. La dictadura de Santa Anna (1853-1855) aumentó las quejas

pollticas del interior del país y la demanda de garantías individuales para los ciudadanos.

En la capital, los abusos y los caprichos del dictador irritaban a los habitantes. La situación

económica y social no era mejor. El poco dinero que habla lo acaparaban los miembros del

alto clero, los generales y los agiotistas, que cobraban sus préstamos al Gobierno con altos

intereses. Los trabajadores y extensos sectores de la población estaban en el Ifmite de la

supervivencia. Habla rebeliones indlgenas en varias regiones del país.

En 1855, el general Juan Álvarez dió a conocer el Plan de Ayutla, que llamaba a

rebelarse contra la dictadura de Santa Anna. El triunfo de la Revolución de Ayutla fue

rápido y definitivo. Tuvo consecuencias que cambiaron el rumbo de la nación. En primer

lugar, acabó con la era de Santa Anna, quien huyó del pals . En segundo, abrió la puerta de

la política a una nueva generación de liberales, en su mayorla civiles, como Benito Juárez ,

Melchor Ocampo, Ignacio Ramlrez, Miguel Lerdo de Tejada y Guillermo Prieto. Y convocó

a un segundo Congreso constituyente en el México Independiente. Una junta nombro

Presidente interino al general Á/varez y más tarde a Ignacio Comonfort. El Presidente

Comonfort quiso gobernar con prudencia, pero su gabinete, integrado por el liberal Melchor

Ocampo , el reformador social Ponciano Arriaga, el escritor Guillermo Prieto, el abogado

Benito Juárez, Miguel Lerdo de Tejada y José María Iglesias , se empeñó en promover

cambios profundos y rápidos . Sus propuestas fueron conocidas por el nombre de sus
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promotores: Ley Juárez, Ley Lerdo y Ley Iglesias. Más tarde, estas disposiciones y otras que

tom6 Benito Juárez recibieron el nombre de Leyes de Reforma.

De acuerdo con el Plan de Ayutla, se convoc6 a un Congreso extraordinario para

elaborar una Constitución. El Congreso aprobó la Ley Juárez y la Ley Lerdo y dió a

conocer una nueva Constitución, en 1857. La Constitución de 1857 fue la primera de

México que incluy6 un capItulo especial dedicado a las garantías individuales y un sistema

juridico de protecci6n de esos derechos, llamado amparo. En el prefacio a la Constitución,

se afirmó: La igualdad será de hoy en adelante la gran ley de la República; no manchará el

territorio nacional la esclavitud; el domicilio será sagrado; la propiedad inviolable; el trabajo y la

industria libres; la manifestación del pensamiento sin trabas; los negocios del Estado examinados

por los ciudadanos todos. Además se uni6 con el federalismo, apoyo la autonomla de los

municipios y dio reconocimientos y representaci6n a los intereses regionales. En el Articulo

85 de la Constitución Federal de la República Mexicana, sancionada por el Congreso General

Constituyente el 5 de febrero de 1857: "Las facultades y obligaciones del Presidente, son las

siguientes: l- Promulgar y ejecutar las leyes que expida el Congreso de la Unión, proveyendo en la

esfera administrativa a su exacta observancia. " Este precepto fue discutido en la sesión del

Congreso Constituyente del dia 17 de octubre de 1856. Se dió lectura a la fracci6n 1del

articulo 85 del proyecto y se suscit6 esta discusión, que es interesante sobre el concepto

de ejecuci6n: 'El señor Barbachano propone que se añada la obligación de hacer ejecutar las

leyes. El señor Guzmán cree innecesaria la adición porque ejecutar quiere decir vigilar la ejecución

de la ley '. 13 El proyecto de la Constituci6n de 1856, estableci6 en el articulo 86, fracci6n 11,

entre las facultades del Presidente, promulgar y ejecutar las leyes que expida el Congreso

de la Uni6n proveyendo en la esfera administrativa a su exacta observancia. El articulo 85,

13 Serra Rojas, Andrés. Ob. Cit. p. 206.
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fracción 1de la Constitución de 1857, es igual al artículo 86, fracción 11 del proyecto de la

comisi ón de Constitución y también es igual al artículo 89, fracción 1de la Constitución de

1917.

6. - Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos de 1917

Esta Constitución entronca con la Revolución Mexicana, iniciada por Francisco

Indalecio Madero contra la dictadura de Porfirio Dlaz y después por Venustiano Carranza

para restaurar el orden constitucional quebrantado por Huerta que condujo a una nueva ley

fundamental. Venustiano Carranza en su discurso en el Ayuntamiento de Hermosillo, del

24 de septiembre de mismo año, prometió; "el pueblo ha vivido ficticiamente, fam élico y

desgraciado, con un puñado de leyes que en nada le favorece. Tendremos que removerlo todo. Crear

una nueva Constitución cuya acción benéfica sobre las masas nada. ni nadie puede evitar"u

Se inauguraron las sesiones del Congreso e11° de noviembre de 1916, ceremonia a

la que concurrió Carranza y en ella dio lectura a su famoso mensaje y entregó el proyecto

de la Constitución reformada. Acto seguido se produjo la contestación del Presidente del

Congreso, Luis Manuel Rojas. El jefe hizo mención de varias proposiciones; a) la poca

utilidad de la Constitución de 1857, b) el poder Legislativo permita realizar las funciones

libremente del Ejecutivo federal, e) estar en favor del Presidencialismo, d) tener un

Gobierno fuerte no un Gobierno despótico y e) suprimir la vicepresidencia y en la

estructura de los poderes Legislativo y Ejecutivo. Las sesiones del Constituyente de

Querétaro fueron necesariamente polémicas y provocaron que los legisladores se formaran

en grupos, fa corriente radical (Francisco Mújica, Heriberto Jara, Hilario Medina, Enrique

.. Cfr., Silva Herzog, Jesús, /li stona de la Revolución Mexicana 4' ed. M éxico. FCB. 1995.
p.53.
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Colunga, Luis G. Monzón, Enrique Recio, Aguirre Berlanga o Esteban Baca Calderón), que

fue apoyada por Obregón; el grupo renovador (José Natividad Macias, Luis Manuel Rojas,

Félix Palavicini y Alfonso Cravioto) apoyado por Carranza y los legisladores moderados.

Concluyó el período único de sesiones el 31 de enero de 1917 y se promulgó la

Constitución el 5 de febrero del mismo año. Las principales disposiciones fueron las

siguientes:

1. Soberanía popular (artIculo 49).

2. Forma federal para la organización del Estado y forma de Gobierno que

debe ser republicano, democrático y representativo (artículo 40).

3. División de poderes públicos. (Artículos 16 y 49).

4. Derechos humanos (garantras individuales).

5. Derechos sociales (artículos 3°, 27 Y 123).

6. Separación del Estado y la Iglesia (articulo 130).

7. Medios de control constitucional (artlculos 97,103 Y 105 constitucionales).

En el Congreso Constituyente de Querétaro fueron aprobados sin discusión, en

sesión celebrado el 18 de enero de 1917, los artículos 89, fracción 1, y 92, quedando

redactados en la Constitución vigente de la siguiente forma:15 "Articulo 89. - Las facult ades y

obligaciones del Presidente son las siguientes: 1.- Promulgar y ejecutar las leyes que expide el

Congreso de la Unión. proveyendo en la esfera administrativa a su exacta observancia. Articulo 92.

- Todos los reglamentos. decretos. acuerdos y órdenes del Presidente deberán estar firmado s por el

Secretario de Estado o Jefe de Departamento Administrativo a que el asunto corresponda, y sin este

requisito no serán obedecidos. "

" Rlos Vázquez, Rodolfo. La facultad reglamentaria del Presidente de la República y su Impugnación Constitucional.
México. lU S. 1991. p. 24.
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Tena Ramirez refiere16 que la Constilución Centralista del 12 de j unio de 1843

denominada "Bases Orgánicas de la República Mexicana", fue la más acertada ya que otorga al

Presidente de la República la facultad de expedir órdenes y da los reglamentos necesarios para la

ejecución de las leyes, sin alterarlas ni modificarlos. Tiene sobre las Constituciones de 1824 y

1836 la ventaja de autorizar al ejecutivo para la reglamentación de las leyes, además de no

alterar ni modificar leyes; mientras que las otras dos permiten indebidamente que dicho

poder reglamente también la Constitución. La Constitución Federal de la República

Mexicana del 5 de febrero de 1857 suprimió la fórmula de expedir reglamentos para el

mejor cumplimiento de las leyes, que se habia venido usando con ligeras variantes desde

la Constitución de 1812. Por último, en el Constituyente de Querétaro el articulo 89, que

enumera las facultades del Presidente, fue aprobado sin discusión por unanimidad de

votos. El articulo 85, fracción 1, de la Constitución de 1857, que es exactamente igual al 89,

fracción 1, de la Constitución de 1917. Se podia fundar la facultad reglamentaria en el

articulo 88 de la Constitución de 1857 y en el 92 de la de 1917, porque en sus textos si se

incluye la expresión reglamentos que parece ser necesaria para justificar la excepción al

principio de separación de poderes. En efecto, dichos articulos disponen que "todos los

reglamentos, decretos y órdenes del Presidente deberán estar fi rmados por el Secretario de Estado o

Jefe de Departamentos Administrativos a que el asunto corresponda, y sin este requisito no serán

obedecidos... "

.. Tena Ramlroz, Felipe. Derecho Constitucional Mexicano. México. Porrúa S.A. 4' ed, 1958. p. 4 14.
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CAPITULO DOS

FACULTAD REGLAMENTARIA

EN EL DERECHO POSITIVO MEXICANO

l.. FACULTADES DEL EJECUTIVO FEDERAL

En el México actual, el poder Ejecutivo resulta ser el poder predominante sobre los

órganos Legislativo y Judicial de la Federación, asl como el control que ejerce en los

Estados, determinan al Presidente de la República gozar de facultades extraordinarias e

ilimitabies. 'El articulo 89 de la Constitución Política de México señala algunas de las facu ltades

del Poder Ejecutivo Federal. El ejercicio de todas estas fac ultades corresponde siempre a la f unción

administrativa. Los actos del Ejecutivo Federal agotan la totalidad de esta fu nctán debido a que el

Presidente de la República se vale de una serie de dependencias y entidades para cumplir con su

cometido. .17

También existen otras facultades propias del Ejecutivo en distintos preceptos

constitucionales como se verá más adelante. La función primordial del poder Ejecutivo

consiste en la tarea de ejecutar las leyes. Este concepto no siempre ha sido bien precisado

por la doctrina, es necesario apuntar la idea de la ejecución de la ley estriba en el poder

Ejecutivo aplique la norma mediante la creación de actos administrativos, cuando la

hipótesis de la norma prevé se produce en el mundo de la realidad. Ejecutar las leyes

significa también que el poder Ejecutivo o la Administración Pública realice una serie de

actividades materiales, técnicas o juridicas a fin que las normas puedan traducirse en actos

17 Faya Viesca, Jacinto. Administración Pública Federal. M éxico. Porrüa. l' <d. 1983. p. 43.
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concretos de administración. Ejecutar las leyes no es sólo estar vigilantes de su aplicación. sino

también llevar a cabo una serie de actividades que permitan al poder Ejecutivo. realizar sus

funciones de acuerdo a un marco estricto de competencias. La tarea fundamental del Ejecutivo

Federal es la de ejecutar las leyes y realizar aquéllas que le señala el artículo 89 constitucional.18

De acuerdo con esto las facultades presidenciales van de acuerdo con los siguientes

criterios:

1.• Como Jefe de Estado

Con esta calidad. el Presidente de la República liene la representación del Estado mexicano

ante los organismos internacionales y fre nte a otros Estados. En consecuencia, tienefacultades para

hacer ingresar y retirar de México a esos organismos. para establecer y suprimir las relaciones con

airas Estados; para celebrar tratados y convenciones internacionales. sometiéndolos a la

aprobación del senado; y para declarar la guerra en nombre de los Estados Unidos Mexicanos. de

acuerdo con el artículo 89. fracción VIII. La j efatura de Estado, en términos del artículo 89.

fracción X. le permite al Presidente regir la política exterior del país. 19

2.• Como Jefe de Gobierno Federal

Con esta calidad, el Presidente de la República desarrolla el gobiemo de la

Federación; sus funciones determinan la aplicación, en la esfera administrativa, de las

reglas generales. En el ejercicio de estas atribuciones el Presidente expide reglamentos,

11 Faya Viesca, Jacinto. Ob . CiL p. 44.
19 Sánchez Bringas Enrique. Derecho Const itucional M éxico, Pomía. "ed . 1995. p. 445.
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decretos, acuerdos e imparte órdenes, también suscribe convenios de colaboración con los

Estados y municipios de la República. Así como las facultades que consagra el artículo 89

fracciones 11, 111, IV, V, XVII Y XVIII relativos a los nombramientos a cargo del Presidente.

La fracción XIV del artículo 89 autoriza al Presidente para conceder, conforme a las leyes,

indultos a los reos sentenciados por delitos de la competencia de los tribunales federales y

a los sentenciados por delitos del orden común, en el Distrito Federal y territorios.

3. - Como Jefe del Gobierno del Distrito Federal

El jurista Sánchez Bringas menciona al respecto; "De acuerdo con el artículo 122,

fracción 11, el Presidente de la República es el jefe de gobierno de la entidad en que residen los

poderes federales. Con este carácter desarrolla las siguientes facu ltades de nombramiento,

seguridadpública y financieras. "10

4. - Como Legislador

Uno de los rasgos más presidencialistas en México está en la potestad del Ej ecutivo para

crear o pora vetar normas j urídicas. 21 El privilegio especial es la iniciativa de legislar sólo o

con el poder Legislativo. Legisla el Presidente mexicano de manera autónoma en los

siguientes casos:

a) Al emitir reglamentos (articulo 89, fracción I de la Constitución).

b) Al detenninar medidas sobre salubridad y medio ambiente (articulo 73,

fracción XVI de la Constitución). El Presidente tiene facultades para expedir

20 Sánchez Bringas Enrique. Ob. Cit. p. 448.
21 Cárdenas Gracia Jaime F. Una Constitución para la Democracia. México. UNAM . )' ed, 2000 . p. 62.
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legislación extraordinaria, a través del Consejo de Salubridad General, para

combatir la producción, tráfico y consumo de narcóticos y para prevenir la

contaminación ambiental.

c) Al regular las materias de comercio exterior (párrafo segundo del articulo

131 de la Constitución); para aumentar, disminuir o suprimir las cuotas de

las tarifas de exportación e importación expedidas por el propio Congreso.

d) En materia de subsidios (último párrafo del artículo 28).

e) Para habilitar puertos y establecer aduanas (artículo 89, fracción XIII).

Pero existen otras facultades legislativas del Ejecutivo que, si no son autónomas, el

grado de control por parte del Legislativo es mínimo.

1) En materia de tratados (artículo 89, fracción X, 76, fracción I y 133 de la

Constitución), la facultad de suscribir los tratados intemacionales, que una

•vez firmados por el Presidente y aprobados por el Senado, forman parte de

ley Suprema de la Unión.

2) Suspensíón de garantías (artículos 29, 49 Y73, fracción XXX). Cuando sea

autorizado por el Congreso de la Unión con motivo de la suspensión parcial

de la Constitución.

3) La iniciativa del presupuesto y de las leyes de ingresos así como los

superiores poderes del Ejecutivo respecto a la Cámara de Diputados en la

conformación de estas normas (artículo 74, fracción IV y 75 de la

Constitución).
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Además tiene el Derecho de Veto. Se le permite al Presidente negarse a firmar una

ley imposibilitándola para entrar en vigor, oponerse respecto de temas particulares de una

ley al debilitar o no negociar con el poder Legislativo y rechazar la ley en su totalidad sin

poder hacer modificaciones parciales (articulo 72 de la Constitución Política de los Estados

Unidos Mexicanos). Lo cierto es que no existe sanción alguna, ni responsabilidad para este

deber constitucional. Además el título IV Constitucional no permite someter a juicio al

Presidente durante su encargo, salvo por traición a la patria y delitos graves del orden

común. Es decir, el Presidente, en términos constitucionales, es casi irresponsable durante su

encargo y no existe precisión ni en lo que debe entenderse por delitos graves del orden común, y en

los supuestos del tipo traición a la patria. no se incluyen la negativa a publicar alguna ley.]]

Respecto a este punto en el capitulo IV del presente trabajo se analizara en lo relativo a la

responsabilidad penal, haciendo referencia los delitos graves de orden común y delitos

equiparables a traición a la patria, según el Código Penal Federal vigente.

4.1. - Facultad Materialmente Legislativa del Poder Ejecutivo

El autor Gabino Fraga evoca "la fa cultad reglamentaria al poder Ejecutivo se j ustifica

desde el punto de vista práctico por la necesidad de aligerar la tarea del poder Legislativo.

relevándolo de la necesidad de desarrollar y completar en detalle las leyes para faci litar su mejor

ejecución. teniendo en cuenta que el Ejecutivo está en mejores condiciones de hacer ese desarrollo

puesto que se encuentra en contacto con el medio el cual va a ser aplicada la ley. " 1J

La división de poderes implica que todas las funciones de un mismo carácter material

formen parte de la competencia del órgano que recibe la misma denominación, cuando

22 Ibidem. p. 70.
2l Fraga Gabino . Ob. Cit. p. 104.
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haya excepción a este régimen, debe justificarse expresamente por la Constitución. Por lo

mismo, para admitir que el poder Ejecutivo tenga la facultad reglamentaria es necesario

que as! se consigne en la Constitución. El fundamento de las atribuciones del Presidente

de la República como jefe de Estado y como jefe de Gobiemo de la Federación, ya que

anteriormente se menciona para expedir reglamentos, es de acuerdo con lo dispuesto por

el articulo 92 constitucional en relación con el articulo 89, fracción 1. En este caso no se

considera una facultad delegada, en que el Ejecutivo expida disposiciones de carácter

general en virtud de delegación legislativa, porque la facultad reglamentaña es una

función que la Constitución confiere directamente al Presidente de la República. Según, se

refiere la [onsprudencla."

REGLAMENTOS, FACULTAD PARA EXPEDIRLOS. La facultad
reglamentaria consliluye una facultad normal del Poder Ejecutivo, que
no deriva de ninguna delegación legislativa, sino que la tiene
directamente, porque se la otorga el articulo 89, fracción 1, de la
Constitución Federal.

El uso de la facultad reglamentaria permite que la legislación se pueda ir adaptando

oportunamente a las circunstancias cambiantes, no seria posible si dependiera del poder

Legislativo, por lo complejo del proceso legislativo; por ser la facultad reglamentaña

materialmente legislativa .y constituye una excepción al principio de separación de poderes;

el reglamento no obstante es prolongación de la misma ley y participa de la naturaleza de

ésta. La excepción se ha establecido por la Constitución a favor exclusivamente del

Presidente de la República, nunca de los secretarios de Estado, ni de ningún otro órgano

dependiente del Ejecutivo. Ni siquiera la misma ley puede delegar en nadie la facultad

" 2' Sala, S' Ep. t. LXXIV . p. 3895 .
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reglamentaria que corresponde al Presidente, en tal caso la ley usurparía el lugar de la

Constitución al ampliar la excepción a casos no señalados en aquélla. .

Tampoco podría el Congreso asumir por si mismo la facultad reglamentaria,

despojando al Ejecutivo de lo que constitucionalmente ie pertenece. Y es que el

reglamento tiene la doble caracteristica de ser un acto materialmente legislativo y

formalmente ejecutivo. El reglamento se distingue de la ley porque ésta por regla general

emana del poder Legislativo y el reglamento del poder Ejecutivo; materialmente son

legislativos el reglamento y la ley. El reglamento es un acto materialmente legislativo. El

fundamento esta en el derecho positivo para que un poder distinto del Legislativo ejerza la

función legislativa. Por su parte, la Suprema Corte de Justicia sostiene que: 25

COMPETENCIA DE LAS AUTORIDADES ADMINISTRATIVAS.
PUEDE CREARSE MEDIANTE EL EJERCICIO DE LA FACULTAD
REGLAMENTARIA QUE ESTABLECE EL ARTICULO 89, FRACCiÓN
" DE LA CONSTITUCiÓN FEDERAL. En el sistema jurldico mexicano
no existe precepto legal alguno por el que se disponga que la
competencia de las autoridades debe emanar de un acto formal y
materialmente legislativo, y en cambio el artIculo 89, fracción " de la
Constitución Federal autoriza al titular del Poder Ejecutivo a proveer en
la esfera administrativa a la exacta observancia de la ley, a traVésde la
emisión de normas de carácter general y abstracto, o sea,
materialmente legislativas, lo que permite determinar que este último si
puede crear esfera de competencia de las autoridades mediante
reglamentos, con tal de que se sujete a los principios fundamentales de
reserva de la ley y de subordinación jerárquica,...

Sin embargo, aunque constitucionalmente el Presidente mexicano tenga

relativamente limitadas sus facultades legislativas, puede legislar con la facultad

reglamentaria y expedir reglamentos, si el Congreso de la Unión no apoya su iniciativa

jurldica. La facultad reglamentaria del Ejecutivo no puede tener por objeto, en esa virtud,

preceptos de la Constitución, ya que la reglamentación de éstos incumbe a las leyes

" t. XVI. Diciembre de 2002 . p. 756.
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reglamentarias u orgánicas de la Constitución, por ser leyes deben ser expedidas por el

Congreso. Tampoco puede ejercitarse la facultad reglamentaria independientemente de

toda ley, ya que lo caracterlstico del reglamento es su subordinación a la ley; como

excepción, nuestra Constitución presupone en sus artículos 10 y 21, los reglamentos de

policía. La Suprema Corte de Justicia se reflere:26

FACULTAD REGLAMENTARIA DEL EJECUTIVO. El altlculo 89,
fracción 1, de la Constitución Federal ha establecido en favor del
Presidente de la República la que se ha denominado facultad
reglamentaria, al disponer que debe proveer en la esfera administrativa
a la exacta obseNancia de las leyes, según lo han reconocido la
jurisprudencia y la doctrina mexicanas, en la inteligencia de que al
ejercitar la función reglamentaria, el Ejecutivo realiza materialmente una
función legislativa, aunque formalmente debe considerarse de orden
administrativo, toda vez que da normas creadoras de situaciones
jurldicas de carácter general, abstracto y permanente, que no pueden
ser modificadas sino por otro acto de la misma naturaleza del que las
creó. Por lo mismo, es inexacto que la función legislativa esté resetveae
de modo exclusivo al Congreso de la Unión, ya que constitucionalmente
el Ejecutivo está facultado para ejercitarla, al hacer uso de la facultad
reglamentaria y dentro de los limites propios de ésta, que por tener
como finalidad el desarrollo de las normas establecidas en la ley
reglamentaria, no puede contraria éstas, pero sI adecuarlas a las
múltiples situaciones que pueden quedar regidas por ellas.

4.2. - La Doctrina y la Facultad Reglamentaria

La facultad reglamentaria es considerada por la doctrina mexicana como una

atribución propia y originaria del Presidente de la República, su objetivo es proveer la

exacta aplicación de la ley en la esfera administrativa. El carácter propio de la facultad

reglamentaria hacía el Ejecutivo, lo constituye el poder de dictar los reglamentos que

considere convenientes para la ejecución de las leyes, sin estar limitado a reglamentar solo

26 S' Ep. SJF. 4' Sala. t. CXXII. p. 283.
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un tipo de materia. En opinión de André; Serra Rojas,27 establece no requerir un texto

expreso en la Constitución para ejercer la facultad reglamentaria. El concepto de

ejecución de las leyes seria ineficaz, sin la facultad de expedir reglamentos. En nuestro

régimen constitucional el Presidente ejerce la facultad reglamentaria, no por delegación

del poder Legislativo, sino en el ejercicio de sus propias facultades, que implican la

realización de órdenes y mandatos administrativos. En la Constitución esta el régimen de

los reglamentos en forma expresa, artículo 107, fracción VIII, inciso a). Pero a pesar de que

no existe en la Constitución un precepto expresamente conceda la facultad reglamentaria al

Presidente, la necesidad ha obligado a la doctrina y a la jurisprudencia mexicana a buscar

argumentos que justifiquen el ejercicio de la facultad para un régimen constitucional.18 Desde

luego, la Constitución no rechaza, sino al contrario admite implicitamente la existencia de

los reglamentos; en el articulo 92 supone que los reglamentos existen, por más que no

consigne la facultad de expedirlos, los reglamentos, decretos y órdenes del Presidente

deberán estar firmados por el Secretario del Despacho.

A) Elementos de la Facultad Reglamentaria

Considerar las características propíamente de la potestad conlleva a una idea más e/ara de la

función de reglamentaria.V

1. Es una declaración porque es una manifestación de voluntad o conocimiento,

esto es, un acto administrativo y no un hecho administrativo.

" Serra Rojas Andrés. Ob. Cit. p. 199.
" Tena Ramlrez Felipe. Ob. Cit. p.465.
,. Valls Hernández Sergio Annando. Ob. Cit. p. 17.
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11. Es unilateral por oposición a bilateral, porque interviene una sola parte, que

es la administración.

111. Se realiza en ejercicio de la f unción administrativa porque la competencia

reglamentaria es inherente a la administración.

IV. Produce efectos jurídicos generales directos porque el carácter normativo atañe a

la esencia misma del reglamento, es una norma juridica de carácter general

que produce efectos juridicos para un número indeterminado de personas y

de casos.

V. Considerando el ámbito material de validez de los reglamentos refiriéndose a

las materias en que el Presidente de la República puede dictar reglamentos,

en este sentido, depende de su contenido administrativo.

VI. En el ámbito espacial de validez de los reglamentos, pueden ser generales

pertenecientes a todo el territorio y los locales tienen aplicación en una parte

del mismo. En el derecho mexicano existen tres categorías de leyes, a saber:

federales, locales y municipales, basados en la constitución; soberanla

nacional y la forma de gobiemo.

VII. En el caso del ámbito temporal de validez puede ser de vigencia determinada o

indeterminada; es decir se ha fijado el tiempo o no, la obligación establecida

por este lapso, en el segundo caso solo será cuando pierda su vigencia

cuando es abrogado.3O

JO Oarela Maynez Eduardo. Introducc ión al Estudio del Derecho. México. 46' ed. Porrúa. 1994. p. 80.
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4.3. - La Jurisprudencia y la Facultad Reglamentaria

Dentro de la jurisprudencia se ha confirmado entre otros criterios la existencia de esta

función en los siguientes principios: La importancia de la facultad reglamentaria, es la

necesidad de contar con ella en un régimen constitucional, han inclinado a la jurisprudencia a

justificarla. has/a el punto de que ya nadie la discute. De es/a suerte ha crecido fuera de la

Constitucion: aunque sin contrariarla. una institución de derecho consuetudinario, que viene a

llenar el vacío que inexplicablemente dejó los constituyentes de 57y J7. Hoy en día es el precedente

y no el texto, el que justifica en nuestro derecho la facultad reglamentaria.J I Dentro de la

jurisprudencia se encuentran también el umbral de la potestad sin violar lo que dispone la

misma Constitución.

FACULTAD REGLAMENTARIA DEL EJECUTIVO FEDERAL
INTERPRETACiÓN DE LA FRACCiÓN I DEL ARTIcULO 89 DE LA
CONSTITUCIÓN.- La facultad reglamentaria que el artículo 89.
fracción 1, de la Constitución Federal otorga al Ejecutivo de la Unión
para proveer en la esfera administrativa a la exacta observancia de las
leyes, puede ser ejercida mediante distintos actos y en diversos
momentos. según lo ameriten las circunstancias. sin más límite que el
de no rebasar ni contravenir las disposiciones que se reglamenten. Por
tanto, no es forzoso que se ejerza tal facultad en un solo acto. porque
ello implicarla una restricción no consignada en el precepto
constitucional. 32

" Cfr. Serta Rojas Andrés. Ob. Cit. p. 199
" 9' Ep. 2 sala. t.1. SCJN . Tes is 2 12. p. 255.
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11.- INTERPRETACiÓN DE LA FRACCiÓN I DEL ARTíCULO 89

CONSTITUCIONAL

1. - Promulgación

Dellatfn promulgare, publicar una cosa solemnemente; del latín legem, regla dictada

por la autoridad, norma, precepto; del latín Lex Legis, colección o reunión de reglas; del

latln Decretum, orden de la autoridad que tiene fuerza de ley. Dictar y divulgar formalmente

una ley u otra disposición de la autoridad para que sea cumplida. En México, la

Constitución Política determina en el articulo 70 que toda resolución del Congreso tendrá el

carácter de ley o decreto; este artIculo 72, señala que aprobado un proyecto de ley o

decreto por las dos cámaras "... se remitirá al Ejecutivo. quien si no tuviera observaciones que

hacer lo publicará inmediatamente... "; el mismo precepto señala que el Ejecutivo tiene

derecho de veto y puede desechar todo o en parte el proyecto de ley o decreto,

devolviéndolo con sus observaciones a la cámara de origen, en donde para ser aprobado

nuevamente requerirá de las dos terceras partes del número total de votos, remitiéndose

"...otra vez a la cámara revisora. Si por ésta fuese sancionado por la misma mayoría. el proyecto

será ley o decreto y volverá al Ejecutivo para su promulgación..."; y el articulo 89, refiere a las

facultades y obligaciones del Presidente dice en su fracción I "promulgar y ejecutar las leyes

que expída el Congreso de la Unión." Promulgar (pro vulgare) significa etimológicamente

llevar al vulgo, a la generalidad, el conocimiento de una ley; en este sentido, la

promulgación se confunde con la publicación. Por la promulgación el Ejecutivo autentifica

la existencia y regularidad de la ley, ordena su publicación y manda a sus agentes que la

hagan cumplir; la ley se hace ejecutable, adquiere valor imperativo, carácter que no tenia
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antes de pasar a la jurisdicción del Congreso. No obstante, la ley promulgada no es

obligatoria todavla para la generalidad, mientras ésta no quede notificada de su existencia.

La publicación es, pues el acto del Poder Ejecutivo por la cual la ley votada y promulgada se lleva

al conocimiento de los habitantes. mediante un acto que permite a cualquiera el conocimiento de la

ley y que establece para lo futuro la presunción de que la ley es conocida por todos.JJ

l a facultad de promulgar las leyes está concedida al Presidente de la República en la

fracción I del articulo 89 y el articu lo 72 inciso a) y e) de nuestra Constitución Mexicana,

utilizando promulgar y publicar como sinónimos, a pesar de que la doctrina hace la

distinción entre estas, la ley no marca diferencia alguna. Para obligar al Ejecutivo a

promulgar una ley, en caso de que se niegue a hacerlo, no hay en nuestro sistema

constitucional ningún medio directo, ya que ni siquiera un juicio de responsabilidad podría

abrirse en contra del Presidente, solamente podría ser empleada la acción politica, que

ante la obstinación del Ejecutivo provocaría un conflicto de poderes.

2. - Ejecución

En la obra de Tena Ramírez Derecho Constitucional Mexicano hace alusión a este

concepto: "La ejecución en stricto sensu de las leyes, fo rma parte de la actividad administrativa,

pero no agota esta actividad, porque además de la ejecución de las leyes hay otros muchos casos de

ejecución lato sensu como son la promulgación, la reglamentación, él ejerció por parte del Ejecutivo

de ciertas facultades constitucionales que no se encaminan a la ejecución directa de una ley, como

dirigir las relaciones diplomáticas, hahilitar p uertos y establecer aduanas. etc. " J4 .

" Ten. Ramlrez Felipe . Ob. CiL P 462.
" Ten. Ramlroz Felipe. Ob. Cit.p, 463 .
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Dos criterios pueden existir para entender la ejecución de la ley, primero se indica que la

actividad se encuentra autorizada por una disposición legal y segunda se entiende como la actividad

necesaria pora dar ef ectividad o realización práctica a la norma legislau va." La ejecución

consiste en realizar prácticamente las normas legales, dejando solamente los actos

materiales encaminados directa e inmediatamente a dar efectividad a las disposiciones

legislativas. "La ejecución de la ley puede confundirse con la noción de función administrativa si

por aquélla se entiende no sólo la ejecución material O concreta de las leyes, sino también la

realización de otras tareas en que se hace uso de autorizaciones que da la propia ley. " 36

La facultad de ejecutar las leyes es la función inmediata, tipica y natural del poder

Ejecutivo, según Tena Rarnírez" hace referencia a la ejecución de una ley como "la

realización de los actos necesarios para hacer efectiva, en casos concretos, a ley del Congreso u; es

decir, como única facultad - ejecutar las leyes - . Estoy de acuerdo; en decir, que la

ejecución es la realización de los actos necesarios para hacer efectiva, en casos

concretos, la ley del Congreso. Estos actos comienzan inmediatamente después de la

promulgación, se desarrollan a través de la tramitación encomendada a las oficinas del

Ejecutivo y culminan en la ejecución material de cumplir la ley.

3. - "Proveer en la esfera administrativa a su exacta observancia"

Significa la competencia para la realización de los actos que fa cilitan la ej ecución, pero no

son la ejecución misma. La fr acción 1 del artículo 89 constitucional establece como f acultad del

ejecutivo: promulgar y ejecutar las leyes que expida el Congreso de la Unión y agrega proveyendo

" Fraga Gabino. Ob. Cil. pp. 54 Y55.
" Idem.
" Cfr.Carpizo Jorge y Madrazo Jorge. p. 67.
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en la esfera administrativa a su exacta observancia. En la doctrina se ha estudiado esta expresión si

es en esta parte se encuentra verdaderamente lafacultad reglamentaria . 3S

El sentido gramatical de la palabra proveer es paner los medios adecuados para un fi n, para

fa cilitar la ejecuci6n de las leyes. Suministrar o fac ilitar lo necesario o conveniente para un fi n,

disponer, dar salida a un negocio" Tienen que ser, pues medios de la misma naturaleza de

la ley, necesarios para desarrollar en su aplicación los preceptos contenidos en la ley, lo

cual significa que son de aplicación general, como la ley misma a la cual se refieren.

Si se parte del supuesto 'proveer en la esfera administrativa ' como una función diferente

e independiente respecto a las otras dos funciones de promulgar y ejecutar. Menciona el

jurista Tena Ramírez: 'Sin embargo, rigurosamente no es así parqu e la Constitución no emplea el

infinitivo proveer, sino el gerundio proveyendo. Ahora bien, el gerundio carece de entidad

autónoma, en nuestro idioma: pues hace referencia a un verbo principal, cuya significaci6n

modifica. expresando modo. condición. motivo o circunstancia; el gerundio es par eso.

generalmente, una f orma adverbia. Tal como está redactada lafracci6n I del 89, 'ejecutar las leyes.

proveyendo en la esfera administrativa a su exacta observancia' significa que se trata de una única

f acultad -ejecutar las leyes-, pues el resto de la expresión no consigna sino el modo como debe

hacerse uso de dichafac ultad. proveyendo en la esfera administrativa a su exacta observancia. ..40

En los términos anteriores, la interpretación gramatical de la disposición legal lleva a

la conclusión conjuntamente con otras, la facultad de expedir normas generales que sean

el medio práctico adecuado para poder dar exacta observancia a la ley. Precisamente en

estos últimos términos está contenida la excepción expresa al sistema de separación de

poderes que es necesaria para que el Ejecutivo goce de la facultad reglamentaria. De tal

manera que al decir en la esfera administrativa , se indica las disposiciones de carácter

" Carpizo Jorge y Madraza Jorge , Ob. Cit, p. 59.
" Diccionario de Uso del Espallol Maria Malner. Espa ña, Madrid .Gredos . p 870 .
.. Tena Rarnfrez Felipe. Ob. Cit. p. 466.
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general que hayan de dictarse sean expedidas, no por el poder Legislativo, sino por el

poder Ejecutivo, dentro de su esfera normal de acción, no es otra cosa que la esfera

administrativa. La Constitución únicamente parte del concepto formal de las funciones y

desde ese punto de vista los reglamentos expedidos por el Ejecutivo tienen un carácter

netamente administrativo. Siendo esto debe afirmarse que el ejercicio de dicha facultad

depende de la discreción del poder Ejecutivo, es decir, dicho ejercicio es espontáneo y

tiene lugar cuando el Ejecutivo cree oportuno realizarlo. De lo dicho, los actos

reglamentarios son materialmente legislativos, pero formalmente administrativos, porque

según la Constitución competen al Presidente de la República, lo cual se corrobora en la

fracción I del articulo 89, en la esfera administrativa. está concediendo al Ejecutivo la

facultad expedir disposiciones de carácter general, que por su naturaleza incumben al

Congreso. La Suprema Corte de Justicia lo sustenta:

FACULTAD REGLAMENTARIA DEL EJECUTIVO FEDERAL
INTERPRETACiÓN DE LA FRACCiÓN I DEL ARTICULO 89 DE LA
CONSTITUCiÓN. La facultad reglamentaria que el articulo 89.
fracción l. de la Constitución Federal otorga al Ejecutivo de la Unión
para proveer en la esfera administrativa a la exacta observancia de
las leyes. puede ser ejercida mediante distintos actos y en diversos
momentos, según lo ameriten las circunstancias, sin más limite que
el de no rebasar ni contravenir las disposiciones que se reglamenten.
Por tanlo, no es forzoso que se ejerza tal facultad en un solo acto,
porque ello implicaria una restricción no consignada en el precepto
constitucional. 4/

FACULTAD REGLAMENTARIA. INCLUYE LA CREACION DE
AUTORIDADES Y LA DETERMINACION DE LAS QUE
ESPECIFICAMENTE EJERCITARAN LAS FACULTADES
CONCEDIDAS. Está dentro de la facultad reglamentaria otorgada
al Presidente de la República por el articulo 89, fracción " de la
Constitución, el crear autoridades que ejerzan las atribuciones
asignadas por la ley de la materia a determinado organismo de la
administración pública; igualmente, se encuentra dentro de dicha

.. 9. Ep. 2' S. SJFyG.l. VIII. Dic. 1998, Tesis: 2.1J. 84/98 .p. 393.
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facultad el determinar las dependencias u órganos internos
especializados a través de los cuales se deben ejercitar las
facultades concedidas por la ley a un organismo público, pues ello
significa proveer a la exacta observancia de la ley reglamentada.
Además, al tratarse de un organismo que forma parte de la
administración pública, aun cuando sea un órgano descentralizado,
es precisamente el Presidente de la República, titular de esa
administración, quien constitucionalmente está facultado para
determinar los órganos internos que ejercerán las facultades
otorgadas por la ley, a efecto de hacer posible el cumplimiento de
ésta.42

111.- REGLAMENTO

En estos términos jurldicos se precisara el reglamento, su finalidad y el análisis

dentro del derecho administrativo, para determinar la potestad reglamentaria del poder

Ejecutivo en México.

1.- Concepto

El reglamento es "el puente que une a la ley con su ejecución y que hace posible vincular lo

abstracto del dispositivo legal con la realidad. El reglamento no es un acto directo de ejecución.

sino el medio para llegar a él. " '3

Los reglamentos "son normas generales expedidas para facilitar la aplicación. en la esfera

administrativa, de las normas generales de mayor rango. o sea, de las leyes. "u

El reglamento "es un acto unilateral de voluntad que establece normas jurídicas generales y

obligatorias para regular situaciones impersonales, abstractas u objetivas que. si bien generalmente

emanan del Poder Ejecutivo, ello no significa que no puedan pro venir de órganos yen/es que

" 8' Ep. 2 S. SJF. t. 111, enero ajunio 1989, P.. 277.
" Fay. Viesca, Jacinto. Ob. Cit. p. 122.
.. Sánchez Bringas Enrique. Derecho Conslitucional. México . Ponúa, (' ed. 1995.p. 449 .
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actúan dentro de su órbita, o bien, de los que pertenecen a los otros poderes del Estado, siempre que

estafacultad les haya sido especialmente atribuida. ,,4$

El reglamento "es una norma o conjunto de normas juridicas de carácter abstracto e

impersonal que expide el Poder Ejecutivo en uso de una facu ltad propia y que tiene por objeto

fac ilitar la exacta observancia de las leyes expedidas por el Poder Legislativo. ,,46

El reglamento "es el conjunto de normas administrativas subordinadas a la ley, obligatorias,

generales e impersonales. expedidas unilateral y espontáneamente por el Presidente de la

República, o por la Asamblea de Representantes del Distrito Federal en virtud de facultades

discrecionales que le han sido conferidas por la Consti/ución o que resulten implicitamente del

ejercicio del Poder Ejecutivo. Ese conj unto de normas en nlÍmero superior al de las leyes son

creadoras de una situaclén jurídica general, abstracta, que en ningún caso regula una si/uación

jurídica concreta y son dictadas para la atención pormenorizada de los servicios públicos para la

ejecución de la ley y para los demás fines de la Administración Pública. ,,41

El vocablo "reglamentar, se refiere al concepto de regular normativamente una materia, sea

a través de una ley o de un reglamento propiamente dicho. El término 'reglamentos' desborda en

mucho al Derecho Administrativo y es utilizado con generosidad en otras ramas del derecho

público, social o privado. ""8

En el sistema jur!dico mexicano, la facultad reglamentaria está confiada a poderes

de distinta clases y jerarquia; participan de ella incluso los Ayuntamientos. Asl , tenemos

que la Constitución y las leyes hacen que participen de su ejercicio las siguientes

autoridades y órganos: 49

a) El Presidente de la República;

"VaUs Hernández Sergio Armando. Facultad reglame ntaria. México . SCJN . 1" <d. 2001. p. 10.
.. Fraga Gabino. Derecho Administrativo. México. Porrúa, S.A. 33" <d. 1994. p. 104.
" Serra Rojas, Andrés. Derecho Administrativo. México. Porrúa. J7" ed . 1996. p. 189.
.. Cámara de Diputados del H. Congreso de la Unión . Ob. Cit. p. 505.
.. Valls Hemández Sergio Armando. Ob. Cit . p. 11.
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b) El Congreso de la Unión, cuando emite leyes reglamentarias y sus propios

reglamentos internos;

c) La Suprema Corte de Justicia de la Nación, cuando reglamenta la Ley

Orgánica del poder Judicial de la Federación en materias de su

competencia y de las Salas;

d) El Consejo de la Judicatura Federal, cuando expide reglamentos interiores y

acuerdos generales para el adecuado ejercicio de sus atribuciones;

e) Las legislaturas de los Estados, el Pleno de los Tribunales Superiores de

Justicia de los Estados y

f) Los Ayuntamientos.

Por lo que otras autoridades como los secretarios de Estado, no tienen entre sus

atribuciones la de promulgar reglamentos según se ha establecido en esta tesis;

FACULTAD REGLAMENTAR/A. SUS L/MITES. Es criterio unánime,
tanto de la doctrina como de la jurisprudencia , que la facultad
reglamentaria conferida en nuestro sistema constitucional al
Presidente de la República y a los Gobernadores de los Estados, en
sus respectivos ámbitos competenciales, consiste, exclusivamente,
dado el principio de la divisi6n de poderes imperante en la
expedici6n de disposiciones generales, abstractas e impersonales
que tienen por objeto la ejecuci6n de la ley, desarrollando y
completando en detalle sus nonnas, pero sin que, a título de su
ejercicio, pueda excederse el alcance de sus mandatos o contrariar o
alterar sus disposiciones, por ser precisamente /a ley su medida y
justificaci6n. 50

Sin embargo, la facultad que confiere el articulo 89, fracción 1, es indelegable , es sólo

y exclusiva del poder Ejecutivo. Según lo establece la Suprema Corte en la siguiente tesis;

'" 9" Ep. 2"sala. SJF l. 11, sep de 1995, tesis 2a. /J. 47195, p. 293.
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REGLAMENTOS, FACULTAD PARA EXPEDIRLOS. La facultad
reglamentaria constituye una facultad normal del Poder Ejecutivo,
que no deriva de ninguna delegación legislativa, sino que la tiene
directamente, porque se la otorga el artIculo 89, fracción 1, de la
Constitución Federal.5 1

2. - Finalidad

"Los reglamentos tiene por objeto ejecutar las leyes administrativas que expida el Congreso

de la Unión, sin que el concepto 'ejecución de las leyes ' se agote en la facultad reglamentaria, ni

asumir la misma fuerza jurídica de la ley, es un acto típico de soberanía. Ante el silencio de una ley

administrativa no cabe la función reglamentaria. En nuestro país todos los reglamentos son aquellos

que la doctrina administrativa denomina reglamentos ejecutivos, que desarrollan los propósitos

contenidos en la ley, aunque algunas leyes administrativas, sobre organismos públicos, emplean

nuevas denominaciones. " sr Las leyes emitidas por el Congreso de la Unión. dentro de la

doctrina mexicana y lo previsto anteriormente, pueden ser reglamentadas mediante esta

potestad, siempre que exista esta ley ordinaria sin eXtralimitar la propia Constitución.

Existe, sin embargo, una variedad de reglamentos que se utiliza y reconoce, pero la

finalidad es manifestar el interés del Congreso de la Unión.

FACULTAD REGLAMENTARIA DEL EJECUTIVO. El artIculo 89,
fracción 1, de la Constitución Federal ha establecido en favor del
Presidente de la República, la que se ha denominado facultad
reglamentaria, al disponer que debe proveer en la esfera
administrativa a la exacta observencie de las leyes, según la han
reconocido la jurisprudencia y la doctrina mexicanas; en la
inteligencia de que al ejercitar la función reglamentaria, el Ejecutivo
realiza materialmente una función legislativa. aunque formalmente
debe considerarse de orden administrativo, toda vez que da normas

" SJF. S' ep. j, LXXIV, 3a parte, p. 3895 .
" Andrés Serra Rojas . Ob. Cit. p. 190 .
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creadoras de situaciones juridicas de carácter general, abstracto y
permanente, que no pueden ser modificadas sino por otro acto de la
misma naturaleza del que las creó. Por lo mismo, es inexacto que la
función legislativa esté reservada de modo exclusivo al Congreso de
la Unión ya que, constitucionalmente, el Ejecu tivo está facultado
para ejercitarla, al hacer uso de la facultad reglamentaria, y dentro
de los IFmites propios de ésta, que por tener como finalidad el
desarrollo de las normas establecidas en la ley reglamentaria, no
puede contrariar éstas, pero sf adecuarlas a fas múltiples situaciones
que pueden quedar regidas por ellas.53

Lafi nalidad de los reglamentos es conseguir la mejor aplicación de la ley. De esta forma el

Presidente legisla a través de los reglamentos que expide.JI El reglamento no debe tener otras

limitaciones o modalidades, que las establecidas en la ley y de conformidad con la

Constitución.

3. - Naturaleza Jurídica

El reglamento, como la ley, es una disposición de carácter general y abstracto,

sancionada por la fuerza pública; es un acto objetivamente legislativo, se atribuye al poder

Ejecutivo porque la exacta observancia de la ley requiere la determinación detallada, que

sólo puede conocer cabalmente el poder que tiene a su cargo la ejecución. Además la ley

elaborada por el proceso legislativo tan complejo en México y regida de manera

permanente, no puede acomodarse la ley a los acontecimientos cambiantes de la práctica

con la misma facilidad del reglamento, que es obra de un solo poder que no está sujeto al

mismo proceso legislativo. "El titular del Poder Ejecutivo no puede reglamentar leyes que se

refieren a las esfe ras legislativa o jurisdiccional. pues a este respecto es al propio Congreso de la

Unión a quien corresponde por imperativo constitucional y conf orme al principio de la división de

" S' Ep. 4' Sala. SJF. t. CXXV . p. 1762.
" Carpizo Jorge y Madraza Jorge. Ob. Cit. p. S9.
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poderes. la 'facultad reglamentaria' que realiza mediante la emisión de las llamadas leyes

reglamentarias o leyes orgánicas. "55 Es decir, los reglamentos tienen la misma naturaleza de

una ley, son actos abstractos, generales e impersonales, pero las leyes deben

fundamentarse en la Constitución, los reglamentos deben hacerlo en las leyes.

4. - Características del Reglamento

Se consideran las siguientes particularidades del reglamento de la siguiente manera: 56

o Son de naturaleza secundaria, porque se ubican en un rango inferior a la

Constitución y a las leyes.

o Son obligatorias o imperativas, porque de considerarse potestativa su

observancia, la ley a la que intenta hacer aplicable no lo seria.

o Son accesorias porque su vida depende de otro instrumento jurídico

principal: la ley.

o El reglamento formalmente es de naturaleza adminístrativa, porque

proviene de una autoridad administrativa y está encaminado a proveer lo

relativo a la instrumentación y aplicación de una ley. Materialmente, su

naturaleza es legislativa porque es general, abstracto y obligatorio, igual

que una ley.

o El reglamento posee un carácter mixto, ya que formalmente es un acto

administrativo, aunque materialmente sea un acto legislativo.

o Que a pesar de que el reglamento posea las mismas características que la

ley, éste no es el producto de ninguna delegación del poder Legislativo al

" Rlos Vázquez RodoJfo. Ob. Cit. p. 26.
,. Cámara de Diputados del H. Congreso de la Unión. Ob. Cit. p. 502.
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Ejecutivo, tal como el sistema anglosajón lo acepta y que según se llega a

reconocer en la Constitución Francesa de 1795 (artículo 132).

Ahora bien, la heteronomía como característica de los reglamentos implica expedirse

mediante una ley previa, su validez jurídico-constitucional depende de ella, 'en cuando no

deben contrariarla ni rebasar el ámbito de regulación. As!, la ley secundaria no debe

oponerse a la Constitución, un reglamento no debe infringir o alterar nínguna ley ordinaria,

ya que ésta es la condición y fuente de validez, sino es estar subordinado a la mísma

Constitución. Respecto a este punto encontramos en la obra del autor García Maynez lo

siguiente:57 "las leyes fe derales y los tratados internacionales tienen, de acuerdo con la dispos ición

anteriormente transcrita, exactamente el mismo rango. Vienen en seguida las locales ordinarias,

después las normas reglamentarias, las municipales y las individualizadas. Relativamente a las otras

partes de la Federación. la j erarquía es más sencilla. Después de la Constitución Federal. leyes

federales y tratados, aparecen las normas locales (leyes, reglamentos. decretos); luego las

disposiciones reglamentarias y en último termino. las normas individualizadas. ..

5. - Clases de Reglamentos

5.1. - Reglamento Autónomo

Los reglamentos autónomos o de servicio, son aquellos que no emanan de una ley,

sino los dicta la administración pública en virtud de poderes constitucionales propios, tal es

el caso de las disposiciones generales que puede dictar el Consejo de Salubridad General,

en términos del articulo 73, fracción XVI, base 1" de la Constitución o los reglamentos que

" Garcla Maynez, Eduardo. Ob.Cít. p.p. 87-88.
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en materia de comercio exterior o interior se pueden dictar por el Gobierno Federal

conforme al articulo 131 constitucional. En Ia j ur ísprudenckri ha determinado que el reglamento

autónomo, l/amado también autonómico o de autonomla es aquel/a disposición creadora de una

situación j urídica general, que se expide directamente por el Ejecutivo sin subordinación o

f undamento en una ley f ormal, ya que se supone que su apoyo radica en un mandato constitucional

que elimina el requisito legal.

Un sector de la doctrina sostiene que los reglamentos autónomos se originan en la zona de

reserva que la Constitución garantiza al Poder Ejecutivo, en la misma fo rma que la garantiza para

los otros dos poderes y de ninguna manera, pueden invalidarse reciprocamente. 59

La Constitución asigna al Presidente de la República la facultad reglamentaria pero

subordinándola a los mandatos legales, para expedir los reglamentos de las leyes

ordinarias, se establece, asl, el principio de derecho constitucional mexicano, 'todo

reglamento debe de ser de Una ley ordinaria'. El Ejecutivo no puede tener más facultades que

expresamente le señale la Constitución. Es necesario, por lo tanto, estudiar si algún

precepto constitucional autoriza la expedición de un reglamento autónomo, sin el

antecedente de una ley ordinaria, aunque la misma Constitución lo reconozca. Estos

reglamentos que directamente desarrollan algún aspecto constitucional, sin pasar y ser

aprobados por el poder Legislativo, en el primer párrafo del articulo 21 de la Constitución

se refieren a los reglamentos autónomos de policla y buen gobierno. La misma norma

fundamental, en el artículo 27, párrafo quinto, permite reglamentos autónomos referidos a

la extracción y utilización de aguas del subsuelo. En México existen dos casos de reserva de

ley: la determinación de los tipos penales y las sanciones por la comisión de delitos (artículo 14,

" Cfr. Andrb Serra Rojas. Sem. Jud. Fed, 1. 4. p. 12,6 Ep. 2a sala p. 203.
59 Valls Hemández Sergio Annando. Ob. Cit . p. 22 .
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párrafo tercero de la Constitución) y respecto a la imposición tributaria (artículo 3i.fracción i V de

la Constitución) y probablemente otras que afecten la politica interior y exterior del pais.6fI

El artículo 21 Constitucional no faculta a la autoridad administrativa para la expedición de

los reglamentos gubernativos y de policio; sin sujeción a una ley. No hay ningún elemento que haga

suponer el propósito de ese mandato constitucional. sea el de eliminar la expedición de las leyes

gubernativas y de policía. La palabra gubernativa está tomada como sinónimo de administrativa y

de policía se refiere a las infracciones citadinas o municipales. No debe desarticularse el sistema de

la Constitución que establece nuestro principio de legalidad. es decir. la total subordinación a la

ley . No debe eliminarse la ley de una materia tan importante como es la que se refiere a la libertad

humana. Por sencilla que sea la penalidad ésta debe fundarse en la ley. dej ando a los reglamentos

administrativos (gubernativos y de policía). fija los detalles de su aplicación e incluso los derechos

de los detenidos. en una materia tan arbitrariamente llevada. en la que no opera ninguna defensa

jurídica. en un no muyjustificado argumento de su escasa importancia.61

Otro ejemplo del reglamento autónomo. pero no en el poder Ejecutivo, sino en el

poder Legislativo, en el articulo 73, fracción XXIII de la Constitución. faculta al Congreso de

la Unión para formar su reglamento interior. También el articulo 77, fracción 1faculta a cada

una de las Cámaras sin intervención de la otra, a dictar resoluciones económicas relativas

a su régimen interior. Este precepto, debe subordinarse a la Ley Orgánica del poder

Legislativo Federal. El párrafo V del articulo 27 constitucional faculta al Ejecutivo federal

para reglamentar la extradición y utilización de las aguas del subsuelo y aun establecer

zonas vedadas, al igual para las demás aguas de propiedad nacional. Lo cual no ha sido

60 Idem.
" Serta Rojas Andrés. Ob. Cit. 206
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obstáculo para expedir la ley de aguas del subsuelo. Asl, los reglamentos de la Secretaria

de Salud, se apoyan en la Ley General de Salud; los reglamentos interiores de las

dependencias gubemamentales en la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal.

En la legislación administrativa mexicana. de acuerdo con los principios de la Constitución

que aceptan expresamente los reglamentos autónomos. no hay sino una sola clase de

reglamentos apoyados en el articulo 89. fracción I de la Constitución; sin embargo. son

aceptables los llamados reglamentos autónomos, de necesidad y de urgencia, entre otras

denominaciones. Por último, si se analiza el articulo 107, fracción VIII. inciso al de la

Constitución son los reglamentos en materia federal de las leyes que expida el Congreso

de la Unión. Existen en el Derecho Administrativo determinados entes públicos legalmente

facultados para dictar su propio orden juridico reglamentario. subordinado a su ley orgánica

respectiva. Sin embargo. al crearse un organismo descentralizado, asume una de las

tareas que corresponden al poder público, también se le delega la facultad reglamentaria

que normalmente corresponde al Presidente de la República. Algunas leyes

administrativas, han creado organismos descentralizados, han entregado esta facultad a

los propios entes juridicos. como son la Universidad Nacional Autónoma de México. el

Instituto Mexicano del Seguro Social y el Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los

Trabajadores del Estado. El reglamento autónomo es aceptado y reconocido por la

Constitución y la Doctrina Mexicana, aunque en ciertos casos esto se interprete como la

delegación de la facultad reglamentaria; por lo tanto. es un riesgo para la práctica legal.

Es necesario derogar todo tipo de reglamentos autónomos, como igual de claro es que, a

nivel constitucional. se requieren precisar limites claros a la facultad reglamentaria del

poder Ejecutivo. Una via fundamental en esta tarea seria introducir la institución jurídica de

la reserva de ley. Esta figura implica que determinadas materias por su importancia
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constitucional o pollt ica no deben ser normadas por reglamento alguno y necesariamente

deben ser objetos de una ley.

5. 2. - Reglamentos de Ejecución

Los reglamentos de la fracción J del artículo 89 serían reglamentos, la doctrina los l/ama

'ej ecutivos ', es decir, que están del toda subordinados a la ley. Junto a el/os, la Constitución señala

un supuesto concreto para dictar reglamentos 'autónomos ', para cuya existencia no es necesaria

una ley previa; se trata del caso de extracción y alumbramiento de aguas del subsuelo, contemplado

en el artículo 27, párrafo V de la Constitución. 61 Son reglamentos subordinados o de

ejecución, los emitidos por el poder Ejecutivo en ejercicio de sus facultades

constitucionales y para hacer posible su aplicación y el cumplimiento de la ley. Su cometido

es poner en funcionamiento la ley, fija el modo de ejecutar la ley, de precisar y poner el alcance

práct ico y material de el/a. ' Por ejemplo, en el articulo 10 constitucional, establece:

"Los habitantes de los Estados Unidos Mexicanos tienen derecho a
poseer armas en su domicilio, para su seguridad y legitima defensa, con
excepción de las prohibidas por la ley federal y de las reservadas para
el uso exclusivo de Ejército de la Armada, Fuerza Aérea y Guardia
Nacional. La ley federal determinará los casos, condiciones, requisitos y
lugares en que se podrá autorizar a los habitantes la aportación de
armas."

Este articulo fue reglamentado por la Ley Federal de armas de fuego y explosivos en

el O.O.F. el 11 de enero de 1972 y por el Reglamento de la misma en el O.O.F. de 6 de

mayo de 1972.

•, Carpizo Jorge y Carbo nell Miguel. Ob. Cit. p. 101.
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5.3. - Reglamentos Autorizados o de Integración

Son aquellos que completan, interpretan e integran, precisando circunstancialmente

el principio jurldico general del contenido de una ley. Este tipo de reglamentos no deriva

de la facultad constitucional reglamentaria del poder Ejecutivo, sino de una expresa

habilitación legislativa para completar una ley, de las llamadas leyes en blanco o leyes marco.

Las leyes en blanco, leyes cuadro o leyes marco, son el resultado de una práctica

legislativa consistente en que el legislador consigna en la ley los principios generales de la

materia respectiva y deja a los reglamentos la potestad de desarrollarlos. Estas leyes se

limitan a definir las reformas que deben realzarse, precisan su cuadro o marco, dejando su

ejecución al órgano administrador a través de decretos o reglamentos.

Este tipo de leyes buscan disminuir la rigidez del principio de división de poderes,

confiriéndose más dinamismo y creatividad jur ldica al Ejecutivo. Por lo que se refiere a la

práctica pararreglamentaria, encontramos en la actualidad prolifera un universo de

circulares , criterios, reglas generales, normas oficiales mexicanas, miscelánea fis cal y normas en

general, expedidas por órganos administrativos de la más variada jerarquia y en su

esencia corresponden a verdaderos reglamentos.

Hoy en día, constituye una práctica usual en la administración pública, derivada de

frecuentes autorizaciones legislativas. No cabe duda constituye una práctica muy peligrosa

ya que se está otorgando una facultad legislativa al Ejecutivo, contraviniendo el articulo 42

de la Constitución, que prohibe que se reúnan en una sola persona dos o más de los

poderes del Estado.
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5.4.- Reglamentos Delegados

El reglamento delegado, j unto con el autorizado O de integración, han sido muy discutidos en

la doctrina pues implican que el legislador amplíe las fac ultades del Ej ecutivo. 6J El reglamento

delegado es un acto de una autoridad administrativa que crea reglas de derecho en virtud

de una autorización legal.

5.5. • Reglamentos de Necesidad y Urgencia

Lo dicta el Ejecutivo por causas graves y urgentes para atender las necesidades

públicas y regulando materias que corresponden al órgano legislativo. En nuestro pais

corresponden a las facultades legislativas se otorgan al Ejecutivo en los casos de

suspensión de garantlas , conforme a lo dispuesto en el artículo 29 Constitucional. En la

obra de Derecho Administrativo del autor Serra Roj as" considera la inexistencia de estos

reglamentos porque esa situación se regula por el propio artículo 29 Constitucional.

IV.- DIFERENCIAS ENTRE LEY Y REGLAMENTO

Si bien el reglamento y la ley coinciden en sus características de generalidad, abstracción,

impersonalidad y coercitividad, difieren en lo siguiente:6J

i. Formalmente, la ley proviene del órgano Legislativo y el reglamento del

Ejecutivo.

6l Valls Hemández Sergio Armando. Ob. Cit. p. 21.
.. Serra Rojas Andrés. Ob. Cil. p. 204.
" Valls Hem ández Sergio. Ob. Cit. p. 25.

Neevia docConverter 5.1



56

ii. Para expedir una ley se sigue un procedimiento consignado en el articulo

72 de la Constitución y para emitir un reglamento los únicos requisitos

formales para su validez son el refrendo ministerial y su publicación en el

Diario Oficial de la Federación.

iii. La ley tiene una jerarquía superior a la del reglamento.

iv. El principio, la doctrina señala que no puede haber reglamento sin ley, pero

si puede existir ley sin reglamento.

Los reglamentos tienen la misma naturaleza que una ley , es decir son actos abstractos.

generales e impersonales. sólo que mientras que las leyes deben basarse necesariamente en la

Constitución, los reglamentos deben hacerlo en las leyes ordinarias. 66 Podemos concluir que los

reglamentos son las normas generales de menor rango contempladas por la Constitución. Siempre

derivan o se sustentan en una ley pero no son identificables con ésta porque sólo son su efecto."

Del mismo modo que la diferencia entre la ley ordinaria y la ley constitucional depende del órgano

que expide una y otra, por lo tanto, es una diferencia forma l. asi la que existe entre la ley y el

reglamento obedece a la diversa competencia del Poder Legislativo y del Poder Ejecutivo, es decir.

a una razón de carácter formal. 68

v.:DECRETOS, CIRCULARES Y ACUERDOS ADMINISTRATIVOS

La existencia de varias normas jurídicas con alcances iguales a las de un reglamento,

permiten que no exísta seguridad jur ídica dentro de la estructura jur ídica. Esta práctica de

emitir normas de alcance general de la administración pública ha aumentado en varias

.. Carpizo Jorge y Madrazo Jorge. Ob. Cit. p. 59.
67 Sánchez Bringas Enrique. Ob. Cit. p. 449.
.. Fraga Gabino, Ob. Cit. pp. 106 Y107.
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legislaciones que contempla la facultad reglamentaria; como un? formula infalible para

abusar del poder que la propia Constitución ha otorgado al poder Ejecutivo.

Afirma Valls Hern ández, que la potestad reglamentaria en los países latinos se multiplicó

durante el siglo XIX, no sólo desde el punto de vista cuantitativo. sino también cualitativamente.

dado que aparecieron nuevas formas reglamentarías que rebasaron el límite tradicional de la

ejecución de las leyes.69A continuación se analizan algunos tipos de normas juridicas que en

teoría deberlan ser aclos administrativos pero en la prácl ica son verdaderos reglamentos o

actos administrativos con alcances generales.

1. - DECRETO

1.1. • Concepto

El decreto es una de las normas más emblemáticas en nuestro sistema jurldico, ya

que es dictado tanto como acto administrativo, como reglamento. Ha sido en la práctica el

mal uso de esta figura. En muchos casos se utiliza como acto administrativo con alcances

particulares y concretos; y en otras ocasiones con alcances generales como el reglamento.

En la Conslilución, el único órgano que puede expedir decretos es el poder Legislativo, al

disponer en su artIculo 70 que toda resolución del Congreso tendrá el carácter de ley o

decreto. En términos generales, el decreto es una orden girada por una autoridad, dirigida

al gobernado; es decir, es una resolución de un órgano público para un caso concreto.

Toda resolución o disposición de un órgano del Estado sobre un asunto o negocio de su

competencia, que crea situaciones j urídicas concretas que se refieren a un caso particular relativo a

'" Valls Hemández Sergio . Ob. Cit. p. 6.
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determinado tiempo , lugar Instituciones ° individuos. y que requiere de cierta formalidad. a efecto

de que sea conocida por las personas a las que va dirigido/" Por su parte, la Suprema Corte de

Justicia ha dicho que:

El decreto administrativo es la expresión jurfdica de la voluntad
del órgano ejecutivo, que dicta resoluciones en el ejercicio de sus
funciones, sobre una especie particular de los negocios públicos y
tiene su base constitucional en la fracción I del articulo 89
constitucional, de acuerdo con el cual, el Presidente de la República
tiene facultades para emitir decretos, que desde un punto de vista
formal son actos administrativosporque emanan de un 6rgano de tal
naturaleza, pero que desde el punto de vista material, son actos
creadores de situaciones jurldicas abstractas, generales e
impersonales y que vienen a ser una forma de proveer a la
observancia de las leyes.71

1.2. - Diferencias entre ley y decreto

Las diferencias entre ley y decretos considero que son;

a) Principalmente los alcances, la ley regula situaciones de forma general y en

abstracto, el decreto lo hace en concreto y particular.

b) De jerarquia esta supeditado a la ley y al reglamento.

e) El Decreto en su esencia es un acto administrativo y la leyes un acto

legislativo.

d) La ley puede modificar al Decreto, siempre que no resulte retroactiva en

perjuicio del gobernado.

70Encicl opedia Juridica Mexicana. México, UNAM. Porrúa. l. 1II. l' ed. 2002. p.44.
" Semanari o Judicial de la Federación, México. SCJN. S' época, t. XII, Noviembre de 1993, p. 333.
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1.3. - El Decreto y su Clasificación

1.3.1. -Decretos legislativos

El articulo 70 constitucional establece que toda resolución del Congreso tendrá el

carácter de ley o decreto. Las cuestiones de tipo administrativo que competen a las

cámaras, el procedimiento de creación de los decretos legislativos son similares al de las

leyes, asl como para su modificación o extinción.

1.3.2. -Decretos judiciales

La actividad jurisdiccional se concreta esencialmente en el acto denominado

sentencia, mediante un proceso, en sus diferentes etapas se tomaran decisiones que

regularmente se les llaman decretos. Los decretos judiciales son resoluciones de trámite

dentro de un proceso.

1.3.3. -Decretos del ejecutivo

Estos consisten en actos administrativos que por su trascendencia y disposición de la

ley, deben ser refrendados y publicarse en el Diario Oficial Federación. Por ejemplo, la

expropiación, la orden de crear un ente paraestatal, etc. El decreto ejecutivo o

administrativo. toma tal denominación por el órgano del que procede y por tratarse de

actos materialmente administrativo que revisten cierta formalidad. por cuyo medio el poder

ejecutivo realiza parte de la función que le corresponde. El decreto-Iey implica un acto

materialmente legislativo. la doctrina ha expresado que el Congreso debe intervenir para
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ratificar o no la actuación del jefe de gobierno, permitiendo el control sobre esto actos

emanados del ejecutivo.

2.- CIRCULARES

2.1. - Concepto

La no/a especifica y distiruiva de la circular, cual es servir a la actividad interna de los

órganos admtnistrativos, no ha sido aún definitivamente delimttada por el Derecho Administrativo.

pues/o que muchas circulares disponen normas. opiniones o pareceres que se proyectan en los

actos administrativos que vinculan a los particulares ante la adminis/ración.72 Del la/in tardio

circularis, circular, del latin circulus, círculo. Comunicación o aviso que emite y envía un superior

a sus subordinados en la que se contienen instrucciones, indicaciones o criterios obliga/arios. la

circular es el documento de orden interno, por el cual se transmiten orientaciones,

aclaraciones, información o interpretación legal o reglamentaria del funcionario

jerárquicamente superior a los subordinados, que disponen la conducta por seguir

respecto a ciertos actos o servicios. la dificultad se presenta cuando bajo su

denominación se incluyen normas generales de apreciación para la aplicación de ciertos

actos administrativos que vincula a los administrados en particular. las razones por las

que se distingue de la circular administrativa de cualquier disposición de carácter

reglamentaria son: la supremacía de la Constitución en la actividad administrativa, también

es, la formalidad de la publicidad de toda norma o reglamento, la circular es de orden

interno.

" Enciclopedia Juríd ica Omeba. Buenos Aires. Argent ina. Tomo 11. 1955. p. 1017.
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2.2. - Principios que la rigen

Los criterios son básicamente:

a) Es un acto administrativo unilateral.

b) Tienen carácter interno.

c) Pueden trascender a la vida de los gobernados, sin causarles pequlcios.

d) Deben sujetarse a la ley y sus reglamentos.

e) Su fundamento es la potestad jerárquica.

2.3. - Efectos de las Circulares

Dado a su carácter interno, obliga de manera general o singular a la administración

pública, dependiendo de la autoridad que la haya producido; no debe establecer derechos

u obligaciones para el particular. No puede derogar o abrogar normas de mayor valor

como son el reglamento y la ley. Las circulares por cualquier razón contengan normas

jurldicas generales, pierden su naturaleza y se convierten, de hecho, en auténticos

reglamentos. En esta situación, atendiendo a su verdadera esencia, deben tener el

tratamiento, procedimiento de creación y formalidades de una disposición reglamentaria.

3. - ACUERDOS

En sentido amplio, es una resolución unilateral. decisión de carácter ejecutivo. un acto de

naturaleza reglamentaria. En un sentido estricto el acuerdo administrativo puede revestir aspectos

formales, por lo que constituye el acto mediante el cual. el titular de un órgano de j erarquía conoce
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de un asunto cuya resolución le compete y le ha sido sometido a consideración por el titular de un

órgano de grado inferior.7J Es una resolución tomada en común por varios individuos;

decisión premeditada de una sola persona; pacto. convenio. tratado; deliberar y resolver

acerca de un determinado planteamiento. Y en la práctica juridico-administrativo, es la

orden dictada por el superior al inferior jerárquico. conforme a una decisión tomada

individual o colegiadamente.

VI.- LIMITES A LA FACULTAD REGLAMENTARIA

Hasta ahora se tienen los elementos precisos para determinar que el reglamento

debe desarrollar principios exclusivos que marca la ley, sin existir un dominio por cierta

materia o legislación. Sin embargo, la tendencia en la técnica legislativa es establecer la

forma más general de las situaciones juridicas. dejando al reglamento regule su

aplicabilidad.

1. - Principio de Legalidad

La idea de someter el Poder sistemáticamente a un juicio en cualquier ciudadano pueda

exigirle cumplidamente justificaciones de su comportamiento ante el Derecho, es una idea que surge

del Estado montado por la Revolución Francesa, pero que aparece de un modo ocasional.u En la

Revolución Francesa se considera la directriz en virtud de las circunstancias mismas para

determinar la justicia administrativa. En primer lugar el Principio de Legalidad como

consecuencia del dogma rousseauniano de la voluntad general. no se aceptan poderes

7) EnciclQoed ja lurldica Mexicana. México. UNAM. IIJ. POITÚa. lo 111. ,. ed, 2002. p. 138.
7.Oareia de Enterria Eduardo. Laluchacontra las inmunidades de poder. Madrid. Civitas S. A. )' ed. 1983. P 13
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personales, sino el poder es la Ley misma. Es decir, la ley otorga y a la vez limita a las

autoridades considerados como agentes que sólo son servidores de la propia ley. También

se tomaría en cuenta el principio de libertad. La libertad como ideario. como idea metaflsica, en el

derecho público subjetivo. Este derecho público subjetivo comienza configurándose como un

derecho a la legalidad. en el sentido de un derecho a oponerse a la opresión que no venga en

nombre de la Ley . tsLa idea de exigir judicialmente a la Administración por la ley, parece

'encontrarse con el dogma de la separación entre la Administración y la Justicia . Es decir,

las disposiciones generales contenidas en la ley, manifiestan tanto la regulación como el

limite de las mismas, sin vulnerar la Constitución, dejando en riesgo el interés particular, el

de una sola persona que atente contra esta facultad. La Suprema Corte de Justicia

manifiesta que:76

SEGURO DE RIESGOS DE TRABAJO. LAS APORTACIONES
ESTABLECIDAS EN LOS ARTICULOS 78 A 83 DE LA LEY DEL
SEGURO SOCIAL (TEXTO VIGENTE EN MIL NOVECIENTOS
OCHENTA Y SIETE), NO INFRINGEN EL PRINCIPIO DE
LEGAUDAD, PUES NO DEJAN A LA AUTORIDAD
ADMINISTRAT1VA LA DETERMINACION DE LOS ELEMENTOS
ESENCIALES DEL TRIBUTO. Los articulos 79, 80, 81, 82 Y 83 de
la Ley del Seguro Social remite, para diversas hipótesis, al
Reglamento para la Clasificación de Empresas y Determinación del
Grado de Riesgo del Seguro de Riesgos del Trabajo, no dejan a
cargo de la autoridad administrativa la determinación de los
elementos esenciales de las cuotas, ni constituyen una delegación
de facultades. Ello es asf, porque la remisión al reglamento sólo
tiene por objeto que en éste se pormenorice la disposición general y
se señelen los pasos a seguir para su exacto cumplimiento, es decir,
se desarrollen las disposiciones generales contenidas en la ley,
acerea de los elementos de las aportaciones de seguridad social en
la materia de seguro de riegos de trabajo. Por esa razón, los
aludidos preceptos no crean una delegación de facultades
legislativas en favor del Presidente de la República, sino que se
ajustan al ejereicio de la facultad reglamentaria, prevista por la
fracción I del artIculo 89 de la Constitución Federal.

ts Ibidem. p 14.
16 8 ep, Semanario Jud icial de la Federación. T: IX. Enero de 1992.Tesis : P. XXIII/92.p. 44.
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2. - Principio de Subordinación de Ley

El reglamento está dependiente de la ley, su vigencia, igualmente estará limitada

excepcionalmente, puede ser una nueva ley que sustituya a la abrogada, prolongue la

vigencia del reglamento hasta en tanto no se expida un nuevo reglamento, acorde con la

nueva ley. La ley esta sometida a la Constitución y ésta es de esencia superior, en tanto el

reglamento es jerárquicamente inferior, sin que le sea permitido modificar el orden legal.

La heteronomía de los reglamentos implica no sólo que no pueden expedirse sin una ley

previa, sino su validez jurídico-constitucional depende de ella, en cuanto no deben

contrariarla ni rebasar su ámbito de regulación. Así, al igual una ley secundaria no debe

oponerse a la Constitución, un reglamento no debe tampoco infringir o alterar ninguna ley

ordinaria, pues ésta es la condición y fuente de su validez a la que debe estar sometido. La

necesaria subordinación del reglamento heterónomo a la ley respectiva implica, si ésta se

abrogo, derogo o modifico, el reglamento también. En el caso de la abrogación legal, el

reglamento queda sin aplicabilidad, si se deroga el reglamento debe entenderse derogado

en lo que conciernen aquellos preceptos derogados de la ley, el mismo en las

modificaciones. La jurisprudencia de la Suprema Corte de Justicia ha considerado el limite

de subordinación de la siguiente manera. 77

SEGURO SOCIAL EL ARTICULO QUINTO TRANSITORIO DEL
REGLAMENTO PARA EL PAGO DE CUOTAS, VIGENTE A
PARTIR DEL PRIMERO DE JULIO DE MIL NOVECIENTOS
NOVENTA Y SIETE, NO INFRINGE LO DISPUESTO EN EL
ARTICULO 89, FRACCiÓN " DE LA CONSTITUCiÓN GENERAL
DE LA REPÚBLICA, AL ESTABLECER QUE LAS SOCIEDADES
COOPERATIVAS DE PRODUCCiÓN SÓLO TIENEN ALGUNOS
PRIVILEGIOS EN EL PAGO DE CUOTAS POR SUS SOCIOS,
PERO NO POR LOS TRABAJADORES QUE CONTRATAN. El

17 9' Ep. 2' sala. S. J. F., l. VII, Mayo de I998.Tesis: 2a. /) . 33/98. p. 483.
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articulo quinto transitorio del Reglamentopara el Pago de Cuotas del
Seguro Social, vigente a partir del primero de julio de mil novecientos
noventa y siete, que establece que las contribuciones al seguro
social relativas a los socios de las sociedades cooperativas deben
cubrirse en forma bipartita con el Estado, respecto de algunos
seguros, mientras que respecto de los trabajadores que contratan
deben pagar sin ningún privilegio, esto es, como cualquier patrón, no
contraviene el principio de subordinación jerárquica que, entre
otros, rige la facultad del Ejecutivo Federal prevista en la fracción l
del articulo 89 de la Constitución Federal, en virtud de que no
contraria ni sobrepasa el articulo vigésimo tercero transitorio de la
Ley del Seguro Social vigente a partir del 10. de julio de 1997, ni
ningún otro concepto de este ordenamiento, toda vez que, conforme
a lo establecido en dicho transitorio legal, no hace más que reiterar
la situación juridica que ya estableclan los artlculos 10., 20., 27 Y 65
de la Ley de Sociedades Cooperativas, 12, fracciones l y tt, de la
derogada Ley del Seguro Social, y 70. del Reglamento para el Pago
de Cuotas al Seguro Social, también derogado, en relación con la
tesis jurisprudencial Jl2a. 33193 de la anterior Segunda SBla, de cuya
relación se evidencia que antes de la reforma, ya se daba el mismo
tratamiento distintivo según se tratara de trabajadores o socios de
las sociedades cooperativas de producción.

y también el Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del sexto circuito

considera en esta tesis este príncípío."

SEGURO SOCIAL, REGLAMENTO DEL RECURSO DE
INCONFORMIDAD PREVISTO EN LA LEY DEL. SU ARTIcULO 31
EXCEDE LA FACULTAD REGLAMENTARIA PREVISTA EN EL
ARTIcULO 89, FRACCiÓN 1, DE LA CONSTITUCiÓN FEDERAL.
La facultad reglamentaria del presidente de la República, prevista
en el articulo 89, fracción 1, de la Carta Magna, debe ajustarse al
principio de subordinación jerárquica que, salvo el caso de los
reglamentos autónomos, consmne al Ejecutivo Federal a expedir
sólo las normas que tiendan a hacer efectivo o facilitar la aplicación
del mandato legal, sin contrariarlo, excederlo o modificarlo. Por
consiguiente, la materia del reglamento no debe ir más aflá de la ley;
sin embargo, de lo dispuesto en el artlculo 31 del Reglamento del
Recurso de lnconformidad, se aprecia que ese precepto
reglamentario establece el recurso de revocación, el cual no se
encuentra previsto en el entcuto 294 de la Ley del Seguro Social
reglamentada, ni en ningún otro dispositivo de ese cuerpo legal,
contraviniendo asl los principios que rigen la facultad

" 9' Ep. S.J.F. y G., t: XIV, Octubre de 200l.Tesis : Vl.lo.A. I03 A. p. 1191.
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reglamentaria del Ejecutivo Federal, en virtud de que no se concreta
a desarrollar, complementar o detalfar el ordenamiento legal
expedido por el órgano legislativo, Congreso de la Unión, sino que
crea un nuevo recurso administrativo, por lo que el stticúlo 31 del
regfamento en cita resulta inconstitucionaf por viofación al princIpIo
de subordinación jerárquica que rige en materia reglamentaria. En
consecuencia, debe decirse que si este último numeral establece un
recurso no contempfado en fa ley reglamentada, entonces ef
particular no tiene fa obligación de agotarlo antes de acudir af ju icio
de nulidad, como excepción al principio de definitividad previsto en
el artIculo 202, fracción VI, del Código Fiscal de la Federación, por lo
que el sobreseimiento decretado por la Sala responsable resulta
vio/atorio de la garantla de legalidad contenida en el artIculo 16
constitucional.

3. - Principio de Reserva de Ley

Dado a que existen determinadas materias vedadas a la potestad reglamentaria del

Ejecutivo, necesariamente deben ser reguladas por una norma con rango de ley, lo que no implica la

imposibilidad de colaboración del reglamento con lafunción normativa-legal, pero si impide que tal

colaboración pueda darse sin previa habilitación legal.7
• La reserva de la ley consiste en que,

conforme a la Constitución, hay materias que sólo pueden ser reguladas por la ley.

Además, en olros preceptos de la Constitución también se establece la necesidad de una

ley para imponer contribuciones y penas, para organizar la guardia nacional, etc. En todos

los casos la Constitución emplea términos claros al prevenir por medio de una ley se regule

la materia, debe entenderse una ley en el sentido formal; es decir, expedida por el poder

Legislativo. El principio de reserva de ley señala materias guardadas exclusivamente por la

Constitución a la ley, como la declaración de los derechos del hombre, impuestos, penas y

otros factores. No hay materias propias para los reglamentos, porque éstos deben

desarrollar los principios de la ley. El criterio que se sigue es integrar las leyes con sus

79 Valls Hemández Sergio Annando. Facultad reglamentaria . México. SCJN.I' <d. 2001. p. 14 Y 15.
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normas de organización y comportamiento, como una garantía legal, procurando que el

reglamento no establezca principios que pueden afectar los derechos de los administrados,

sin contrariar las disposiciones legales. La imposibilidad de tocar materias o de tomar

ciertas disposiciones reservadas para el legislador es por la Conslilución, por la ley o por

usos y costumbres reconocidas por la jurisprudencia. La Suprema Corte de Justicia

determina:so

FACULTAD REGLAMENTARIA DEL PRESIDENTE DE LA
REPÚBLICA. PRINCIPIOS QUE LA RIGEN. Según ha sostenido
este Alto Tribunal en numerosos precedentes, el arlfculo 89, fracción
1, constitucionaf, faculta al presidente de la República para expedir
normas reglamentarias de las leyes emanadas del Congreso de la
Unión, y aunque desde ef punto de vista material ambas normas son
similares, aquéllas se distinguen de éstas b ésicemente, en que
provienen de un órgano que al emitir/as no expresa la voluntad
general, sino que est« instituido para acatarla en cuanto dimana del
Legislativo, de donde, por definición, son normas subordinadas, de lo
cual se sigue que la facultad reglamentaria se halla regida por dos
principios: el de reserva de ley y el de subordinación jerárquica a la
misma. El principio de reserva de ley, que desde su aparición como
reacción al poder ilimitado del monarca hasta su formulación en las
Constituciones modernas, ha encontrado su justificación en la
necesidad de preservar los bienes jurfdicos de mayor valfa de los
gobernados (tradicionalmente libertad personal y propiedad), prohfbe
al reglamento abordar materias reservadas en exclusiva a las leyes
del Congreso, como son las relativas a la definición de los tipos
penales, las causas de expropiación y la determinación de los
elementos de los tributos, mientras que el principio de subordinación
jerárquica, exige que el reglamento esté precedido por una ley cuyas
disposiciones desarrolle, complemente o pormenorice y en las que
encuentre su justificación y medida.

se9' Ep. 2 Sala. SJF. T IX, abril de 1999. Tesis: 2o./J. 29/99. p. 70.
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CAPITULO TRES

LA FACULTAD REGLAMENTARIA DEL PODER EJECUTIVO

EN EL DERECHO COMPARADO

El derecho comparado es indispensable para el presente trabajo de investigación,

para diferenciar las caracteristicas de la facultad reglamentaria en cada uno de los

siguientes paises a analizar, considerando las referencias para la aplicación en nuestro

sistema jur idico. Los paises que he seleccionado contienen elementos distintivos en el

tema de la facultad reglamentaria dentro de su régimen pollt ico.

1.- ESTADOS UNIDOS DE AMÉRICA

En Estados Unidos de América cuenta con un régimen presidencialista, en virtud de

su Constitución Polltica de 1787, todavia vigente; se determina que el Ejecutivo es de

carácter unipersonal, existe la separación y colaboración de funciones entre el ejecutivo y

legislativo. El Presidente es al mismo tiempo jefe de Estado y jefe de Gobierno, tiene

amplias atribuciones, entre otras; posee el poder reglamentario y es el jefe de la

Administración Federal. La organización de la autoridad Ejecutiva Suprema en los Estados

Unidos de América, consiste en el poder politico (de acuerdo con el Senado), en el

Consejo y en el poder Administrativo, además comprende dos facultades, primero es el

personal de la Administración; el Presidente puede nombrar, separar y mandar a todos los

subordinados, segundo tiene atribuciones materiales relativas a los mismos servicios; es

decir, tiene el derecho a realizar una serie de actos en las diferentes ramas de la

Neevia docConverter 5.1



69

administración nacional. El Congreso ha conferido al Presidente facultades administrativas

como consecuencia de su deber Constitucional de velar por el fiel cumplimiento de las

leyes. Lo principal de esas facultades es la potestad reglamentaria. en multitud de casos

ha delegado el Congreso al Presidente que debe ejercer sólo en virtud de tal delegación.

Las disposiciones mediante las cuales el Presidente realiza su tarea son de carácter

general o especial. Las de carácter general son reglamentos o instrucciones y se diftrencian entre

si. en los primeros obligan a la vez a los f uncionarios del Gobierno y a los ciudadanos. puesto que el

Presidente los dicta par delegación del Congreso. mientras las segundas no obligan más que a los

funcionarios. y las dicta el Presidente en virtud de sufa cultad de dirigir la Administración entera."

Algunos de los reglamentos generales, expedidos por el Presidente, son los consulares y

los del servicio civil. Pero los reglamentos administrativos más importantes no los expide el

Presidente, sino los jefes de los Departamentos. Las actos de aplicación. no generales. sino

especial, son órdenes o instrucciones dirigidas al jefe de un Departamento y decisiones en los pocos

casos que Se reconoce al Presidente la f acultad de decidir apelaciones contra los actos de sus

subordinados. El único caso en que cabe apelar al Presidente es cuando se trata de resolver sobre la

competencia del fun cionario contra cuya decisión se recurre. Aquí parece admitirse la apelación.82

En la Constitución de los Estados Unidos de América en su articulo primero sección quinta

reconoce el reglamento interior:

'Cada Cámara puede elaborar su reglamento Interior, castigar a
sus miembros cuando se conduzcan indebidamente y expulsarlos de
su seno con el asentimiento de las dos terceras partes.83

Las principales facultades del Presidente son establecidas por el articulo dos,

segunda sección:

1I Goodnow Francisco J. Derecho Administralivo Comparado, España. Biblioteca de Jurisprudencia, Filosofia e
Historia.P ed. 1922. p. 85.
" Ibidem. p. 86.
" www.•eorgetown.edu/pdbalspanish. Constitu ción de los Estados Unidos de América de 1787.
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'El Presidente será comandante en jefe del ejercito y la marina de
los Estados Unidos y de la milicia de los diversos Estados cuando se
la llame al seNicio activo de los Estados Unidos; podrá solicitar la
opinión por escrito del funcionario principal de cada uno de los
departamentos administrativos con relación a cualquier asunto que
se relacione con los deberes de sus respectivos empleos, y estará
facultado para suspender la ejecución de las sentencias y para
conceder indultos tratándose de delitos contra los Estados Unidos,
excepto en los casos de acusación por responsabilidades oficiales.
Tendrá facultad, con el consejo y consentimiento del Senado, para
celebrar tratados, con tal de que den su anuencia dos tercios de los
senadores presentes, y propondrá y, con el consejo y sentimiento del
Senado, nombrará a los embajadores, los demás ministros públicos
y los cónsules, los magistrados del Tribunal Supremo y a todos los
demás funcionarios de los Estados Unidos a cuya designación no
provea este documento en otra forma y que hayan sido establecidos
por ley. Pero el Congreso podrá atribuir el nombramiento de los
funcionarios inferiores que considere convenientes, por medio de
una ley, al Presidente solo, a los tribunalesjudiciales o a los jefes de
los departamentos.
El Presidenta tendrá el derecho de cubrir todas las vacantes que
ocurran durante el receso del Senado, extendiendo nombramientos
provisionales que terminarán al final del siguiente periodo de
sesiones.

Cuarta Sección
El Presidente, el Vicepresidente y todos los funcionarios civiles de
los Estados Unidos serán separados de sus puestos al ser acusados
y declarados culpables de traición, cohecho u otros delitos y faltas
graves.84

En el artículo cuarto, segunda sección, de la Constitución mencionada reconoce el

reglamento de leyes de una materia determinada, a continuación se transcribe:

'Las personas obligadas a servir o laborar en un Estado, con
arreglo a las leyes de éste, que escapen a otros, no quedarán
liberadas de dichos servicios o trabajo a consecuencia de
cualesquiera leyes o reglamentos del segundo, sino que serán
entregadas al reclamarlo la parte interesada a quien se deba tal
servicio o trabajo.r

.. www.georgetown.edulodbalspanish. Const itución de los Estados Unidos de América de 1787.
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Los recursos contra la acción del Presidente, puede decirse que apenas los hay. El

Presidente de los Estados Unidos no es responsable civil ni criminalmente ante los

Tribunales y estos no pueden revisar sus actos si, para hacerlo, tienen que ponerse en

conflicto directo con él. Sólo pueden intervenir cuando se acude a ellos para que impongan

la ejecución de un reglamento u orden del Presidente; entonces. si la disposición les

parece exceder de las facultades presidenciales, pueden negarse a hacerla cumplir y

declararla nula y sin valor. Pero aun en estos casos si la acción del Presidente se reputa

de carácter polltico, los Tribunales se negaran a intervenir. El procedimiento que existe

para exigir responsabilidad juridica es por traición. cohecho u otros delitos y faltas graves,

pero en Estados Unidos de América no existe la responsabilidad política. sino

responsabilidad jurídica cuyos supuestos son de carácter penal y administrativo y se puede

requerir mediante el procedimiento del Impeachment. mediante dos etapas, la primera ante

la Cámara de Representantes y la segunda ante el Senado. La Cámara de Representantes

es la única facultada para declarar que ha lugar a proceder en los casos de

responsabilidades oficiales y sostener dicha acusación ante el Senado.

II.-FRANCIA

EL PODER Y LA AUTORIDAD EJECUTIVA EN FRANCIA ejercen el cargo el Presidente de

la República de Francia. es elegido por las Cámaras constituidas en Asamblea Nacional. Su

posición, desde el punto de vista administrativo, es semejante a la del Presidente de los Estados

Unidos de América, pero algo no más irfl uyente, por las muchas Iradiciones monárquicas que en

Francia existe y por haber desde hace tiempo una administraci án jerárquicamente organizada, de la
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cual se reconoce como jef e al Presidenle.85 El presidente tiene atribuciones de Gobierno y

preside el consejo de Ministros, lo cual constituye una clara influencia en las decisiones de

Gobierno. Las Facultades Administrativas concedidas por la Constitución Francesa a la

Autoridad Ejecutiva son:

a) La facultad de nombramiento provee sin ningún género de limitaciones la

mayoría de los puestos importantes de la Administración. El Presidente

posee la facultad de nombrar, no sólo los funcionarios de la Administración

central, sino también a los Consejeros de Estado, el Gran Canciller de la

Legión de Honor, los embajadores y enviados extraordinarios, los

consejeros del Tribunal de Cuentas, los prefectos, los representantes del

Gobierno en los Territorios de ultramar, los oficiales generales, los rectores

de distritos académicos y los directores de las administraciones centrales

serán nombrados en Consejo de Ministros.

b) Facultades de separación y dirección; tratándose de funcionaríos :

puramente administrativos, el Presidente tiene atribuciones ilimitadas para

separarlos, puede separar no sólo a los funcionarios que nombra el mismo

sino a los Alcaldes de los Municipios y puede disolver los cuerpos

deliberantes y legislativos locales, como el Consejo General del

departamento y los Consejos Municipales. La facultad directiva del

Presidente es tan grande como la de nombrar y separar.

e) La potestad reglamentaria, es un principio reconocido en el Derecho

Francés; que el Presidente tiene para desarrollar las leyes por medio de

reglamentos, aunque el poder Legislativo no haya delegado en él

" Ibidem. p.99.
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expresamente tal facultad. El derecho de expedir estos reglamentos

complementarios deriva del precepto constitucional que impone al

Presidente el deber de velar por el cumplimiento de las leyes y asegurar su

ejecución.

Por otra parte, muchas leyes han delegado expresamente al poder Ejecutivo la

facultad de regular a detalle los puntos que el Poder Legislativo no ha creido conveniente

regular por si. Algunos reglamentos se llaman de Administración Pública, estos los expide

el Presidente en virtud de la potestad reglamentaria delegada del poder Legislativo. En

general el Presidente tiene facultades más amplias para expedir estos reglamentos de

Administración Pública, que para dictar los restantes. En el articulo 61 se manifiesta que:

Articulo 61.- Las leyes orgánicas, antes de su promulgación, y los
reglamentos de las asambleas parlamentarias, antes de su
aplicación, deberán ser sometidos al Consejo Constitucional, el cual
se pronunciará sobre su conformidad con la Constitución.

Los reglamentos y disposiciones generales, el Presidente puede expedir a menudo

decretos que afecten sólo a casos particulares, articulo 13 de la Constitución francesa,

(Modificado 28/0312003) El Presidente de la República firmará las ordenanzas y los

decretos discutidos en Consejo de Ministros. Así: por medio de un decreto abre créditos

suplementarios; por medio un decreto declara la utilidad de ciertas obras públicas, lo cual significa

que cabe ejercer el derecho de dominio eminente y por decreto especial ej erce la intervención

administrativa que se atribuye al Gobierno central en los actos de ciertas corporaciones locales.86

16 lbidem. p. 101.
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Los recursos contra 1" acción del Presidente de la República Francesa que se

ofrecen al gobemado son;

Articulo 62.- No podrá ser promulgada ni entrar en vigor una
disposición declarada inconstitucional.

Las decisiones del Consejo Constitucional no son susceptibles de
recurso. Se imponen a los poderes públicos y a todas las
autoridades administrativasy jurisdiccionales.

Articulo 63.- Una ley orgánica determinará las normas de
organización y funcionamiento del Consejo Constitucional, el
procedimiento que se seguirá ante él y, en particular, los plazos para
someterte impugnaciones.

En fin, cualquiera que se estime agraviado por un acto del Presidente puede pedir

reparación al Poder Legislativo.

Articulo 68.- El Presidente de la República no será responsable de
los actos realizados en el ejercicio de sus funciones sino en caso de
alta traición. Sólo podrá ser acusado por las dos asambleas
mediante un voto idéntico en votación pública y por mayorfa absoluta
de sus miembros. Será juzgado por el Alto Tribunal de Justicia.

La competencia de la ley y del reglamento es una de las innovaciones jurfdicas

fundamentales de la Constitución Francesa de 1958. El articulo 37 de la Constitución

Francesa estipula las materias que no corresponden a la competencia de la ley, sino tienen

un carácter reglamentario.

Articulo 37.- Tendrán carácter reglamentario todas las materias
distintas de las pertenecientes al ámbito de la ley.
Los textos con forma de ley referentes a dichas materias podrán ser
modificados por decreto acordado previo dictamen del Consejo de
Estado. Los textos de este carácter que se aprobaren después de la
entrada en vigor de la presente Constitución sólo podrán ser
modificados por decreto si el Consejo Constitucional hubiera
declarado que tienen carácter reglamentario en virtud del apartado
anterior.
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Articulo 37-1 (Añadido 28/03/2003) La ley y el reglamento pueden
determinar, para un objeto y una duración determinados,
disposiciones de carácter experimental.87

El articulo 41 otorga al Gobierno los medios para prevenir las posibles intervenciones

del legislador en el marco reglamentario: si en el transcurso del procedimiento legislativo

se dan proposiciones o enmiendas que no son de la competencia de la ley o son contrarias

a una delegación en virtud del articulo 38.

Articulo 38.- El Gobierno podrá, para la ejecución de su programa,
solicilar autorización del Parlamento con objeto de aprobar, por
ordenanza, duranle un plazo limitado, medidas normalmente
pertenecienles al émbno de la ley.
Las ordenanzas se aprobarán en Consejo de Ministros previo
dictamen del Consejo de Estado. Entrarán en vigor en el momento
de su publicación, pero caducarán si el proyecto de ley de
ratificación no se presenta ante el Parlamento antes de la fecha
fijada por la ley de habilítación.
Al expirar el plazo a que se refiere el primer apartado del presente
articulo, las ordenanzas ya no podrán ser modificadas sino por ley
en materias pertenecientes al tlmbito de la ley.

Articulo 41.- Si en el transcurso del procedimiento legislativo se
advierte que una proposición o una enmienda no pertenecen al
tlmbito de la ley o es contraria a una delegación concedida en virtud
del articulo 38, el Gobiernopodrtl oponerse a su admisión.
En caso de desacuerdo entre el Gobierno y el Presidente de la
asamblea interesada, el Consejo Constitucional, a petición de una u
otra parte, se pronunciará en el plazo de ocho días.

Ya con la IV República, una Ley del 17 de agosto de 1948, intentó definir los limites

de una competencia del reglamento. Se trata entonces favorecer la intervención del

Ejecutivo. La Constitución de 1958 recuperó la idea de la distinción practicada diez años

antes, teniendo como titular del poder reglamentario al legislador. Además del

11 W WYO' constitucion.es. Constitución de Francia de 1958.
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fortalecimiento del poder Ejecutivo, la distinción entre la materia legislativa y materia

reglamentaria , tenia para el constituyente otra finalidad; racionalizar la elaboración de las

normas generales . La Constitución de la República de Francia prevé un procedimiento

destinado a garantizar la integridad de la competencia respectiva de la ley y del

reglamento . Todo acto reglamentario contrario a las normas establecidas por el articulo 34

puede ser recurrido ante el juez administrativo para su anulación mediante el recurso por

abuso de poder. El plazo de dos meses abierto para entablar tal procedimiento no ofrece

sino una garantia limitada a 105 administrados. pero la inconstitucionalidad de un

reglamento se puede invocar en cualquier momento, por via de excepción ante 105

tribunales administrativos y judiciales .

TITULO V De las relaciones entre el Parlamento y el Gobierno

Articulo 34 (Modificado 28/0312003) Las leyes serán votadas por el
Parlamento. La ley fijará las nonnas sobre:
Derechos civiles y garantlas fundamentales concedidas a los
ciudadanos para el ejercicio de las libertades públicas, prestaciones
impuestas por la defensa nacional a los ciudadanos en cuanto a sus
personas y sus bienes; - nacionalidad, estado y capacidad de las
personas, reglmenes matrimoniales, sucesiones y donaciones;
tipificación de los delitos, asl como penas aplicables, procedimiento
penal, amnistla, creación de nuevas clases de jurisdicción y estatuto
de los magistrados y fiscales; base, tipo y modalidades de
recaudación de los impuestos de toda clase y régimen de emisión de
moneda.

La ley fijará asimismo las normas referentes:
- al régimen electoral de las asambleas parlamentarias y las
asambleas locales;
- a la creación de categorlas de entes públicos;
- a las garantlas fundamentales para los funcionarios civiles y
militares del Estado;
A las nacionalizaciones de empresas y transferencias de la
propiedad de empresas del sector público al sector privado.

La ley determinará los principios fundamentales:
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- de la organización general de la Defensa nacional - de la libre
administración de las entidades locales, de sus competencias y de
sus ingresos; - de la enseflanza;
- del régimen de la propiedad, de los derechos reales y de las
obligaciones civiles y comerciales;
Del derecho laboral, del derecho sindical y de la seguridad social.

Las leyes de Presupuestos establecer/m los ingresos y los gastos
del Estado en las condiciones y con las reservas establecidas por
una ley orgánica.
Las leyes de financiación de la seguridad social determinarán las
condiciones generales de su equilibrio financiero y, teniendo en
cuenta sus previsiones de ingresos, fijarán sus objetivos de gastos
del modo y con los limites previstos en una ley orgánica.
Mediante leyes de bases se determinarán los objetivos de la acción
económica y social del Estado.
Lo dispuesto en el presente ettlculo podrá ser concretado y
completado por una {ey orgánica.~

Finalmente el Gobierno dispone a modificar, por decreto, cualquier texto de forma

legislativa que regule materia reglamentaria después de que el Consejo constitucional haya

reconocido, previamente su carácter reglamentario al texto en cuestión. El poder

reglamentario consiste en la utilidad del reglamento autónomo, se presentaba como la

fuente de derecho común en 1958, todo lo que pertenecia a la ley (articulo 34) le

pertenecía al reglamento (articulo 37 párrafo primero). Este funcionaria así, en las materias

de su competencia del mísmo modo que la ley; el reglamento seria un acto inicial e

incondicionado al margen de la Constitución. Uegando asi a identificar según se tratara la

ley y reglamento autónomo, de forma tal que la jerarquia normativa variaría según se

tratase de materias legislativas o reglamentarias. El Consejo de Estado, pondrá de

manifiesto los reglamentos autónomos se hallaban sujetos a los principios generales del

derecho. Se deducía que tenian cada uno su ámbito y su rango y los reglamentos

autónomos tendrlan el mismo valor jurídico que el resto de reglamentos, no un valor igual

.. www.constitucion.es.ConstitucióndeFranciade 1958.
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al de la ley, que la sujeción de aquellos a esta última se debia a que la ley no existe en las

materias de competencia reglamentaria . Los reglamentos autónomos, se derivan del

articulo 37 párrafo I y los tradicionales reglamentos de ejecución o aplicación de las leyes,

que encontrarlan su fundamento constitucional en el artículo 21.

Articulo 21.- El Primer Ministro dirigirá la acción del Gobierno. Será
responsable de la defensa nacional. Garantizará la ejecución de las
leyes. Sin perjuicio de lo dispuesto en el artlculo 13, ejercerá la
potestad reglamentaria y nombrará los cargos civiles y militares.
Podrá delegar algunos de sus poderes en los ministros.
Suplirá, en caso necesario, al Presidente de la República en la
presidencia de los consejos y de los comités a que se refiere el
artlculo 15.
Podrá, a titulo excepcional, suplir al Presidente de la República en la
presidencia de un Consejo de Ministros en virtud de una delegación
expresa y con un orden del dla determinado.89

La jurisprudencia del Consejo Constitucional no ha cesado de extender las fuentes,

por lo tanto el campo de competencia legislativa, lo que implica lógicamente una correlativa

disminución del ámbito del reglamento autónomo.

1I1.-INGLATERRA

En Inglaterra tiene un régimen parlamentario como forma de gobierno, la doctrina se

refiere a la Constitución Inglesa como "consuetudinaria" y "flexible", en este régimen

parlamentario existe el jefe de Estado que esta representado por el monarca y el jefe de

Gobierno por el Primer Ministro, entonces se trata de un régimen parlamentario

monárquico.

19 www.constitucion.es. Constitución de Francia de 1958.
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LA CORONA representa tanto al Soberano (la persona a quien se le confiere

constitucionalmente la Corona) como al Gobierno, es el slmbolo del Poder Ejecutivo

Supremo. La Corona es entregada a la Reina, pero en general sus funciones son ejercidas

por los ministros que responden ante el Parlamento. El Reino Unido está regido por el

Gobierno de Su Majestad representado por la Reina. No obstante, se requiere la

participación de la Reina en muchos actos importantes del gobierno. La Corona como

forma de unidad jurídico-política es un centro de imputación de actos; la homologia con la

idea continental del Estado se manifiesta también en que, todavía, hay algunos de los

delitos de traición. En Inglaterra el Estado no es una corporación, sino una asociación

pasiva cuya personalidad jurldica está encamada por la Corona. La irresponsabilidad de la

Corona deriva en que muchos de los actos gubernamentales y administrativos son actos de

la Corona, realizados en nombre de la reina y adscritos a ella en virtud de que es la titular

originaria. Pero es un principio de Common law que el rey no puede hacer el mal. No hay

acción contra el rey, sino sólo un recurso de súplica, derivando sus poderes de la autoridad

del rey. Otra razón de irresponsabilidad consiste en que el rey o reina, al estar por arriba

del pueblo mediante un poder derivado de la gracia de Dios, es politicamente irresponsable

y, por ende, no enjuiciable por el propio pueblo, en virtud del principio de que la reina

jamás se equivoca. Las poderes de la Corona en el orden legislativo son:90 reunir el

Parlamento, los acuerdos de las Cámaras precisan de la sanción real para convertirse en

leyes y Legisla para ciertas colonias por Cartas Patentes y Órdenes en Consejo. Los

poderes de la Corona en el orden ejecutivo son: ser comandante de las fuerzas armadas, es

fuente de honor y merced, confiriendo titulas y tiene a su cargo los llamados

... Garera Pelayo Manuel. DereclJo Const itucional Comparado. Madrid-,Revista de Occidente. l' <d. 1950.
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genéricamente "actos de Estado", es decir, aquellos que se refieren a las relaciones

exteriores, como las relaciones diplomáticas.

EL GOBIERNO está representado por el Gabinete, se integra principalmente por el

Primer Ministro, el Lord Canciller, el Canciller de "Exchequer", el Presidente del Board of

Frade, el secretario de Estado del "Foreign Office", el primer Lord de Almirantazgo, los

Ministros encargados de la defensa, educación, asuntos sociales, agricultura, asuntos

extranjeros, relaciones con la Common wealth e Interior.

EL GABINETE.- La clave de la Constitución británica y la genuina aportación de ésta

al derecho constitucional de otros paises está formada por el gobierno del Gabinete. El

Gabinete es el órgano de decisión del Gobierno y está presidido por el Primer Ministro.

Dicho órgano tiene, entre otras, las siguientes atribuciones; dirige la polilica y la

administración del pais, refrenda los actos del jefe de Estado, elabora el presupuesto, tiene

iniciativa legislativa y ejerce facultades reglamentarias. Es responsable el Gabinete ante

la Cámara de los Comunes pero la exigencia de la misma se hace a través del Primer

Ministro. El miembro más importante del Gabinete es el Primer Ministro, por lo tango se

constituye como jefe de Gobierno. En el se depositan la mayoria de las facultades

pertenecientes al monarca inglés, constituyendo al Primer Ministro como un verdadero jefe

de Gobierno.

EL CONSEJO REAL (Privy Council). La Reina preside las reuniones del Consejo

Real. En estas reuniones, entre otras cosas, se aprueban las Ordenes del Consejo que se

elaboran bajo la Prerrogativa Real o bajo estatutos. La Prerrogativa Real comprende

principalmente el Poder Ejecutivo: los poderes controlados por las convenciones

constitucionales (reglas que no son parte de la ley, pero se consideran indispensables para

la maquinaria del gobierno). En casi todos los casos, los actos que involucran la
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Prerrogativa Real son realizados por los Ministros, quienes son responsables ante el

Parlamento y pueden ser cuestionados sobre sus politicas. El Parlamento tiene el poder

de abolir o restringir un derecho prerrogativo. Además de estar informada y ser consultada

sobre todos los aspectos de la vida nacional, la Reina puede libremente manifestar sus

propias opiniones en privado para que sean consideradas por los Ministros.

EL PARLAMENTO.- Es la institución legislativa del pueblo británico, consta de tres

estamentos: la Monarqula, la Cámara de los Comunes y la Cámara de los Lores. Estos se

reúnen sólo en ceremonias especiales, como en la apertura del Parlamento, aunque se

requiere del acuerdo de estos tres estamentos para aprobar una legislación. La Cámara de

los Comunes está formada por 659 miembros elegidos a quienes se llama Miembros del

Parlamento. Su propósito principal es elaborar las leyes mediante la aprobación de las

Actas del Parlamento, además de discutir temas de actualidad politica. Además tiene

monopolio sobre toda legislación de carácter financiero, incluido el presupuesto. Sus

proyectos legislativos de alcance general están sujetos a un veto de dos años por la

Cámara de los Lores, sus proyectos no se convierten en leyes sin la aprobación de éstos,

del mismo modo que los proyectos aprobados por los Lores no son leyes sin la aprobación

de los Comunes. Somete a responsabilidad al Gobierno en los diversos aspectos de su

actividad, de modo que la negativa de su confianza obliga al gobierno a disolver el

Parlamento. En la actualidad, la Cámara de los Lares consta de 669 miembros no elegidos

(pares y paresas hereditarios, pares y paresas vitalicios, dos arzobispos y 24 obispos

superiores de la Iglesia de Inglaterra). Su función legislativa más importante es analizar y

revisar los proyectos de ley de los Comunes. Todo proyecto de ley de carácter financiero

aprobado por los Comunes se convierte en ley. También actúan como Tribunal de

Apelaciones de última instancia. La desviación de poderes hacia el Gabinete; es decir, el
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reglamento y la práctica parlamentaria hacen muy difícil el ejercicio de la iniciativa

legislativa por parte de los miembros individuales. Actualmente el Gabinete legisla con el

consejo y consentimiento del Parlamento.

LA LEGISLACIÓN DELEGADA.- Consiste en la sustitucián del Parlamento por el

Gobierno en amplias esferas de la fu nción legislativa como la fr ecuencia en un Estado moderno de

una legislación de necesidad y de urgencia.91Aunque no es el Gobierno la única entidad que ejerce

poderes de legislación delegada. si es el principal titular de ella. y esta delegación puede tomar una

amplitud tan considerable que se llegue en verdad a una sustitución de la genuina función del

Parlamento.91

IV.-ESPAÑA

La potestad reglamentaria del Gobierno Espalio l esta consagrada en su

Constitución en el articulo 97. El mismo Tribunal Supremo, reconoce que el tema de la

potestad reglamentaria ha sido y es uno de los más complicados del Derecho

Administrativo en general y del español en particular, antes y después de la Constitución

de 1978. Lo que no es posible es estudiar la potestad reglamentaria sobre la exclusiva

base de los preceptos constitucionales. No se puede prescindir de esa realidad jurldica de

ese Derecho realmente aplicado, de la jurisprudencia, de las manifestac iones del ejercicio

cotidiano de la potestad reglamentaria y de la explicación que a todo ello pretende dar la

doctrina. El articulo 97 de la Constitución Espa ñola se ocupa de la potestad

reglamentaria limitándose a señalar que la ejerce el Gobierno. Señalando que es

necesaria siempre una habilitación legal que permita a la Administración dictar

., Ibidem. p. 226.
•a Ibidem. p. 227.
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reglamentos. En principio, no es necesaria la habilitación legal porque el articulo 97 de la

Constitución Española es suficiente. No hay más limites a la potestad reconocida en ese

articulo que aquellos que se derivan de la Constitución, cuando reserva determinadas

regulaciones a la Ley y a los que se funden en el principio de jerarquia. Además de los

límites reconocidos es necesaria la regulación legal al reglamento para cualquier materia

distinta de la organización administrativa, pues sólo ésta permite regular, sin ninguna otra

legalización complementaria.

Del GobIerno y de la Administración. Articulo 97.- El Gobierno
dirige la polltica interior y exterior, la Administración civil y militar y la
defensa del Estado. Ejerce la función ejecutiva y la potestad
reglamentaria de acuerdo con la Constitución y las leyes.93

El artículo 97 de la Constitución Española permite exclusivamente la aprobación por el

Gobierno de Reglamentos para la ejecución de las Leyes; cualquier otra regulación reglamentaria

exigiría regulación legal.94 La definición de la potestad reglamentaria considerando en que

su atribución a muy distintas Administraciones Públicas, es de carácter de reproducir

normas, preceptos que se incorporan al ordenamiento jurldico y su diferencia, de esta

forma, con la actuación administrativa singular. Su ejercicio mediante un procedimiento

especifico lo que permite diferenciar la potestad reglamentaria de otras potestades

(estatutaria, presupuestaria, de planeamiento) con las que tiene puntos inequivocos de

contacto. La potestad de la Administración Pública existe siempre en la forma y medida en

que una norma hábil las ha configurado y la potestad reglamentaria no es en ello una

excepción. La potestad reglamentaria. como el pader típico de las administraciones públicas es

conferido por la Constitución. Estatutos de Autonomía o Ley. dirigido específicamente a la creación

de Derecho en el ámbito determinado por el ordenamiento j urídico y mediante un procedimiento

.. www.congreso.esCongreso de los Diputados del 2002.

.. REVISTA DE ADMINISTRACIÓN PÚBLICA. Rebollo Puig Manuel. España. No 125. Mayo-AgoslO 1991 p. 12.
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especial tambi én previsto en el ordenamiemo" La potestad reglamentaria se define por la

creación de normas, pero no siempre el producto de la potestad reglamentaria recibe el

nombre de "reglamento". A veces se habla de "disposiciones", otras de disposiciones

normativas sin fuerza de ley, otras de disposiciones de carácter general y de ordenanzas.

La revalorización e importancia actual de la potestad reglamentaria es:9Ó

1. La fundamentación constitucional de la Administración del Estado y la

justificación también constitucional, pero implícita la potestad

reglamentaria de otras Administraciones Públicas del trabajo.

2. En algunos casos, la potestad reglamentaria se atribuye a unas

administraciones protegidas por la cláusula constitucional de la autonomia

que lleva en sí implicita Iambién la atribución de potestad reglamentaria.

De donde la potestad reglamentaria resulta ser un elemento

imprescindible, por mandamiento constitucional, para la regulación y

ejercicio de la competencia de las Administraciones locales.

3. La existencia del reglamento autónomo propiamente son aquellos que

gozan de un ámbito propio reservado en donde la Ley no puede entrar. Tal

situación se da en el ordenamiento juridico de la Comunidad Autónoma del

Pals Vasco.

4. En la jurisprudencia constitucional españota se afirma la legitimidad del

reglamento para concretar lo que atienda como "básico" en el esquema de

distribución de competencias entre Estado y Comunidades Autónomas lo

que realza niveles de Reglamento de la Administración Estatal.

osREVISTA VASCA DE ADMINISTRACIÓ PUBLICA Embid lrujo Anton io. España. No 29. Enero- Abril, 1991 . p.
83.
.. Ibidem . p. 84.

Neevia docConverter 5.1



85

5. La crisis del parlamentarismo y la ley; el papel a cumplir por el reglamento

para rellenar las insuficiencias y lagunas del Legislativo. Muchas leyes son

inaplicables en tanto en cuanto no se dicta su correspondiente reglamento.

lo que induce en puros términos lógicos a concluir en la revalorización del

papel del reglamento como elemento imprescindible para el cumplimiento

de la voluntad del Legislativo.

6. Y la admisión del reglamento como norma hábil a los efectos de la

delimitación de los tipos penales aun discutida doctrinalmente.

Es evidente que órganos constitucionales o estatutarios elaboran y aprueban normas

a las que el ordenamiento denomina "reglamentos". La potestad reglamentaria tal y como

la he definido es atribución exclusiva de la Administración Pública. Dicha disposición por su

mera existencia no lesiona ningún principio constitucional y que esta lesión podrla

producirse como consecuencia del ejercicio concreto de la potestad reglamentaria del

Gobierno.

Articulo 106
1. Los Tribunales controlan la potestad reglamentaria y la legalidad
de la actuación administrativa, asf como el sometimiento de ésta a
los fines que la justifican.
2. Los particulares, en los términos establecidos por la ley, tendrán
derecho a ser indemnizados por toda lesión que sufran en cualquiera
de sus bienes y derechos, salvo en los casos de fuerza mayor,
siempre que la lesión sea consecuencia del funcionamiento de los
servicios públicos.

Artfculo 153
El control de la actividad de los órganos de las Comunidades
Autónomas se ejercerá:
a) Por el Tribunal Constitucional, el relativo a la constitucionalidad de
sus disposiciones normativas con fuerza de ley.
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b) Por el Gobierno, previo dictamen del Consejo de Estado, el del
ejercicio de funciones delegadas a que se refiere el apartado 2 del
artIculo 150.
c) Por la j urisdicción contencioso-administrativa, el de la
administración autónoma y sus nonnas reglamentarias.
d) Por el Tribunal de Cuentas, el económico y presupuestario.

Las potestades reglamentarias de otras Administraciones territoriales, aun implícitas

en la Constitución tienen un reconocimiento más concreto en el ámbito de Estatuto de

Autonomfa para la potestad reglamentaria de los gobiemos de las Comunidades

Autónomas desarrollando sus Leyes de Gobierno y Administración. En la Administración

independiente es también una creación legislativa siendo entonces la Ley en el caso del

Banco de Espaf\a o de la Comisión Nacional del Mercado de Valores se responsabiliza de

la previsión de la extensión del contenido y régimen en general.

LA POTESTAD REGLAMENTARIA COMO ATRIBUCiÓN ESPECIFICA DEL

GOBIERNO.- Hablar del Gobierno equivale a referirse a un órgano constitucional que goza de

propia legitimación democrática y que, por lo tanto, puede revestir a su actuación también de su

propia legitimación democrática y a su vez la distinción con la Administración en segundo termino,

llevado a cabo actuaciones administrativas, por lo tanto, se puede hablar de la potestad

reglamentaria del Gobierno y de la Administración teniendo en cuenta la potestad y lafu nción como

ejecutor de voluntades ajenas, servidor insensible de la Ley, no poseedor de fi nes propios. 97 (sic)

La atribución al Gobierno de un poder de normas no proviene de la voluntad

legislativa: emana directa y expresamente del tenor constitucional. la posición claramente

subordinada que el Reglamento ocupa en el ordenamiento jur ldico con respecto a la ley.

Es la Constitución la que reconoce al Gobierno un poder normativo y el alcance de la

potestad reglamentaria como ejercicio de una ley que se reserva una materia con

., REVISTA ESPAÑOLA DE DERCHO CONSTlruCIQNAL. Femand o Valdes Dal-Re. España. Año 9. No. 26. Mayo­
Agosto. 1989. p. 45.
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carácter previo. Considerando la potestad reglamentaria diferente a la función ejecutiva

que también corresponde al Gobierno. El artículo 97 Constitución Española instituye a

favor del Gobierno un poder de normas que no se empeña a la regulación de una materia o

un grupo de materias concretas. Como ocurre con la potestad legislativa atribuida a las

Cortes Generales, también la potestad reglamentaria del Ejecutivo se reconoce ' sin más,

sín distinción alguna de asuntos:

V.- ARGENTINA

La reforma de la carta magna de Argentina de 1994 reguló en el ámbito constitucional

el controvertido instituto de los decretos de necesidad y urgencia (articulo 99, No. 1 y 2 de

la Constitución de la Nación de Argentina); plasmando en el texto de la misma una realidad

jurldíca reconocida por la doctrina nacional y por la jurisprudencia de la Corte Suprema de

Justicia. Si bien la Constitución contiene esta excepción al Poder Ejecutivo, estableciendo

limites materiales y un procedimiento posterior a su dictado, no reguló en forma clara cual

es el efecto del silencio del Congreso posterior a su dictado. También en el artículo 100

inciso 2 se reconocen esta facultad reglamentaria en el ámbito de la Administración

Pública:

ArtIculo 99. - El presidente de la Nación tiene las siguientes
atribuciones:
1.- Es el jefe supremo de la Nación, jefe del gobierno y responsable
polltico de la administracióngeneral del pa/s.
2.- Expide las instrucciones y reglamentos que sean necesarios
para la ejecucIón de las leyes de la NacIón, cuIdando de no
alterar su esplritu con excepciones reglamentarias.
3.-Participa de la formación de las leyes con arreglo a la
Constitución, las promulga y hace publicar.
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Artfculo 100.- El jefe de gabinete de ministros y los demás minislros
secrelarios cuyo número y competencia será establecida por una fey
especial, tendrán a su cargo el despacho de fas negocios de la
Nación, y refrendarán y legalizarán los aclos del presidente por
medio de su firma, sin cuyo requisito carecen de eficacia.

Al jefe de gabinete de ministros, con responsabilidad pofftica ante el
Congreso de la Nación, le corresponde:

1. Ejercer la adminislración general del pets.

2. Expedir los actos y reglamentos que sean necesarios para ejercer
las facultades que le atribuye este erucato y aquellas que fe delegue
el presidente de fa Nación, con el refrendo del ministro secretario del
ramo a/ cual el acto o reglamento se refiera.

Los Reglamentos del Poder Ejecutivo, existen básicamente cuatro formas de

manifestar las actividades reglamentarias del poder ejecutivo, reconocidas por su doctrina:

a) Los reglamentos ejecutivos; contiene la administración, en ejercicio de

facultades normativas propias. para asegurar o facilitar la aplicación o

ejecución de las leyes, llevando o regulando detalles necesarios para un

mejor cumplimiento de las leyes y de las finalidades que se propuso el

legislador.

b) Los reglamentos delegados; se trata de normas generales emanados de la

administración sobre la base de una autorización o habilitación del poder

legislativo, regulando materias de competencia del legislador. (articulo 75,

no. 32).

e) Los autónomos o independientes; son los ordenados por el poder ejecutivo en

ejercicio de potestades propias de carácter administrativo sin dependencia

ni determinación de ningún tipo con una ley.
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d) Reglamentos de Necesidad y Urgencia; son los que dicta el Poder Ejecutivo sin

que medie autorización o habilitación legislativa, para regular materias que

deben serlo por ley en sentido formal pero dado el estado de necesidad y la

premura existente, los dicta el poder administrador teniendo el

procedimiento ordinario con el objeto de superar la crisis. Sigue siendo un

reglamento pero dada la materia regulada y las circunstancias dadas,

adquiere el rango y fuerza de ley.

Los decretos de necesidad y urgencia existian en la doctrina y jurisprudencia de

Argentina antes de la reforma de su Constitución. La doctrina nacional estaba claramente

dividida con relación a la validez de estos decretos dictados por el Poder Ejecutivo en

ejercicio de sus facultades legislativas. Esa controversia se debía precisamente a la

ausencia de texto expreso en la Constitución de Argentina que lo contemplara. La facultad

del Poder Ejecutivo al dictado de estos decretos se fundaba en el derecho a la auto­

preservación del Estado como órgano político de la sociedad pero sujeta a ciertos

requisitos:

~ No es una potestad absoluta.

~ Su medida debe estar dada por la magnitud del peligro.

~ No son poderes que puedan ser ejercidos en forma arbitraria.

~ Cuando cesan las causas cesan los efectos.

~ Los poderes de emergencia no están fuera del derecho ni contra el derecho

sino que también pertenecen al derecho.

~ Se debe dar comunicación al Congreso.
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Se manifiesta que la necesidad y urgencia constituye un concepto juridico

indeterminado que debe ser precisado con motivo de presentarse la circunstancia de hecho,

destacando que ello no equivale a discrecionalidad debiendo en consecuencia adoptarse la

única alternativa posible prevista en el ordenamiento juridico. En lo que respecta a la

existencia de una necesidad generada por una grave crisis que afecte la subsistencia o

continuidad del Estado. En un estudio publicado en la revista "El Decreto" del 17 de junio de

1994 se contabilizaron 308 decretos de necesidad durante el periodo julio de 1989 a diciembre de

1993. Mientras que desde 1853 a julio de 1989 solo se hablan dictado aproximadamente 25:8

Utilizado para regular en forma ordinaria variados temas; creó impuestos, derogó leyes o

modificó relaciones contractuales privadas. Es por ello que aparece la reforma

constitucional de 1994 la regulación para restringir el uso del mismo con relación al

presidencialismo y fortalecimiento del poder legislativo. En el texto Constitucional de

Argentina, en su artículo 99; segundo, tercero y cuarto párrafo. manifiesta que:99

Articulo 99.- (. . .)

'El Poder Ejecutivo no podrá en ningún caso, bajo pena de nulidad
absoluta e insanable, emitir disposiciones de carácter legislativo.

Solamente cuando circunstancias excepcionales hicieran
imposible seguir los trámites ordinarios previstos en esta
Constitución para la sanción de las leyes y no se trate de normas
que regulen la materia penal, tributaria y electoral o de Régimen de
los partidos polfticos, podrá dictar decretos de necesidad y urgencia,
los que serán decididos en acuerdo general de ministros que
deberán refrendarlos, conjuntamente con el jefe de gabinete.

El j efe de gabinete de ministros personalmente y dentro de los
diez dfas someterá fa medida a consideración de fa comisión
bicameraf permanente, cuya composición deberá respetar
proporción de fa representación polftica de cada Cámara. Esta
comisión elevará su despacho en un pfazo de diez dfas af plenario
de cada cámara para su expreso tratamiento, el que de inmediato

'"cfr. REVISTA DEL COLEGIO DE ABOGADOS PE BUENOS AIRES. Claudia Cohcn Salama. Argentina . Vol. 55.
No. 2. Noviembre 1995.p. 95.

.. REVISTA DEL COLEGIO DE ABOGADOS DE BUENOS AIRES. Claudia Cohen Salama. Argentina. Vol. 55. No.
2. Noviembre 1995. p. 96.
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considerarían las cámaras. Una ley especial sancionada con
mayorla absoluta de la totalidad de los miembros de cada Cámara
regulará el trámite y los alcances de la intervención del Congreso.n

A su vez resulta clara la limitación material con relación a la prohibición de dictar

decretos de necesidad en materia penal, tributaria, electoral o régimen de partidos

pollticos. Se establece una verdadera zona de reserva legal impugnable por el poder

Ejecutivo ni siquiera en situaciones de emergencia, necesidad y urgencia. En cuanto al

procedimiento posterior a su dictado se ordena al jefe de gabinete, dentro de los 10 dias,

someta la medida a consideración de una comisión bicameral, para expreso tratamiento el

que de inmediato considerarán ambas Cámaras. Pero no se instaura un plazo para que el

pronunciamiento de las cámaras se produzca.

la reforma constitucional de 1994 reconoce expresamente la facultad del Poder

Ejecutivo de dictar reglamentos de necesidad y urgencia, práctica realizada por el mismo

desde fines del siglo pasado y reconocida por la doctrina y jurisprudencia del Alto Tribunal

de Argentina. Ni estos periodos gubernamentales se producen un fenómeno de

proliferación de decretos de necesidad y urgencia en varias materias. En la reforma

aparece limitado esta facultad excepcional del Presidente y a favor del control legislativo.

El texto constitucional de Argentina no es preciso con relación al efecto del silencio

legislativo, posterior al dictado del decreto hasta que no se dicte la ley especifica o el

desarrollo debe mantenerse al criterio del silencio del Congreso que no deroga el decreto

de necesidad. Ello en salvaguardar de los derechos adquiridos al amparo del mismo. Sin

embargo, la ley de desarrollo a dictarse deberá abordar el silencio legislativo. De lo contrario

salvo en el caso de las materias reservadas al legislativo y del procedimiento posterior de

comunicación a su dictado, poco se habrá avanzado en la materia y el efecto limitativo del

presidencialismo buscado, solo se habrla conseguido solo en forma parcial e inadecuada.
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VI.- CHILE

En la Constitución Polltica de la República de Chile distingue la ley y el reglamento

partiendo fundamentalmente de un supuesto, el poder de donde emanan uno y otro acto.

Así tenemos que son leyes tanto las de general aplicación como aquellas que regulan un

caso particular. Una y otra están sometidas a los mismos trámites constitucionales y

ambos son exclusivamente materia de ley de acuerdo con los términos del articulo 44 de la

Constitución Chilena. Esto prueba desde luego que ella no se atiene a la generalidad de su

aplicación para determinar qué materias son propias de una ley. El fundamento positivo de

la potestad reglamentaria en Chile es esencialmente el articulo 72 No. 2, de su

Constitución Polit ica, "dictar los reglamentos, decretos e instrucciones que crea convenientes para

la ejecució n de las leyes ", también de lo previsto en el articulo 50, "un ciudadano con el titulo

de Presidente de la República administra el Estado y es el Jefe Supremo de la Nación" y el articulo

71 agrega que "al Presidente de la República está confiada la administración y gobierno del

Estado y su autoridad se extiende a todo cuanto tiene por objeto la conservación del orden público

en el interiory la seguridad exterior de la República, de acuerdo con la Constitución y las leyes. "lOO

Se comprende que la potestad reglamentaría con los preceptos mencionados es

mucho más amplia que el mecanismo ejecutor de la ley y determinada por la

administración del Estado, se le encomienda al Presidente de la República, ella se

extiende aún a los casos no legislados, siempre mediante ella no entre contra los principios

esenciales y fundamentales que consagra la Constitución y también que no vaya en contra

de la ley expresa. En la Constitución se sostiene que no permiten asignar al reglamento el

carácter de ley material, por que tal potestad se extiende a toda clase de materias y porque

100 Silva Cimma Enrique. Derecho Administrativo Chileno y Comparado. Chile. Jurídica de Chi le. l' <d. 1954. p.133.
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no es posible distinguir desde este aspecto, entre reglamento de derecho y reglamento

administrativo. En conclusión, el fundamento y origen, el campo de acción y la naturaleza

del reglamento en Chile pueden concretarse en la siguiente forma:

1. Poder u órgano de quien emana. Se trata siempre de actos administrativos;

2. Generalidad de las materias en que recae. El reglamento. a diferencia de la

ley, no es general;

3. No se acepta en el derecho positivo chileno el concepto de leyes materiales

para los reglamentos;

4. No es tampoco aceptable en el Derecho Administrativo Chileno la distinción

entre reglamentos de derecho y reglamentos administrativos. En Chile. los

reglamentos son siempre de derecho;

5. La potestad reglamentaria en el Derecho Administrativo Chileno no sólo

se reduce a asegurar la ejecución de la ley sino que opera también en el

campo de la actividad discrecional. como una consecuencia necesaria de la

atribución y obligación de administrar el Estado que la Constitución otorga

al Presidente de la República;

6. La potestad reglamentaria tiene su campo de acción como ejecutora de la

ley y en el silencio de la ley, pero no puede actuar contra ley expresa ni

transgredir o atentar contra los principios fundamentales que consagra la

Constitución Política del Estado.

Las caracteristicas del reglamento administrativo estriban en que; el reglamento es

general en cuanto esta caracteristica implica que rija para un grupo más o menos grande

de personas. Es obliga/ario en este sentido el reglamento tiene la misma fuerza de la ley.
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pues su obligatoriedad se extiende no sólo al ámbito de la Administración Pública, en el

cual no puede ser discutida, sino que aun a los particulares a quienes se les aplica. El

reglamento es por último permanente, es decir rige situaciones estables y su vigencia dura

mientras no sea derogado o modificado por otro. Además es una manifestación de

voluntad emanada de órganos administrativos. El concepto es sin duda acertado por dos

razones: primera porque permite distinguir al reglamento (acto administrativo) de la ley

(acto legislativo) y segunda porque reconoce que no sólo puede dictarlo el Presidente de

la República de Chile, sino que también otras autoridades administrativas. La potestad

reglamentaria la tiene el Poder Ejecutivo u otros órganos de administración para dictar

normas generales sea que estén destinadas a hacer ejecutar las leyes, o a cumplir la

función de administrar el Estado que la Constitución Política de Chile les encomienda. Sin

embargo ; la ley encomienda en determinados casos a otras autoridades, tales como los

Municipios y los entes Autónomos.

' La esencia de la potestad reglamentaria consiste en ese hecho:
si la autoridad puede ordenar o prohibir en cada caso particular,
dentro de una competente esfera de acción legal, puede ordenar o
prohibir de manera general para los casos análogos que se
presenten en el pONenir. Esta es la base racional de la potestad
reglamentaria ,IOI

El Derecho Administrativo Chileno ha establecido un control preventivo de la

constitucionalidad y legalidad con que el Presidente de la República ejercita la potestad

reglamentaria. Él está entregado a un Organismo Constitucional Autónomo denominado

Contraloría General de la República, una de cuyas misíones fundamentales es

precisamente pronunciarse sobre la constitucionalidad y legalidad de estos actos del Poder

Ejecutivo que le son enviados para su toma de razón. Las distintas formas de reglamentos

,., Cfr. Silva Cirnrna Enrique . p. 138.
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administrativos; estas dependen de las múltiples maneras como el Órgano Administrador

ejercita la potestad reglamentaria. En este orden de ideas podemos distinguir que: los

reglamentos propiamente administrativos son aquellos que regulan actividades de los

funcionarios del orden administrativo o determinan la organización y funcionamiento de un

Servicio Público creado por la ley. Por ejemplo, el caso de del articulo 695 del Código

Civil Chileno, que se refiere al Conservador de Bienes Raices: "Un reglamento especial

determinará en lo demás los deberes y func iones del Conservador, y la fo rma y solemnidad de las

inscripciones." En virtud de esta disposición se dictó el Reglamento del Registro

Conservatorio de Bienes Ralces de 24 de junio de 1857 que contiene múltiples materias

propias de ley, complementarias de las disposiciones pertinentes del Código Civil. La

potestad reglamentaria corresponde al Presidente de la República Chilena y él puede usar de ella

indiscriminadamente, en cuanto a resolver si dicta o no un determinado reglamento, no lo es menos

que de orden público pueden significar al legislador que es indispensable se utilice tal potestad y se

reglamente una ley.un

Considerando que no puede dárseles un alcance tan amplísimo porque el legislador

ni remotamente ha pretendido delegar facultades al consignarlas, sino simplemente según

ya vimos, constreñir al Ejecutivo a que utilice la potestad reglamentaria complementando

en esta forma la ley en beneficio general. La interpretación de los reglamentos

administrativos es auténtica que corresponde a la autoridad que los dictó, una

interpretación judicial, que compete a los tribunales cuando un reglamento ha de aplicarse

en juicio y una interpretación administrativa que es facultad de la Contraloría General de la

República de Chile en la forma recién vista. Para resolver acerca de la modificación del

reglamento administrativo precisa distinguir entre las distintas clases de reglamentos:

roa Ibidem.p. 145.
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i. Aquellos que se dictan en virtud de una disposición expresa de una ley, se

entienden incorporados a ella y tienen fuerza de ley, no pueden ser

modificados en uso simplemente de la potestad reglamentaria; necesitan

por el contrario de una ley para ser modificados.

ii. Aquellos en cambio que son dictados en uso de las facultades privativas del

Presidente de la República pueden ser modificados por éste. Pero la

jurisprudencia administrativa sentada por la Contralorla General de la

República ha establecido una lógica a esta facultad presidencial resolviendo

que un decreto reglamentario dictado para reglar situaciones generales, no

puede ser modificado por un simple decreto para resolver un caso

particular.

Sin embargo, en Chile se considera que un decreto reglamentario puede ser

modificado por una ley, aún cuando sea de aquellos dictados por el Presidente de la

República. En atención al valor superior de la ley como fuente positiva del Derecho

Administrativo. Esta afirmación ha sido discutida, de ser aceptada el legislativo invadiria

atribuciones propias de otro poder. En cuando a la revocación o derogación de un

reglamento que tiene fuerza de ley no pude ser derogado por el Ejecutivo. El reglamento

administrativo puro y simple en cambio, ha sido dictado en virtud de la potestad

reglamentaria, puede ser revocado por el Presidente de la República o reemplazado por

otro.
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CAPITULO CUATRO

LA FACULTAD REGLAMENTARIA DEL PODER EJECUTIVO EN

MÉXICO Y SU RESPONSABILIDAD JURIDICA

1.- CASOS CONCRETOS

En el presente capitulo consiste estudiar la facultad reglamentaria del Poder

Ejecutivo federal en casos concretos publicados en el Diario Oficial de la Federación de

fechas l ' de septiembre de 1982, 31 de diciembre de 1999, 30 de enero de 2001 y 5 de

marzo de 2002. En México se han controvert ido por diversos medios de impugnación. En

estos casos se demuestran , respectivamente, algunas hipótesis de la responsabilidad para

el Presidente de la República , según lo establecido por la propia Constitución; además, los

efectos de las sentencias emitidas no mencionan ninguna responsabilidad para el Ejecutivo

excepto la invalidez del decreto. Al analizar estos decretos fundados en el articulo 89,

fracción 1de la Constitución, implica también una alteración en diversos sectores sociales,

económicos, pollticos y sobre todo jurfdicos, sin tener una precisión sobre las

consecuencias a seguir en esta administración o alguna responsabilidad legal.

PRIMER CASO

El l' de septiembre de 1982 ante el Congreso de la Unión, el Presidente de la

República , José López Portillo , al rendir su VI informe de Gobierno a la nación, hizo una

amplia explicación de la pollUca económica que se habla seguido desde 1976, justificando
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la estrategia de crecimiento y generación de empleos con apoyo en los recursos del

petróleo y de la deuda externa. También hizo una amplia referencia a las dificultades de la

economia internacional que se habian venido manifestando desde 1981; dando a conocer

ese mismo día el "Decreto que establece la nacionalización de la Banca Privada", en

ejercicio de la facultad que le confiere el artículo 89. primera f racción de la Constitución

Mexicana; articulo 27 constitucional, asi como los relativos a la Ley de Expropiación y la

Ley Orgánica de la Administración Pública Federal y Ley General de Instituciones de

Crédito y Organizaciones Auxiliares. Con la Nacionalización se retiraban las concesiones a

los propietarios de la Banca Privada, y además se expropiaban los bienes, propiedad de

los bancos.

El gran crecimiento económico del período indicado fue consecuencia de una

expansión, tanto del gasto público como de la demanda privada. El gasto público se dirigió

al apoyo de un vigoroso programa de inversiones dirigidas a la expansión del sector

petrolero, pero también las inversiones públicas fueron muy importantes en obras de

infraestructura, en diversas empresas públicas encargadas de bienes básicos y de capital.

El gobierno de México se endeudó excesivamente, pero hay que reconocer que en esta

equivocación también tomaron parte los banqueros internacionales y el sector privado

mexicano. México empezó a afrontar grandes dificultades para captar nuevos préstamos

internacionales; además, el servicio de su deuda extema se encareció por la tasa de

interés intemacional. Los términos de los nuevos financiamientos, a partir del segundo

semestre de 1981, redujeron los plazos del endeudamiento, lo cual afectó la capacidad de

pago del país, En septiembre de 1982, el gobiemo mexicano estimó que las cuentas

bancarias de mexicanos en el exterior se hablan incrementado aproximadamente en 14

millones de dólares. Otro problema importante fueron los mex-dolares, o sea los depósitos
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en bancos mexicanos denominado moneda americana, por lo que la economia mexicana

se encontró altamente dolarizada en aquellos años. En suma, por aquellos meses de 1982

había la sensación de que el gobiemo habia perdido el control de su economia,

particularmente sobre sus finanzas y sobre el mercado cambiario. Estos fueron los

antecedentes sumariamente expresados, de las medidas que el gobierno anunciaria el 10

de septiembre de 1982, entre las que destacaron la nacionalización bancaria y el

establecimiento del control de cambio. El mismo dia 1° de Septiembre de 1982, el

Presidente de la República emitió un Decreto que, invocando causas de interés público,

expropió a favor de la Nación todos los activos propiedad de las instituciones de crédito

privadas a las que se habia otorgado concesión para la prestación del servicio público de

banca y crédito. En el articulo primero especifico dichos activos: instalaciones, edificios,

mobiliario, equipo activo, cajas, bóvedas, sucursales, agencias, oficinas, todos los demás

muebles e inmuebles. en cuanto sean necesarios, a juicio de la Secretaria de Hacienda y

Crédito Público, para la continuidad del servicio. En los considerados del citado Decreto se

afirmó que el servicio público de la banca y del crédito se habia venido concesionado por

parte del Ejecutivo federal, a través de contratos administrativos, con el objeto de que

colaboren en la atención del servicio que el gobierno no podia proporcionar integralmente.

Se expresó también que la concesión, por su propia naturaleza, era temporal, pues sólo

podia subsistir mientras el Estado, por razones económicas, administrativas o sociales, no

pudiera hacerse cargo directamente de la prestación del servicio público.

La Banca Privada del período de 1978 a 1982 su estructura y funcionamiento

estuvieron dominados por tres tendencias principales.
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1.- La concentraci6n.- conforme al comportamiento general de la economia

capitalista, la disminución del número de instituciones de crédito concentró

las operaciones en un número muy reducido de ellas.

2.- La monopolización.- se observa con claridad media docena de bancos frente

a los restantes. Del grupo puntero además sobresalen especialmente dos,

que juntos y solos representan la mitad de los activos totales, del

financiamiento otorgado de la captaci6n y de las utilidades y el 40% del

número total de sucursales.

3.- La trasnacionalizaci6n.- asimismo este pequeño grupo de instituciones

establece sucursales en el extranjero para con ello dedicarse a invertir en

empresas transnacionales que le reportaban mejores dividendos que las

nacionales, haciendo con ello caso omiso al otorgamiento de créditos y

financiamientos para la industria nacional, lo que trajo aparejado los

fen6menos de la inflaci6n y la devaluaci6n de la moneda.

El decreto del 10 de septiembre de 1982, adoleci6 defectos jurldicos, como sigue:

al Inadecuada aplicaci6n de la Ley de Expropiaci6n al no haber acreditado en

forma suficiente las causas de utilidad pública en que se fundo el decreto

expropiatorio.

b) Indefinici6n y ambigOedad en el objeto de la expropiaci6n, ya que en parte

eran los activos de las instituciones de crédito y las acciones de los socios

de las entidades mercantiles correspondientes.

Por lo que no deja de tener fundamento lógico la decisi6n del Presidente en el

sentido de que dicho servicio debla desarrollarlo integralmente la entidad estatal. No
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obstante, los decretos del Presidente adoleclan del vicio de inconstitucionalidad, ya que

dichos actos no hablan acreditado la utilidad pública de dicha medida, elemento

indispensable para la procedencia de la expropiación. La expedición de los decretos de

que se trata conlleva también la violación del articulo 89 primera fracción constitucional,

porque excede las facultades que tal precepto otorga al Presidente de la Republica. Ese

acto presidencial va mucho más allá de la ejecución de las leyes expedidas por el

Congreso de la Unión y de la provisión en la esfera administrativa a su exacta observancia.

SEGUNDO CASO

El 'Decreto por el que se reforma, adiciona y deroga a la Ley Federal de

Derechos, prevé la exención parcial del derecho por el uso o aprovechamiento de

aquéllas' publicado en el Diario Oficial de la Federación el 31 de diciembre de 1999.

Considero este decreto como caso concreto por lo siguiente; se fundamenta el Presidente

en el articulo 89, fracción I constitucional para emitir un decreto, la impugnación es

mediante el Juicio Amparo y la emisión de la sentencia solo surte sus efectos para el

quejoso. La Suprema Corte dispone: 103

AGUAS NACIONALES EXTRAIDAS DEL SUBSUELO. ES PROCEDENTE
EL AMPARO QUE SE INTERPONE EN CONTRA DEL ARTIcULO
SEGUNDO TRANSITORIO, FRACCiÓN IX, DEL DECRETO POR EL QUE
SE REFORMA, ADICIONA Y DEROGA A LA LEY FEDERAL DE
DERECHOS, QUE PREVÉ LA EXENCIÓN PARCIAL DEL DERECHO POR
EL USO O APROVECHAMIENTO DE AQUÉLLAS (DIARIO OFICIAL DE LA
FEDERACiÓN DE TREINTA Y UNO DE DICIEMBRE DE MIL
NOVECIENTOS NOVENTA Y NUEVE) Del análisis del referido preceplo
legal que establece que pare el ejercicio fiscal del dos mil, las industrias de la
celulosa y el papel que se ubiquen en las zonas de disponibilidad 7, 8 Y 9, asl
como aquellas que hayan sido reclasificadas de la zona de disponibilidad 6 a
la 5, están autorizadas a pagar únicamente el ochenta por ciento de las

,., Novena Época. Instanc ia: Segunda Sala, f uente: Semanario Jud icial de la federación y su Gaceta, Tomo: XIII, Junio
de 2001, Tesis : 2a. LXXlIlI2oo l , p. 297.

Neevia docConverter 5.1



102

cuotas establecidas en el articulo 223, apartado A. de la Ley Federal de
Oerachos; se advierte, por un lado, que el mencionado articulo segundo
transitorio, fracción 1><, se encuentra dentro del propio ordenamiento legal que
regula el mecanismo esencial de tributación del derecho por el uso,
aprovechamiento o explotación de aguas nacionales; y, por otro, que dicha
norma guarda una estrecha relación con los elementos esenciales del tributo
de que se trata, concretamente en lo que se refiere a la cuota que se ha de
aplicar e le base gravable para determinar su monto. En estas condiciones,
resulta evidente que la concesión del amparo que, en su caso, se llegara a
decretar contra dicha reforma legislativa si puede tener efectos restitutorios,
pues al constituir un acto formal y materialmente legislativo que modifica
sustancialmente uno de los elementos esenciales de la contribución, su
inconstitucionalidad necesariamente efecte el mecanismo impositivo esencial
y, en consecuencia, se desincorpora de la esfera jurldica del quejoso la
obligación de pagar dicha contribución.

Una de las razones del por que no procede este Decreto es por ser contrario a uno

de los principios juridicos que limitan a la facultad reglamentaria, como es el principio de

subordinación, se pretende reformar, adicionar y derogar una Ley federal y además

exentar el derecho por el uso o aprovechamiento de las aguas nacional, lo cual es materia

exclusiva del Congreso de la Unión. Esta situación.predomina desde hace muchos años

hasta nuestros dlas el uso de las facultades indebidamente que consagra la propia Carta

Magna, sin tener limites reales y peJjudican aspectos económicos, financieros, politicos y

sociales en México.

TERCER CASO

Con fecha 30 de enero de 2001, el Presidente Constitucional de los Estados Unidos

Mexicanos, expidió el 'Decreto por el que se establece que en el territorio nacional

habrá cuatro zonas de husos horarios y se abrogan los diversos relativos a los

horarios estaciónales en los Estados Unidos Mexicanos, publicados el 4 de enero de

1996, 13 de agosto de 1997, 31 de julio de 1998 y 29 de marzo de 1999,

respectivamente. '
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El Presidente Constitucional, fundo el decreto en los articulos 89, fracción 1, de la

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 27 y 33 de la Ley Orgánica de la

Administración Públíca Federal. Como se determina en el decreto, el establecimiento del

horario estacional se funda y motiva en normas y razones relacionadas con la energia

eléctrica, materia que constitucional y legalmente corresponde regular al Congreso de la

Unión. En el marco constitucional, en materia de energia eléctrica, únicamente otorga

facultades a la federación, lo cual hace en diversos preceptos; en el articulo 73, fracción X,

se faculta al Congreso para legislar en toda la República sobre energia eléctrica y en el

articulo 27 constitucional, párrafo sexto, se atribuyen a la Federación diversas actividades

relacionadas con la energla eléctrica.

En el marco legal, el Congreso de la Unión en ejercicio de las facultades

constitucionales antes descritas expidió la Ley Orgánica de la Administración Pública

Federal y la Ley del Servicio Público de Energía Eléctrica. En el primero de los

ordenamientos mencionados establece en el articulo 33, que corresponde a la Secretaria

de Energia el despacho de los siguientes asuntos: "I. Conducir la política energética del poís...

VIII. Realizar y promover estudios e investigaciones sobre ahorro de energía, estructuras, costos.

proyectos, mercados, precios y tarifas, activos, procedimientos, reglas, normas y demás aspectos

relacionados con el sector energético y proponer, en su caso, las acciones conducentes..."

Si dentro de las facultades del Presidente de la República se encuentra la de realizar

las acciones que requieran la planeación y operación del sistema eléctrico nacional, así

como tomar las medidas para propiciar su utilización racional; consecuentemente, le

corresponde fijar los horarios estacionales precisamente como una medida de esa

naturaleza. Por todo lo anterior, el Presidente de la República en ejercicio de la facultad

reglamentaria, puede pro veer en la esfera administrativa a la exacta observancia de las leyes
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citadas, mediante el establecimiento del horario estacional pero no se especifica en

ninguna fracción de los articulos invocados lo faculta para "... imponer husos horariosdisttntos

a los que convencionalmenle corresponden a las distintas parles del territorio mexicano. ..

El Presidente de la República no está promulgando ni ejecutando alguna ley que

hubiere expedido el Congreso de la Unión, por lo que no ejerce la facultad reglamentaria

en términos del articulo 89, fracción 1, de la Constitución. Se desprende que, el Presidente

de la República expidió el decreto sin facultades, excediéndose por lo establecido en el

articulo 89 fracción 1, además contraviniendo el texto del articulo 33 de la Ley Orgánica de

la Administración Pública Federal, máxime que la regulación de la energía corresponde al

Congreso, conforme al articulo 73, fracción X, de la Constitución Federal. Por lo tanto,

legalmente no puede concluirse en forma alguna que la modificación de los husos horarios

tenga su fundamento en disposiciones relativas al ahorro de energía, cuando no se le

faculta a expedir un decreto de esa naturaleza, por existir otras figuras jurídicas previstas

para llevar a cabo el ahorro de energía, que supuestamente se pretende lograr con dicha

modificación a través del decreto. Ahora bien, el artIculo 89, fracción 1, constitucional,

establece :

Las facultades y obligaciones del Presidente, son las siguientes:
1.-Promulgar y ejecutar las leyes que expida el Congreso de la
Unión, proveyendo en la esfera administrativa a su exacta
observancia.

La Suprema Corte de Justicia de la Nación, en múltiples criterios ha definido la

facultad del Ejecutivo federal se consagra en dicho dispositivo constitucional, sosteniendo

esencialmente que el Presidente de la República , para proveer en la esfera administrativa a la

exacta observancia de las leyes. esté autorizado para expedir las normas reglamentarias

necesarias que tiendan a la ejecución de las leyes emanadas del Congreso de la Unión; de

Neevia docConverter 5.1



lOS

manera que esas disposiciones reglamentarias, aunque desde el punto de vista material

son similares a las normas expedidas por el órgano legislativo, en cuanto son generales,

abstractas e impersonales y de observancia obligatoria, se distinguen de estas últimas,

básicamente por dos razones, primera, provienen de un órgano que desde el punto de

vista constitucional, no expresa la voluntad general, sino la de un órgano instituido para

acatarla, como es el titular del Poder Ejecutivo y, la segunda, porque son, por definición,

normas subordinadas a las disposiciones legales que reglamentan.

Sin embargo, con independencia de la aplicación de diversos husos, horarios sea o

no un mecanismo de ahorro de energia eléctrica, lo cierto es que, como ha quedado

desarrollado en los párrafos precedentes, los husos horarios forman parte del sistema de

medición de tiempo y en tal virtud el Congreso de la Unión tiene la facultad de legislar en lo

relativo al sistema general de pesas y medidas que debe adoptarse en el pals, ante tal

evento es inconcuso que ninguna otra autoridad federal, local o del Distrito Federal está

autorizada para regular dichos aspectos, ya que de hacerlo invadiendo el ámbito de

atribuciones que constitucionalmente corresponden a dicho órgano legislativo. La Suprema

Corte sostiene:104

HUSOS HORARIOS. SU APLICACiÓN POR EL PRESIDENTE DE LA
REPÚBLICA A TRAVÉS DEL DECRETO DE TREINTA DE ENERO DE DOS
MIL UNO, PUBLICADO EN EL DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACiÓN EL
PRIMERO DE FEBRERO DEL MISMO Afio, VIOLA EL ARTICULO 89,
FRACCiÓN 1, DE LA CONSTITUCiÓN POUTICA DE LOS ESTADOS
UNIDOS MEXICANOS. Ha sido criterio reilerado de esla Suprema Corte de
Justicia que la facultad reglamentaria del Presidenle de la República se
encuentra sujeta a dos principios fundamentales: el de reserve de la ley y el de
subordinación jerárquica a la misma: por el primero se prohibe que el
reglamento aborde materias teserveae« a las leyes del Congreso de la Unión,
y por el segundo, se exige que el reglamento esté precedido de una ley cuyas
disposiciones complemente o pormenorice sin contrariar/as ni cambiar/as, en
virtud de que por elias encuentre su justiflCBción y medida, ya que sólo tiene la
finalidad de desarrollar/as, proveyendo en la esfere administrativa a su exacta
coservencie. Ahora bien, de acuerdo con el articulo 50. de la Ley Federal

'04 9' ep, Semanario Judicial de la Federacióny su Gaceta, l. XIV, septiembrede 2001, Tesis: PlJ.I0712001 , p.1IO J.
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sobre MetroJogla y Normalización, ordenamiento que se basa en la fracción
XVIII del artículo 73 constitucional, el Sislema General de Unidades de Medida
que es único y de uso legal en los Estados Unidos Mexicanos, se inlegra,
entre otras, con las unidades básicas del Sistema Intemacional de Unidades y
con las no comprendidas en dicho sislema pero que acepte la Conferencia
General de Pesas y Medidas y se incluyan en normas oficiales mexicanas;
como tales condiciones se han actualizado, resulta que el legislador mexicano
ha establecido que para medir el tiempo sólo se usan unidades de segundo,
de minuto, de hora y de día, las cuales tienen valores bien delerminados que
no pueden ser alterados o modificados por un decrelo o reglamento
administrativo; asl, la unidad llamada dla, conforme al sistema adoptado, es
equivalente a veinticuatro horas, a mil cuatrocientos cuarenta minutos o a
ochenta y seis mil cuatrocientos segundos. En el decreto mencionado, el
Presidente de la República dispone que a las dos horas del primer domingo de
mayo de cada año, el territorio que comprende al Distrito Federal cambie la
aplicación del huso horario correspondienle al meridiano 90" al del meridiano
75", embos al oeste del meridiano de Greenwich, y que a las dos horas del
último domingo de septiembre de cada año, cambie la aplicación del huso
horario correspondiente al meridiano 75" al del meridiano ' 90", también al
oeste del meridiano de Greenwich, lo cual tiene como consecuencia que en el
primer caso el dla tenga veintitrés horas, yen el segundo veinticinco, ya que al
existir en cada huso una hora dislinta, el mecanismo de cambiar de un huso
horario a otro provoca que el tiempo se mida a partir de diversos momentos.
Por tanto, como la facultad reglamentaria que Instituye la fracción I del
articulo 89 conslitucional a favor del Presidente de la República no le permite
contrariar, alterar o cambiar la ley, debe concluirse que con la aplicación de
husos horarios, que hace en el decreto referido, viola la disposición
conslitucional acabada de citar, en relación con el articulo 73, fracción XVIII,
también constitucional y el artIculo 50. de la Ley Federal sobre MetroJog/a y
Nonnalización.

HUSOS HORARIOS. SÓLO EL CONGRESO DE LA UNIÓN TIENE
FACULTAD PARA LEGISLAR SOBRE SU APUCAC/ÓN, CON MOnVO DE
QUE LA FRACCIÓN XVIII DEL ARTíCULO 73 CONSTITUCtONAL LO
AUTORIZA PARA ESTABLECER UN SISTEMA GENERAL DE PESAS Y
MEDIDAS. El aludido precepto conslitucional dispone que es facultad del
Congreso de la Unión adoptar un sistema general de pesas y medidas, esto
es, un conjunto de normas y procedimientos concatenados que tienen como
finalidad determinar el peso o le magnitud que universalmente tiene una cosa
en comparación con otra, tomada para definir, por compareción, todas las de
su especie. En uso de esa facultad, dicho órgano legislativo emitió la Ley
Federal sobre Metrologla y Normalización, de cuyo articulo 50. se advierte que
el Sistema Generel de Unídades de Medida es el ú,nico legal y de uso
obligatorio en los Estados Unidos Mexicanos, el cual se integra, entre otres
unidades, con las básicas del Sislema Intemacional de Unidades y con las no
comprendidas en dicho sistema pero que acepte la Conferencia Generel de
Pesas y Medidas y que se incluyan en normas oficiales mexicanas, de lo que
se obtiene que las unidades para medir el tiempo son el segundo que es la
unidad básica de tiempo dentro del Sistema Intemacional de Unidades, asl
como el minuto, la hora y el dla, toda vez que éstas son aceptadas por la
Conferencia General de Pesas y Medidas y se contienen en la Norma Oficial

106
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Mexicana NOM-008-SCFI-1993, relativa al Sistema General de Unidades de
Medida (Generat System of Units), publicada en et Diario Oficial de la
Federación el cetorce de octubre de mil novecientos noventa y tres. Por su
parte, los husos horarios son las divisiones imaginarias de la tierra que
penniten detenninar el momento y el tugar de la misma en que debe
computarse el tiempo y se ull7izan para la unificación horario a nivel mundial,
de modo que la conjunción de tales elementos relacionados entre sI (unidades
de medida y husos horarios), penniten establecer un sistema de medida de
tiempo. Por tanto, si confonne al artIculo 73, fracción XVIII, de la Constitución
Politica de los Estados Unidos Mexicanos corresponde al Congreso de la
Unión adoptar para el pals un sistema general de pesas y medidas en el que
debe incluirse un sistema de medición de tiempo que se integra con las
unidades mencionadas y si, por otra parte, los husos horarios integran ese
sistema, es inconcuso que la invocada disposición constitucional otorga sólo a
dicho órgano legislativo la facultad de expedir leyes en lo relativo a los
mencionados husos horarios, para establecer los que deben aplicarse en la
República mexicana. ' '''

CUARTO CASO

El Presidente de los Estados Unidos Mexicanos emite 'Decreto por el que se exime

del pago de los impuestos que se indican y se amplia el estímulo fiscal que se

menciona' y rubricado por el Secretario de Hacienda y Crédito Público, publicado en el

Diario Oficial de la Federación el día 5 de marzo de 2002, facultado por el articulo 89,

fracción I de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y artículo 39,

fracciones 1, 11 Y 111 , del Código Federal de la Federación. Analizare específicamente su

articulo primero y como consecuencia, los numerales primero y segundo transitorios que

textualmente se transcriben a continuación:

Artículo primero.- Se exime totalmente a los contribuyentes del
pago del impuesto especial sobre producción y servicios que se
cause por la importación o la enajenación de aguas gasificadas o
minerales; refrescos; bebidas . hidratantes o rehidratantes;
concentrados, polvos, j arabes, esencias o extractos de sabores, que
al diluirse permitan obtener refrescos, bebidas hidratantes o

,o> 9' Ep. Instancia: Pleno, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo: XIV, Septiembre
de 2001, Tesis: P./J. 106/2001, p.I099.
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rehidratantes que utilicen edulcorantes distintos del azúcar de caña;
asl como de jarabes o concentrados para preparar refrescos que ese
expendan envases abiertos utilizando aparatos automáticos,
eléctricos o mecánicos, que utilicen edulcorantes distintos del azúcar
de caña a que se refieren los incisos G y H) de la frección I del
artfculo 2" de la Ley de Impuestos Especial sobre Producción y
Servicios.

"Los contribuyentes que apfiquen fa exención mencionada, no
trasfadarán cantidad alguna por concepto de impuesto especial
sobre producción y servicios en la enajenación de los bienes a que
se refiere el párrafo anterior. Transitorios. Primero. El presente
decreto entrará en vigor al dfa siguiente al de su publicación en el
Diario Oficial de la Federación. Segundo. El artfculo primero de este
decreto estará en vigor hasta el 30 de septiembre de 2002..."

Dichos preceptos transgredió el articulo 89 fracción I por los siguientes motivos:

1) Que el Ejecutivo federal no está facultado para otorgar exenciones de

impuestos, sino que es atribución del poder Legislativo federal establecer

las contribuciones y, por tanto, todos sus elementos, inclusive la exención,

por lo que invade su esfera de competencia constitucional.

2) Que el poder Ejecutivo federal excedió su facultad reglamentaria al emitir

disposiciones de observancia general que contradicen las normas juridicas

aprobadas por el Congreso de la Unión, esto es, que en ejercicio de esa

facultad no puede imponer mayores alcances ni más limitaciones que las

establecidas en la ley, sino únicamente complementar y establecer los

mecanismos para su aplicabilidad; además, no obstante que el poder

Legislativo Federal estableció un gravamen a los productos que utilicen

edulcorantes distintos al azúcar de calla por medio de una norma general,

el Presidente de la República eximió a los contribuyentes de su pago, lo que

implica un acto derogatorio de la norma, facultad exclusiva del Congreso de
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la Unión, en términos de lo dispuesto en los artlculos 72, inciso f), 73,

fracción VII Y74 de la Constitución Federal.

3) Que conforme al articulo 49 constitucional, dos o más Poderes de la Unión

no puede concentrarse en una sola persona, cuyas excepciones se

encuentran previstas en la propia Constitución Federal (articulos 29 y131) Y

no en una disposición de carácter secundario, por lo que es claro, se está

en el caso del ejercicio de una facultad extraordinaria materialmente

legislativa, a partir de la cual el Ejecutivo federal pueda ejercer directamente

la potestad para crear leyes.

El mencionado decreto, el Presidente de la República, invocando la citada

disposición del Código Fiscal de la Federación, libera temporalmente del pago del

impuesto especial sobre producción y servicios a esa rama de actividad, transgrede dicho

dispositivo, ya que lo expidió sin haberse actualizado ninguna de las situaciones

extraordinarias derivadas de fenómenos naturales, sociales o económicos, que como

presupuestos de su aplicación, exige la ley, esto es, hechos imprevisibles que el legislador

no podía haber conocido al momento de crear el tributo; en vez de ello el decreto liberó del

pago del tributo a un grupo de empresas en contravención a la determinación del

Legislativo, cuya intención fue, precisamente, que deblan pagar el impuesto. La Suprema

Corte sostiene:106

EXENCIONES FISCALES. EL ARtiCULO 39, FRACCiÓN " DEL CÓDIGO
FISCAL DE LA FEDERACIÓN, NO FACULTA AL EJECunVO FEDERAL
PARA ESTABLECERLAS. De conformidad con lo dispueslo en el articulo 73,

'06 9' Ep. Instancia: Pleno, Fuente: Semanario Judicia l de la Federación y su Gaceta, Tomo : XVI, Julio de
2002, Tesis: P. /J. 30/2002, p. 999.
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fracción VII, de la Constitución Polltica de los Estados Unidos Mexicanos, el
Congreso de la Unión tiene la facultad de imponer, mediante la expedición de
leyes, las contribuciones necesarias a cubrir el presupuesto público, y acorde
con el arliculo 89, fracción 1, del mismo Ordenamiento Fundamental, es
obligación del Poder Ejecutivo Federal recaudar tales contribuciones en
acatamiento a dichas leyes, por lo que cuando el arliculo 39, fracción 1, del
Código Fiscal de la Federación lo tecone para eximir parcial o totalmente del
pago de contribuciones y sus accesorios durante un tiempo determinado a
algunos contribuyentes, siempre que se presenten situaciones de emergencia
y mediante la expedición de resoluciones de caráe/er general, esa tecunea se
limfta a liberar de pago a dichos contribuyentes, pero no significa que se le
conceda la facultad de establecer exenciones fiscales, puesto que el ejercicio
de esta facultad corresponde exclusivamente al Poder Legislativo al establecer
los tributos.

De igual manera, al eximir del pago del tributo por estimar su aplicación afecta a esa

rama de la industria, contrario a la voluntad del Congreso de la Unión expresada en la ley

que establece el tributo y hace nugatoria no sólo la ley que lo crea, al eliminar totalmente y

durante cierto tiempo el pago del impuesto especial sobre producción y servicios, por

primera vez se incluye a la rama de la industria cuando usa en su elaboración edulcorantes

distintos al azúcar de caña y contarla también el fin extra - fiscal, consistente en la

protección de la industria azucarera nacional. En la explicación de estos casos concretos

mi intención es determinar la importancia de esta facultad reglamentaria del Presidente

de la República. Es por esto que también es importante resaltar cuales son los medios de

impugnación existentes en México para demandar, si algún reglamento o decreto es en

perjuicio por uso indebido de esta facultad reglamentaria.

!l.-MEDIOS DE CONTROL CONSTITUCIONAL

En el presente apartado explicare cuales son los siguientes medios de impugnación

por los cuales se puede solicitar la protección jurisdiccional contra las leyes
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inconstitucionales y perjudiquen la seguridad e integridad de alguna persona física o moral;

asl como los aspectos fundamentales que se dan durante su procedencia en la

reclamación constitucional.

1. - Juicio de Amparo

El Juicio de Amparo, es el medio protector por excelencia de las garantlas

individuales establecidas en la Constitución Federal. Especlficamente, tiene por objeto

resolver conflictos que se presenten, según lo establecido en el artículo primero de la Ley

de Amparo vigente:

i. Por leyes o actos de las autoridades que violen garantlas individuales.

ii. Por leyes o actos de la autoridad federal que restrinjan o vulneren la

soberanía de los Estados o del Distrito Federal.

iii. Por leyes o actos de estos últimos que afecten la competencia federal.

Las partes que intervienen en un juicio de amparo son, articulo 5 de la Ley de

Amparo:

1) El quejoso o agraviado; es aquella persona que inicia el juicio para reclamar

un acto o ley de una autoridad, por presunta violación de garantías

individuales o de distribución de competencias entre la Federación y los

Estados de la República.

11) La autoridad responsable; es todo aquel órgano o funcionario al que la ley

otorga facultades de naturaleza pública y que realiza actos que afectan las

garantias individuales de las personas. Es importante destacar que para
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emitir esos actos, la autoridad actúa unilateralmente, porque no necesita

recurrir a los tribunales ni obtener el consentimiento del afectado.

111) El tercero perjudicado; es la persona que tiene interés en que subsista el

acto que se reclama. Pueden serlo, por ejemplo, la contraparte del quejoso

cuando el acto motivo del amparo provenga de un juicio del orden civil, o la

persona que tenga derecho a la reparaci6n de daño sufrido por la comisi6n

de un delito. Cabe señalar que no en todos los casos existe tercero

perjudicado, por ejemplo, cuando se promueve un amparo en contra de una

multa en materia fiscal.

IV) El Ministerio Público; es el representante social que vigila el correcto

desarrollo del juicio y puede intervenir si estima que el asunto reviste interés

publico.

Los sujetos que pueden promoverel amparo son, entre otros:

a. Las personas físicas.

b. Las personas morales de carácter privado, tales como las empresas

mercantiles, las sociedades y las asociaciones civiles (articulo 8 de la Ley

Amparo) .

c. Las personas morales oficiales, siempre y cuando promueva el amparo en

contra de leyes o actos que afecten sus intereses patrimoniales, situaci6n

en la que actuarán como particulares y no como autoridades; entre ellas

encontramos a la Federaci6n, los Estados, los Municipios, el Distrito

Federal y las entidades paraestatales (articulo 9 de la Ley de Amparo).
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Plazo general para la interposición de la demanda de amparo es, en caso del

amparo contra leyes, se otorgan 30 días hábiles, articulo 22 de la Ley de Amparo. Existen

dos tipos de juicio de amparo, el indirecto y el directo. A continuación se indican los órganos

a los que corresponde resolverlos- la competencia- y los casos en los que cada uno

procede. La procedencia del amparo indirecto o bt-instancial deriva del articulo 114 de la

Ley de Amparo. En el titulo segundo del juicio de amparo ante los Juzgados de Distrito,

capitulo primero de los actos materia del juicio, menciona en el articulo 114, contra que

procede el amparo indirecto . La competencia del amparo indirecto es de los Juzgados de

Distrito y en algunos casos los Tribunales Unitarios de Circuito. Procede en : "1 contra leyes

federales o locales, tratados internacionales, reglamentos expedidos por el Presidente de la República de

acuerdo con la fracción 1 del articulo 89 constitucional. reglamentos de leyes locales expedidos por los

gobernadores de los Estados, u otros gobernadores. decretos o acuerdosde observanciageneral. que por su

sola entradaen vigor o con motivodelprimer acto de aplicación, causenperjuicios al quejoso;". . .

El juicio de amparo directo es aquel que se instaura ante los Tribunales Colegiados de

Circuito en única instancia; es aquel respecto del cual dichos órganos judiciales federales conocen

en jurisdicción originaria, esto es, sin que antes de su injerencia haya habido ninguna otra

instancia, a diferencia de lo que sucede tratándose de amparo indirecto, del que conocen en segunda

instancia o en jurisdicción derivada, mediante la interpasición del recurso de revisión contra las

sentencias constitucionales pronunciadas por los Jueces de Distrito. /07 El amparo directo

compete conocer a los Tribunales Colegiados de Circuito y, en algunos casos, la Suprema

Corte de Justicia de la Nación. Y procede en contra de: sentencias definitivas, laudos­

determinaciones en materia laboral- y resoluciones que pongan fin al juicio, dictados por

tribunales judiciales, administrativos o del trabajo , que afecten la defensa del quejoso y en

'''' Burgoa Orihuela Ignacio. Juicio de Amparo. México. 35' <d.Pomia. 1999. p 809.
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contra de los cuales no exista algún otro medio de defensa por medio del cual puedan ser

modificados o dejados sin efecto. El articulo 76, capitulo X de las sentencias menciona que

se pronuncien en los juicios de .amparo, sólo se ocuparán de los individuos particulares o

de las personas morales, privadas u oficiales que lo hubiese solicitado, limitándose a

ampararlos y protegerlos, si procediere, en el caso especial sobre el que verse la

demanda, sin hacer una declaración general respecto de la ley o acto que la motivare. Los

alcances de los efectos de las sentencias de amparo de conformidad con el mencionado

principio de relatividad de las sentencias de amparo, también conocido como "Fórmula Otero ",

sus efectos sólo benefician a la persona que lo haya promovido, pero no a la generalidad

de la población. Ese principio,l08 que reproduce ideológica y gramaticalmente la fórmula

creadora por Don Mariano Otero acerca de los efectos relativos de las resoluciones

dictadas en los juicios de amparo, consignada en el articulo 25 del Acta de Reformas del

47, corroborado por el articulo 76 de la Ley de Amparo vigente, en términos parecidos. En

este sentido existe la siguiente tesis:109

DECRETO EXPEDIDO POR EL PRESIDENTE DE LA REPUBLlCA.
INCONSTITUCIONALlDAD DE. SU ESTUDIO A TRAVES DEL JUICIO DE
AMPARO DIRECTO. B decreto administrativo es la expresión juridica de la
voluntad del órgano ejecutivo, que dicta resoluciones en el ejercicio de sus
funciones, sobre una especie particular de los negocios públicos y tiene su
base constitucional en la fracción I del artIculo 89 constitucional, de acuerdo
con el cual, el Presidente de la República tiene facultades para emitir decretos,
que desde un punto de vista formal son actos administrativos porque emanan
de un órgano de tal naturaleza, pero que desde el punto de vista material, son
actos creadores de situaciones jurldicas abstractas, generales e impersonales
y que vienen a ser una forma de proveer a la observancia de las leyes. Exislen
decretos que tienen efectos generales y abstractos, que formalmente tienen
una naturaleza administrativa y materialmente legislativa, es decir, son actos
regla, y por ende, para su impugnación se aplican las reglas del amparo contra
leyes. En efecto, si el decreto impugnado contiene disposiciones de carácter
general y es materialmente legislativo, para su impugnación se deben seguir
las mismas reglas que el amparo contra leyes. Ahora bien, conforme a lo

,.. Idem. p. 276.
,.. S' Ép. Instancia : Tercer Tri bunal Colegiado en Materia Adm inistrati va del Primer Circuito . Semanario Judicial de la
Federación. 1. XII, Noviembre de 1993. p.333 .
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dispuesto por el articulo 107 fracción V. inciso b), de la Constitución Federal,
44 fracción 1, inciso b), de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación;
y 158 de la Ley de Amparo, el juicio de amparo directo procede contra
sentencias definitivas, laudos o resoluciones que ponen fin al juic io, dictadas
por los tribunales judiciales, administrativos o del trabajo, respecto de los
cuales no procede ningún otro medio de defensa por el que puedan ser
revocados o modiñceaos. Asl de la lectura de los citados preceptos, se aprecia
que en esta instancia no se enjuicia a la ley, sino que se revisa la legalidad de
la resolución dictada por el juez común; de manera que, cuando se estima que
la aplicación de una ley, que hace la Sala o Junta responsable como resuneoo
de un juicio, resulta violatoria de garantlas, el concepto de violación en que se
alegue una inconstitucionalidad de tal naturaleza, no puede serlo en forma
alguna en contra de la ley, sino de la sentencia o laudo mismo, en los términos
del artIculo 166, fracción IV de la Ley de Amparo. En el presente caso, la parte
quejosa controvierte una sentencia, y en sus conceptos de violación hace valer
la inconstitucionalidad de un decreto presidencial, que se encuentra entre los
actos de autoridad cuya inconstitucionalidad puede ser alegada por excepción
en amparo directo del cual toca conocer a un Tribunal Colegiado de Circuito.

Amparo contra leyes,/lOla idea usual sobre leyés, según lo mencionado en el tema de

las diferencias entre reglamento y ley en el presente trabajo consiste en que son

ordenamientos generales, abstractos e impersonales. La ley comprenden las leyes

federales, las emitidas por las Legislaturas de los Estados, los tratados intemacionales, los

reglamentos federales y locales, así como todo ordenamiento que reviste carácter general,

a mi parecer considero su fundamento legal en el articulo 107, fracción VIII de la

constitución y artículo 158 de la Ley de Amparo, tercer párrafo. Asi también el amparo

contra leyes tiene su base en el articulo 133 de la ley fundamental, en donde se consagra

el principio de supremacía constitucional.

Arl{culo 107. Todas las controversias de que habla el Arl{culo 103 se
sujetarán a los procedimientos y formas del orden ju rldico que
determine la ley, de acuerdo a las bases siguientes:

(. . .)

1,. Memoria del Congreso Naciona l de Jueces de Distrito. Consejo de la Judicatura Federal. México . Amparo Contra
Leyes Federales o Locales y Tratados Internacionales. \' ed, SCJN. 1999. p. 516.
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VIII.- Contra las sentencias que pronuncien en amparo los Jueces de
Distrito o los Tribunales Unitarios de Circuito procede revisión. De
ella conocerá la Suprema Corte de Justicia:

a) Cuando habiéndose impugnado en la demanda de amparo, por
estimarlos directamente violatorios de esta Constitución, leyes
federales o locales, tratados intemacionales, reglamentos expedidos
por el Presidente de la República de acuerdo con la fracci6n I del
artfculo 89 de esta Constituci6n y regfamentos de leyes locales
expedidos por los gobernadores de los Estados o por el Jefe del
Distrito Federal, subsista en el recurso el problema de
constitucionalidad;

Articulo 158, tercer párrafo de la Ley de Amparo:

Cuando dentro del juicio surjan cuestiones, que no sean de
imposible reparación, sobre constitucionalidad de leyes, tratados
internacionales o reglamentos, s610 podrán hacerse valer en el
amparo directo que proceda en contra de la sentencia definitiva,
faudo o soluci6n que pongan fin al juicio.

Sigue refiriendo esta obra en los casos para impugnar una ley de inconstitucionalidad

consiste en: 111

a) Para el caso de las leyes "auto- aplicativas" (cuando por su sola entrada en

vigor le cause perjuicios al quejoso) de la manera siguiente ;

1.- La primera oportunidad se presenta durante los 30 dlas siguientes a su

entrada en vigor, articulo 22, fracción 1de la Ley de Amparo .

2.- La segunda durante los 15 dlas siguientes al primer acto de aplicación,

articulo 21 Ydel articulo 73 de la Ley de Amparo , fracción XII, párrafo tercero.

111 Memoria del Congreso Nacional de Jueces de Distrito. Consejo de la Jud icatura Federal. México.l999. Amparo
Contra Leyes Federales o Locales y Tratados Internacionales. l' ed, SCJN . p. 517.
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3.- La tercera se produce cuando aun habiendo sido auto aplicativo y contra

el primer acto de aplicación proceda algún recurso ordinario y este sea agotado,

articulo 73, fracción XII, párrafo tercero de la Ley de Amparo. En este caso, la

demanda contra la ley aplica es competencia de la Suprema Corte de Justicia

(articulo 84, fracción 11 de la Ley de Amparo).

b) Las leyes "hetero - aplicativas" (cuando por motivo de un acto de aplicación le

cause esos perjuicios al gobernado), pueden impugnarse dentro de los 15 dlas hábiles

siguientes al primer acto de aplicación, que bien puede ser un acto genérico o una

sentencia definitiva.

Es de mi interés referirme al autor Juventino V. Castro, al respecto menclona'" que

"un reclamo contra actos de autoridad que se aprecian como inconstitucionales y otro diverso por

leyes a los cuales se tilda igualmente de inconstitucionales. El acto de autoridad se reclama ya sea

porque no se basó en una norma jurídica promulgada o se fundo incorrectamente en el/a.

Impugnada por una persona que afirma a sido agraviada por el acto de aplicación de una ley, es

decir, controvierte el fundamento legal más no juzga la ley misma. En este caso la litis en el amparo

no examina la constitucionalidad de la ley, sino su ajuste legal al caso concreto. Es una cuestión de

legalidad y probablemente una sentencia relativa. En el acto legislativo se discute si el legislador no

debería de haber expedido una ley, por contravenir la Constitución. Si es fundado un amparo contra

leyes, el Más Alto Tribunal de la República, optaría por resolver que por ser inconstitucional no se

le debe aplicar al caso concreto. Aunque ya se ha dispuesto que la ley por esencia y naturaleza es

general, impersonal y abstracta. Todos estos argumentos se concreta a saber que es la norma

general, cuál es su acto de aplicación y cuáles sus efectos. Sin embargo en el proceso constitucional,

ru Juventino V. Castro. Artículo 105 Constitucional. M éxico, 3' ed, P órrua . 2000 . p. 3 I.
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el amparo contra leyes no se contempla el acto de aplicación, sino que se discute la esencia de la

ley. ..

2. - Controversia Constitucional

La Controversia Constitucional, se desprende de la Enciclopedia Juridica Mexicana

como: "las controversias de carácter j urldico que, como consecuencia de la estructura federal y de

la división de poderes en el Estado mexicano. pueden urgir entre diferentes órdenes normativos,

entre órganos que pertenezcan a órdenes distintos, asi como entre órganos que formen parte del

mismo orden, las que pueden ser plateadas en forma directa ante el pleno de la SCJN, de acuerdo

con lafracción Jdel articulo J05 de la Constitución. ..

Juventino V. Castro hace referencia ;113"las controversias constitucionales son

procedimientos plateados en forma de juicio ante la Suprema Corte de Justicia de la Nación,

accionables por la Federación, los Estados, el Distrito Federal o cuerpos de carácter municipal, y

que tienen por objeto solicitar la invalidación de normas generales o de actos no legislativos de

otros entes oficiales similares. alegándose que tales normas o actos no se ajustan a lo

constitucionalmente ordenado; o bien reclamándose la resolución de diferencias contenciosas sobre

limites de los Estados; con el objeto de que se decreto la legal vigencia o la invalidez de las normas

o actos impugnados, o el arreglo de limites entre Estados que disienten todo ello para preservan el

sistema y la estructura de la Constitución Politlca. "

Según se advierte el federalismo y la salvaguarda de la división de poderes son los

elementos que determinan la existencia de la controversia constitucional. La controversia

'" Juventi no V. Castro. Ob. Cit. p. 61.
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constitucional puede ser considerada desde dos puntos de vista: en primer lugar, como un

medio de protección del sistema federal de gobierno, destinado a mantener la afectividad

de las normas constitucionales que dan atribuciones especificas a los órganos originarios

del Estado; y por otro, como uno de los mecanismos contemplados por el derecho procesal

constitucional, cuyo fin radica en salvaguardar las disposiciones constitucionales contra

actos, normas generales o tratados internacionales que pretendan suprimir el orden

previsto por la Constitución. En cuanto a sus caracterlsticas de la Controversia Constitucional, el

Pleno de la Suprema Cort e de Justicia ha identificado las siguientes:' u

.:- Se instaura para garantizar el principio de división de poderes, pues

mediante ella se plantea una invasión de las esferas competenciales

establecidas en la Constitución;

.:. Constituye un verdadero juicio entre los poderes , entes u órganos que se

precisan en la fracción I del articulo 105 de la Constitución Federal;

.:. Sólo puede ser promovida por la Federación, los Estados, los Municipios y

el Distrito Federal;

.:. Supone la existencia de un agravio en perjuicio del promovente ;

.:. Entraña la realización de todo un proceso (demanda , contestación de

demanda, pruebas, alegatos y sentencia) ;

.:. No es procedente para impugnar normas generales en materia electoral ;

.:. Es procedente para impugnar tanto normas generales como actos de

entidades federativas, y

'" Tes is P/J. 7112000, Semanario Jud icial de la Federación y su Gaceta .!/" EP. t. XII. agosto de 2000. p. 965.
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.:. Los efectos de la sentencia, en el caso de normas generales, consistirán en

declarar la invalidez de la nonna con efectos erga omnes (aplicable a todo),

siempre que se trate de disposiciones de los Estados o de los Municipios

impugnados por la Federación, de los Municipios impugnados por los

Estados, o bien, en conflictos de órganos de atribución y siempre que haya

sido aprobada por una mayorla de por lo menos ocho votos de los Ministros

de la Suprema Corte de Justicia.

En el articulo 105, fracción 1, segundo párrafo, inciso c) de la Carta Magna,

menciona:

Articulo 105. La Suprema Corte de Justicia de la Nación conocerá,
en los términos que señale la ley reglamentaria, de los asuntos
siguientes:

1.- De las controversias constitucionales que, con excepción de las
que se-refierenala materia electorel, se susciten entre:

(. ..)

c).- El Poder Ejecutivo y el Congreso de la Unión; aquél y cualquiera
de las Cámaras de éste o, en su caso, la Comisión Permanente,
sean como órganos federales o del Distrito Federal;

(. . .)

Siempre que las controversias versen sobre disposiciones generales
de los Estados o de los municipios impugnadas por la Federación,
de los municipios impugnadas por /os Estados, o en los casos a que
se refieren los incisos c), h) y k) anteriores, y la resolución de la
Suprema Corte de Justicia las declare inválidas, dicha resolución
tendrá efectos generales cuando hubiera sido aprobada por una
mayorla de por lo menos ocho votos.

En los demás casos, las resoluciones de la Suprema Corte de
Justicia tendrán efectos únicamente respecto de las partes en la
controversia.
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El régimen federal se traduce en una precisa distribución de competencias, el poder

se divide para que no se concentre en un solo individuo; pero tales circunstancias serian

inútiles si no trajeran aparejado el bienestar de la soberanía nacional, que no reside en un

órgano gubemamental determinado, sino en el pueblo. Puede considerarse el siguiente

concepto de controversia constitucional como juicio de única instancia que, ante la

Suprema Corte de Justicia de la Nación, plantean la Federación, un Estado, el Distrito

Federal o un Municipio, para demandar la reparación de un agravio producido por una

norma generala un acto que, en ejercicio excesivo de sus atribuciones constitucionales,

fue responsabilidad de alguno de los órganos de gobierno citados, transgrediendo el

reparto de competencias establecidas en la Constitución.

Entonces, la tutela jurldica de la controversia constitucional es la protección del

ámbito de atribuciones de los órganos del Estado que derivan del sistema federal

(Federación, Estados, Municipios y Distrito Federal) y del sistema de división de poderes a

que se refieren los artículos 40,41 ,49, 115, 116 Y 122 de la Constitución Federal, con

motivo de sus actos o disposiciones generales que estén en conflicto con la Norma

Fundamental, lo cual se encuentra referido a los actos en estricto sentido y a las leyes

ordinarias y reglamentos, ya sean federales, locales o municipales e inclusive tratados

intemacionales. En ese orden de ideas, haré referencia a la obra de Juventino V. Castro;115

"Sin embargo, dentro de los criterios jurisprudenciales o de simples precedentes, - tal como ocurre

en toda la teoria del derecho-, las leyes, reglamentos y decretos se han compactado para hacer una

referencia a mandatos o disposiciones de naturaleza general, impersonal y abstracta, que

tradicionalmente se atribuyen a las leyes pero que en realidad son referidos a normas j urídicas

us Juventino V. Castro. Ob . CiL p. 69.
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generales que obligan a todas las personas inmersas en la hipótesis reglamentaria, y cuyo

incumplimiento daría como consecuencia /a imposición coactiva o el cumplimiento forzoso, en

virtud de que ese atributo pertenece a todos las normosj uridicas. ..

El trámite de las controversias constitucionales se rige por la Ley Reglamentaria de

/as fracciones / y 11 del articulo 105 de la Constitución Polftica de los Estados Unidos

Mexicanos y supletoriamente por el Código Federal de Procedimientos Civiles vigente.

El artículo 10 de la Ley Reglamentaria dispone quiénes son las partes en el juicio de

controversia constitucional:

1.- Actor o demandante: la entidad, poder u órgano que promueva la

controversia.

2. - Demandado: la entidad, poder u órgano que hubiere emitido y promulgado

la norma general, o bien, pronunciado el acto concreto que sea objeto de la

controversia.

3. - Tercero interesado: entidades, poderes u órganos de la fracción I del

artlcuto 105 constitucional, que sin tener el carácter de actores o

demandados pudieran resultar afectados por la sentencia.

4. - El Procurador General de la República.

En el articulo 19 de la Ley Reglamentaria enumera varios supuestos de

improcedencia de la controversia constitucional:

A) Contra decisiones de la Suprema Corte de Justicia de la Nación.

B) Contra normas generales o actos concretos en la materia electoral;
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C) Contra normas generales o actos concretos que sean materia de una

controversia pendiente de resolver, siempre y cuando exista identidad de

partes, normas generales o actos y conceptos de invalidez;

D) Contra normas generales o actos concretos que hubieran sido materia de

una ejecutoria dictada en otra controversia, o contra las resoluciones

dictadas con motivo de su ejecución, si hay identidad de partes, normas

generales o actos y conceptos de invalidez y la resolución haya tenido

efectos únicamente ínter partes;

E) Cuando hayan cesado los efectos de la norma general o acto concreto

materia de la controversia;

F) Cuando no se haya agotado la vla legalmente prevista para la solución del

propio conflicto;

G) Cuando la demanda se presente fuera de los plazos previstos por el

articulo 21 de la ley reglamentaria, y

H) En los demás casos en que la improcedencia resulte de alguna disposición

de dicha ley.

Dentro de las particularidades de las sentencias según lo referido por Juventino V.

castro!" son las siguientes: 1.- En la controversia constitucional se impugna la norma

general emitida o promulgada, en este caso por el Poder Ejecutivo facultado por el articulo

89, fracción 1; cuya sentencia deberá distinguirse los efectos tanto para la norma general

como para el acto juridico; 2.- Cuando el último párrafo del articulo 105 constitucional se

refiere a los dos primeros párrafos de la fracción XVI del artículo 107 constitucional, se esta

116 Idem. p. 116.
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ante la repetici6n del acto reclamado, si en la sentencia ordena se inválida la norma

general expedida y se vuelve a dictar una misma norma con el mismo fundamento legal,

entonces surge la interrogante si el Poder Judicial puede ordenar al Poder Ejecutivo que no

emita en base al articulo 89, fracci6n 1, una norma generala reglamento en tal sentido y si

lo hace que puede hacer el Poder Judicial al respecto. Los efectos de las sentencias son

ciertos supuestos y previo cumplimiento de requisitos establecidos en la Constituci6n y en

la Ley Reglamentaria, es posible que una controversia constitucional produzca la invalidez

absoluta de una norma general. Para ello es preciso, en primer término, la controversia se

haya promovido contra una norma de carácter general y la sentencia surta efectos a partir

de lo dispuesto por el Máximo Tribunal. Por lo demás, las resoluciones no tienen efectos

retroactivos, salvo en materia penal. Por otro lado, el Presidente de la Suprema Corte de

Justicia de la Naci6n ordena la publicaci6n integra de todas las sentencias en el Semanario

Judicial de la Federaci6n y su Gaceta; y si el fallo declara la invalidez de una norma

general, se publica también en el Diario Oficial de la Federaci6n y en el 6rgano oficial

donde la norma invalidada se hubiere publicado.

• 3. - Acción de Inconstitucionalidad

En la Enciclopedia Jurldica Mexicana117 indica que "las acciones de inconstttuctonaltdad son

el medio de impugnación establecido por la fracción II del articulo J05 de la Constitución para

plantear directamente ante el pleno de la SCJN la pasible contradicción entre una norma de

carácter general. ya sean federales o locales o tratados internacionales, y la propia Constitución.

Las acciones de inconstitucionalidadforman parte de las "garantlas constitucionales ", es decir, de

1I7 Enciclopedia Jurld ica Mexicana. México. UNAM. IIJ. Porrúa. l' ed. 2002.Tomo 1. p. 72.
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los instrumentos j urídicos, de carácter esencialmente procesal, que tienen por objeto la reparación

del orden constitucional cuando ha sido violado o desconocido, así como la evolución y adaptación

de sus normas a la realidad. "

El jurista Juventino V. Castro11B define "las acciones de inconstitucionalidad son

procedimientos planteados en f orma de juicio ante la Suprema Corte de Justicia de la Nación, por

órganos legislativos minoritarios, por los portidos políticos con registro federal o estadual, o por el

Procurador General de la República, en las cuales se controvierte la posible contradicción ente una

norma de carácter general o un tratado internacional, por una parte, y la Constitución, por la otra,

exigiéndose en el juicio la invalidación de la norma o del tratado imp ugnado, para hacer prevalecer

los mandatos constitucionales. "

La jurisprudencia plenaria de la Suprema Corte de Justicia ha establecido las

siguientes características de la acción inconstitucional:

1. Se promueve para alegar la contradicción entre la norma impugnada y la

Ley Fundamental.

11. Puede ser promovida por el Procurador General de la República, los

partidos politicos y el 33%, cuando menos, de los integrantes del órgano

legislativo que haya expedido la norma.

111 . Supone una solicitud para la Suprema Corte de Justicia de la Nación y

analice en abstracto la constitucionalidad de una norma.

IV. Se trata de un procedimiento.

V. Puede interponerse para combatir cualquier tipo de normas.

VI. Sólo procede por lo que respecta a normas generales.

" ' Juvent íno O. Castro. Ob. Cit. p. 123.
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VII. La sentencia tendrá efectos generales siempre que sea aprobada por lo

menos por ocho Ministro.

Al igual que otros medios de control constitucional, la acción de inconstitucionalidad

comprende el respecto que el legislador debe rendirle a la Ley Fundamental. Mediante una

sentencia estimatoria, esto es, que declare la invalidez general de una nonna contraria a la

Constitución Polltica; el legislador está obligado a observar el principio de supremacia

constitucional antes de expedir cualquier nonna general. En México se promueven a

pasteríorí, pues la nonna es promulgada y publicada antes de cuestionar su

constitucionalidad. Los antecedentes señalados penniten conceptuar a la acción de

inconstitucionalidad como el procedimiento abstracto de control, de la Suprema Corte de

Justicia de la Nación conocerá y resolverá la posible contradicción entre una nonna

general, un tratado internacional y la Constitución Politica de los Estados Unidos

Mexicanos vigente, en su integridad y, en su caso, declare la invalidez total o parcial de

aquellas normas, a fin de garantizar la regularidad constitucional y la certeza del orden

jurídico nacional, según lo establecido por el artículo 105, fracción 11 de la Constitución, 2do

párrafo. Las acciones de inconstitucionalidad están reguladas por la Ley Reglamentaria de

las fracciones I y 11 del articulo 105 de la Constitución Politica de los Estados Unidos

Mexicanos. en sus articulas 59 a la 63 y supletoriamente por el Código Federal de

Procedimientos Civiles vigente. La acción de inconstitucionalidad puede ser promovida por:

1. - El equivalente al 33% de los integrantes de la Cámara de Diputados del

Congreso de la Unión, en contra de leyes federales o del Distrito Federal

expedidas por aquél;

Neevia docConverter 5.1



127

2. - El equivalente al 33% de los integrantes del Senado, en contra de leyes

federales o del Distrito Federal expedidas por el Congreso de la Unión o de

tratados internacionales celebrados por el Estado mexicano;

3. - El Procurador General de la República, en contra de leyes de carácter

federal , estatal y del Distrito Federal, asl como de tratados internacionales

celebrados por el Estado mexicano;

4. - El equivalente al 33% de los integrantes de alguno de los órganos

legislativos estatales, en contra de leyes expedidas por el propio órgano.

5. - El equivalente al 33% de los integrantes de la Asamblea Legislativa del

Distrito Federal, en contra de leyes expedidas por la propia Asamblea y

6. - Los partidos politicos con registro ante el Instituto Federal Electoral por

conducto de sus dirigencias nacionales, en contra de leyes electorales,

federales o locales y los partidos politicos con registro estatal, a través de

sus dirigencias, pero sólo contra leyes electorales expedidas por el órgano

legislativo de la entidad federativa que les otorgó el registro.

Por otra parte, dictada la sentencia, el Presidente de la Suprema Corte de Justicia de

la Nación ordena notificar a las partes y publicarla integramente en el Semanario Judicial

de la Federación y su Gaceta, junto con los votos particulares que se formulen. Ahora bien,

cuando en la sentencia se declare la invalidez de la norma general, el propio Presidente de

la Corte ordena también su inserción en el Diario Oficial de la Federación y en el órgano

oficial en que tales normas se hubieran publicado. Las sentencias producen sus efectos a

partir de la fecha que determine la Suprema Corte de Justicia de la Nación y la declaración

de invalidez, en su caso contengan, no tendrá efectos retroactivos salvo en material penal,
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regirán los principios generales y disposiciones legales aplicables de dicha materia. Los

efectos de la resolución, fundada en la Ley Reglamentaria de las fracciones 1y 11 del Articulo

105 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, son:

TITULO 1/1 DE LAS ACCIONES DE INCONSTITUCIONAL/DAD
CAPITULO 111 DE LAS SENTENCIAS

ARnCULO 71. Al dictar sentencia, la Suprema Corte de Jusiicia de la
Nación deberá corregir los errores que advierta en la cita de los preceptos
invocados y suplirá los conceptos de invalidez planteados en la demanda.
La Suprema Corte de Justicia de la Nación podrá fundar su declaratoria de
inconsiitucionalidad en la violación de cualquier precepto constitucional,
haya o no sido invocado en el escrito inicial.

Las sentencias que dicte la Suprema Corte de Jusiicia de la Nación sobre
la no conformidad de leyes electorales a la Constitución, sólo podrán
referirse a la violación de los preceptos expresemente seilalados en el
escrito inicial.

ARnCULO 72. Las resoluciones de la Suprema Corte de Jusiicia sólo
podrán declarar la invalidez de las normas impugnadas, si fueren
aprobadas por cuando menos ocho votos. Si no se aprobaran por la
mayorla indicada, el Tribunal Pleno desestimará la acción ejercitada y
ordenará el archivo del asunto.

AsI misma dispone en los articulos de la misma ley:

ARnCULO 43. Las razones contenidas en los considerandos que funden
los resolutivos da las sentencias aprobadas por cuando menos ocho votos,
serán obligatorias para las Salas, tribunales unitarios y colegiados de
circuito, juzgados de distrito, tribunales militares, agrarios y judiciales del
orden común de los Estados y del Distrito Federal, y administrativos y del
trabajo, sean éstos federales o, locales.

ARnCULO 45. Las sentencias producirán sus efectos a partir de la fecha
que determine la Suprema Corte de Justicia de la Nación. La declaración
de invalidez de las sentencias no tendrá efectos retroactivos, selva en
materia penal, en la que regirán los principios generales y disposiciones
legales aplicables de esta materia.

Esta hipótesis ya se presentó en la historia polltica de México reciente; Carlos

Salinas de Gortari siendo Presidente de la República Mexicana tenia la representación

mayoria en la Cámara de Diputados para realizar reformas legislativas pero no
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constitucionales, no quiso, por razones pollticas (someter al debate nacional y por no

"asegurar" los acuerdos políticos con el PAN), presentar al conocimiento de las Cámaras

una reforma a la ley sobre inversión extranjera. Prefirió de manera anticonstitucional

promulgar un reglamento que contradecía absolutamente los principios y alcances de la ley

entonces en vigor. El reglamento de la ley para promover la inversión mexicana y regular la

inversión extranjera, fue publicado en el Diario Oficial de la Federación el dla 16 de mayo

de 1989, este reglamento contradecla la Ley para Promover la Inversión Mexicana y

Regular la Inversión Extranjera de 1973. La ley de 1973 era altamente proteccionista y

nacionalista. Más tarde, se convalidó la situación mediante la Ley de Inversión Extranjera,

publicada en el Diario Oficial de la Federación el 27 de diciembre de 1993.

4.- Recurso de Revisión

Es de hacer notar que la fracción VIII, inciso a), del articulo 107 de la Constitución,

previene la competencia de la Suprema Corte para conocer en revisión, no solamente

tratándose de reglamentos federales expedidos por el presidente de la República en uso

de la facultad reglamentaria otorgada por la fracción 1, del artículo 89 constitucional, sino

también de reglamentos locales para el Distrito Federal; expedidos por el Jefe del Distrito

Federal. El articulo 84, fracción 1, inciso a), de la Ley de Amparo dispone:

ARTICULO 84.- Es competente la Suprema Corte de Justicia para conocer
del recurso de revisión, en los casos siguientes:

1.- Contra las sentencias pronunciadas en la audiencia constitucional por
los jueces de Distrito, cuando:

a} Habiéndose impugnado en la demanda de amparo, por estimarlos
inconstitucionales, leyes federales o locales, tratados internacionales,
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reglamentos expedidos por el Presidente de la República de acuerdo
con la fracción I del articulo 89 constitucional y reglamentos de leyes
locales expedidos por tos gobemadores de los Estados, o cuando en la
sentencia se establezca la interpretación directa de un precepto de la
Constitución, subsista en el recurso el problema de constitucionalidad;

111.- LA FACULTAD REGLAMENTARIA DEL PODER EJECUTIVO Y

SU RESPONSABILIDAD JURíDICA

1. - Presidente de la República como servidor público

En opinión del doctor Carlos A. Morales Paulin; "doctrinalmente el servidor público es

toda persona fisica que independientemente se su nivel jerárquico presta su esfuerzo fisico e

intelectual a cambio de un salario a los órganos del Estado. ,,//9 Se puede iniciar senalanda

quienes son considerados servidores públicos para efectos de la aplicación del Régimen

de Responsabilidades previsto en el Titulo Cuarto de nuestra Carta Magna, de los artlculos

108 al 114. En el Articulo 108 constitucional hace referencia a la responsabilidad de los

servidores públicos:

Articulo 108. - Para los efectos de las responsabilidades a que alude
este TItulo se reputarán como selVÍdores públicos a los representantes
de elección popular, a los miembros del Poder Judicial Federal y del
Poder Judicial del Distrito Federal, los funcionarios y empleados, y, en
general, a toda persona que desempeñe un empleo, cargo o comisión
de cualquier naturaleza en la Administración Pública Federal o en el
Distrito Federal, asl como a los servidores del Instituto Federal
Electoral...
(....)
El Presidente de la República...
(....)

119 Temas Selectos de Derecho Constitucional. Instituto de Investigaciones Legislativas del Senado de la República.
Mtxico. )' ed. 2003. p.\SO.
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Los Gobemadores de los Estados, los Diputados a las Legislaturas
Locales, los Magistrados de los Tribunales Superiores de justicia
Locales y, en su caso, los miembros de los Consejos de las Judicaturas
Locales...
(....)
Las Constituciones de los Estados de la República precisarán, en los
mismos t érminos del primer párrafo de este artIculo y para los efectos
de sus responsabilidades, el carácter de servidores públicos de quienes
desempef¡en empleo, cargo o comisión en los Estados y en los
Municipios.

El Presidente de la República es un servidor público en consideración al articulo

anterior. La posibilidad de fincar alguna responsabilidad al Presidente de la República

Mexicana dentro del marco jurldico de la responsabilidad de los servidores públicos, debe

estar sujeta a una nonnativa jurldica especifica, contenida en la Constitución, en la

legislación secundaria y con otros ordenamientos jurldicos . Queda comprendido en el

marco legal la responsabilidad jurídica de los servidores públicos, principalmente en la Ley

Federal de Responsabilidades de los Servidores Públicos (LFRSP), que por decreto

publicado en el Diario Oficial de la federación con fecha 13 de marzo de 2002 se expidió la

Ley Federal de Responsabilidades Administrativas de los Servidores Públicos (LFRASP) y

en el articulo segundo transitorio deroga los titulas primero, por lo que se refiere a las

responsabilidades administrativas y tercero y cuarto únicamente por lo que respecta al

ámbito federal; y en los titulas décimo y decimoprimero del libro segundo del Código Penal

Federal, en los articulas 1830,1910,1915, 1916, 2108, 2109 Y 2116 del Código Civil

Federal. Es responsabilidad jurldica cuando los hechos quedan sometidos a la reacción

juridica contra el daño producido, la finalidad de tal reacción consiste en la represión del

mal causado y se alcanza a través del derecho mediante el traslado de la carga del

perjuicio por encontrarse en situación de responsabilidad. La Suprema Corte de Justicia
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ha dividido en lo concerniente la responsabilidad jurídica en las siguientes

responsabilidades; administrativa, civil, política y penal.120

RESPONSABILIDADES DE SERVIDORES PUBLlCOS. SUS
MODALIDADES DE ACUERDO CON EL TITULO CUARTO
CONSTITUCIONAL. De acuerdo con lo dispuesto por los articulos
108 al 114 de la Constitución Federal, el sistema de
responsabilidades de los servidore« públicos se confonna por cuatro
vertientes: A).- La responsabilidad politica para ciertas categorlas de
servidores públicos de alto rango, por la comisión de actos u
omisiones que redunden en perjuicio de los intereses públicos
fundamentales o de su buen despacho; B).- La responsabilidad penal
para los servkiores públicos que incurran en delito; C).- La
responsabilidad administrativa para los que fallen a la legalidad,
honradez, lealtad, imparcialidad y eficiencia en la función pública, y
D).- La responsabilidad civil para los seNidores públicos que con su
actuación illcita causen daños patrimoniales. Por lo demás, el
sistema descansa en un principio de autonomia, confonne al cual
para cada tipo de responsabilidad se instituyen órganos,
procedimientos, supuestos y sanciones propias, aunque algunas de
éstas coincidan desde el punto de vista material, como ocurre
tratándose de las sanciones económicas aplicables tanto a la
responsabilidad polltica, a la administrativa o penal, asi como la
inhabilitación prevista para las dos primeras, de modo que un
servidor público puede ser sujeto de varias responsabilidades y, por
lo mismo, susceptible de ser sancionado en diferentes vles y con
distintas'sanciones.

2. - La Responsabilidad Administrativa

Se entiende por responsabilidad administrativa la derivada de faltas administrativas;

es decir, infracciones o contravenciones a preceptos legales dirigidos a conservar la

administración pública y no están tipificados como delitos; en la fracción 111 del articulo 109

120 Instanc ia: Pleno, SJf y su Gaceta, Abril de 1996, Tesis: P. LXI96, p. 128.
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Constitucional prevé las sanciones administrativas y el articu lo 113 constitucional

establece la responsabilidad administrativa del servidor público cuando sus actos u

omisiones afecten la legalidad, lealtad, imparcialidad y eficiencia que deban observar en el

desempello de sus funciones, empleos, cargos y comisiones. El jurista Serra Rojas

menciona la responsabilidad administrativa como "la que surge de actos u omisiones de las

autoridades administrativas de toda clase; en el ejercicio de sus fu nciones y cundo violan.

quebrantan o desconocen las normas a que deben atenderse y lesionan intereses públicos o de los

particulares. :' 111 El articulo 2 de la Ley Federal de Responsabilidades Administrativas de

los SeNidores Públicos; nos referimos en adelante respecto a esta ley con las iniciales

LFRASP; nos envla al articulo 108 constitucional, en sus párrafos primero y tercero,

enumera los servidores públicos; 1.- Representantes de Elección Popular, 2.- Los Miembros del

Poder Judicial Federal y del Poder Judicial del Distrito Federal, 3.- Funcionarios y Empleados y

en General a toda persona que desempeñe un empleo, cargo o comisión de cualquier naturaleza en

la Administración Pública Federal o en el Distrito Federal, 4.- Los Gobernadores de los Estados,

los Diputados a las legislaturas locales y los magistrados de los Tribunales de Justicia Locales. La

LFRASP, Titulo Segundo de Responsabilidades Administrativas, capitulo primero, en su

articulo 8 menciona las obligaciones de los sujetos de responsabilidad administrativa, las

autoridades competentes para la aplicación de esta ley esta regida por el articulo 3. La

LFRASP regula en forma general las caracteristicas de la responsabilidad administrativa,

cada autoridad mencionada tiene en su ámbito de competencia su propia aplicación según

su ley respectiva. Por ejemplo; en el Legislativo Federal cuenta con la Ley Orgánica del

Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos; en el Ejecutivo federal, en cada una

121 Serra Rojas, Andrés. Diccionario de Ciencia Política. México. fCE. l ' ed.I999. p. 49.
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de las entidades de la Administración Pública Federal, deberán existir contralorias internas

o unidades de quejas y denuncias. En el Judicial Federal esta regida por la Ley Orgánica

del Poder Judicial de la Federación y además los Organismos Autónomos son regulados

por los órganos de control interno. El procedimiento se aplicara según el caso de

responsabilidad administrativa y autoridad competente . Las sanciones consistirán de

acuerdo al artIculo 113 de la Constitución Mexicana; además de las se señalen en las

leyes de la dependencia o entidad que se traten; la suspensión. destitución. inhabilitación,

sanciones económicas y las sanciones deberán aplicarse tomando en cuenta los criterios del artículo

14 de la LFRASP.

ARTIcULO 14.- Para la imposición de las sanciones administrativas se
tomarán en cuenta los elementos propios del empleo, cargo o comisión
que desempeñaba el servidor público cuando incurrió en la falta, que a
continuación se refieren:

1.- La gravedad de la responsabilidad en que se incurra y la
conveniencia de suprimir prácticas que infrinjan, en cualquier fonna, las
disposiciones de la Ley o las que se dicten con base en ella;

11.- Las circunstancias socioeconómicas del servidorpúblico;

111.- El nivel jerárquico y los antecedentes del infractor, entre ellos la
antigOedad en el servicio;

IV.- Las condiciones exteriores y los medios de ejecución;

V.- La reincidencia en el incumplimiento de obligaciones, y

VI.- El monto del beneficio, lucro, o daño o perjuicio derivado del
incumplimiento de obligaciones. Para los efectos de la Ley, se
considerará reincidente al seNidor público que habiendo sido declarado
responsable del incumplimiento a alguna de las obligaciones a que se
refiere el articulo 8 de la Ley, incurra nuevamente en una o varias
conductas infractoras a dicho precepto legal.
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De acuerdo con el articulo 25 de la LFRASP, podrá el servidor público que resulte

responsable interponer el recurso de revocación o impugnarlas directamente ante el

Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa. Conforme a lo anterior, el articulo 108

segundo párrafo constitucional, el Presidente de la República sólo podrá ser acusado por

traición a la patria y delitos graves del orden común, en consecuencia goza de inmunidad

durante el periodo de su encargo. Este privilegio se ha mantenido hasta nuestros dias, la

justificación jurldica es considerar lo peligroso que resultarla dar un trato igual al Poder

Ejecutivo como servidor público, quien tiene a su cargo la representación del Estado

nacional y por tanto la seguridad nacional. Ni en la Constitución, ni en la LFRASP

mencionan expresamente como sujeto de responsabilidad al Presidente de la República;

reflexionando estas disposiciones legales considero que si puede ser comprometido

administrativamente, según lo establecido por el artIculo 108 primer párrafo, "Para los

efectos de las responsabilidades a que alude este Título se reputarán como servidores públicos a los

representantes de elección popular, ...

3. - La Responsabilidad Civil

La responsabilidad civil tiene como punto de partida un mal inflingido a un individuo o

a varios en lo particular, el perjudicado deberá limitarse a solicitar, ante los Tribunales

competentes, la reparación del daño o perjuicio ocasionado. Además tiene un nexo jurldico

de obligación entre dos sujetos, que los pueda convertir a uno en acreedor y a otro en

deudor. La responsabilidad civil deriva de tres orlgenes; responsabilidad objetiva, actos

iIIcitos o incumplimiento de una obligación. En el articulo 111 constitucional menciona las

demandas del orden civil que se entablen contra cualquier servidor público, no se requerirá

Neevia docConverter 5.1



136

declaración de procedencia, no será necesario se refiera al fuero de que gozan

determinados servidores públicos a efecto de hacer exigible la misma. Derivada de la

responsabilidad civil se instituyo también la responsabilidad patrimonial del Estado, misma

que se establece como objetiva y directa, elevado a nivel constitucional en el articulo 113,

según párrafo; 'La responsabilidad del Estado por los daños que, con motivo de su actividad

administrativa irregular, causa en los bienes o derechos de los particulares, será objetiva y directa.

Las particulares tendrán derecho a una indemnización conforme a las bases. limites y

procedimientos que establezcan las leyes. : Por lo que bastará que el gobemado haya sido

dañado o perjudicado física o moralmente en sus derechos para reclamar mediante el

procedimiento establecido en la Ley Federal de Responsabilidad Patrimonial del Estado, la

restitución o restablecimiento de su derecho ante el Tribunal Federal de Justicia Fiscal y

. Administrativa y por lo tanto el Estado estará obligado a cubrir la indemnización

correspondiente.

Bajo el régimen actual de responsabilidad civil extracontractual del Estado -de

carácter subjetiva e indirecta-o los particulares prácticamente no pueden obtener la

indemnización correspondiente por parte del Estado, cuando con motivo de la actuación de

los servidores públicos se les causa una lesión patrimonial (antes el articulo 1927 del

Código Civil federal). Igualmente, el régimen de responsabilidad administrativa de los

servidores públicos -que con su actuar ocasionan danos y perjuicios a los particulares- no

ha resultado eficaz. ya que este sistema supone la responsabilidad previa de los servidores

públicos después de un procedimiento administrativo disciplinario y no una responsabilidad

directa del Estado (hoy, articulo 33 de la Ley Federal de Responsabilidades

Administrativas de los Servidores Públicos; antes, articulo 77-bis de la Ley Federal de
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Responsabilidades de los Servidores Públicos). En consecuencia, se puede afirmar que

ambos sistemas, es decir, el previsto en el Código Civil, y la ley administrativa antes

mencionada, no contemplan un auténtico régimen de responsabilidad patrimonial del

Estado de carácter directa y objetiva. Un régimen de "responsabilidad directa" significa que

es el Estado quien responde al reclamo de indemnización que le formulan los particulares

cuando la actuación de los servidores públicos les ocasionan lesiones en sus respectivos

patrimonios. Por otra parte, un régimen de "responsabilidad objetiva" significa que,

independientemente de que la conducta del servidor público que ocasione la lesión haya

sido lícita o ilícita, regular o irregular, legitima o ilegitima, la lesión causada debe

indemnizarse en tanto que tal acción -u omisi6n- vulnera un derecho a la integridad

patrimonial que se contempla previamente como garantia, y que ahora se ha elevado a

nivel constitucional. Lo anterior significa que la lesión (o daño, en sentido amplio) resentida

por un particular constituye un "perjuicio antijuridico", lo cual no implica una antijuridicidad

referida a la conducta del agente causante del daño, sino el pe~uicio antijuridico en si

mismo.

4. - La Responsabilidad Política

La responsabilidad politica deriva de la violación a la fracción I del articulo 109 y 110

de la Constitución Polltica de los Estados Unidos Mexicanos; este tipo de

responsabilidades procede solamente por actos u omisiones que redunden en pequicio de

los intereses públicos fundamenta les o de su buen despacho. Pero que debemos de

entender por intereses públicos fundamentales o su buen despacho, la respuesta esta en

el articulo 7 de la Ley Federal de Responsabilidad de los Servidores Públicos.
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ARTIcULO 7.- Redundan en perjuicio de los intereses públicos
fundamentales y de su buen despacho:
1. - El ataque a las instituciones democráticas;
1/.- El ataque a la forma de gobiemo republicano, representativo,
federal;
11/.- Las violaciones graves y sistemáticas a las garantfas
individuales o sociales;
IV.- El ataque a la libertad de sufragio;
V.- La usurpación de atribuciones;
VI.- Cualquier infracción a la Constitución o a las leyes federales
cuando cause peljuicios graves a la Federación, a uno o varios
Estados de la misma o de la sociedad, o motive algún trastorno en
el funcionamiento normal de las instituciones;
VI/.- Las omisiones de carácter grave, en los términos de la fracción
anterior; y
VIII.- Las violaciones sistemáticas o graves a los planes, programas
y presupuestos de la Administración Pública Federal o del Distrito
Federal y a las leyes que determinan el manejo de los recursos
económicos federales y del Distrito Federal.
No procede el juicio po/itico por la mera expresión de ideas.
El Congreso de la Unión valorará la existencia y gravedad de los
actos u omisiones a que se refiere este articulo. Cuando aquellos
tengan carácter delicfuoso se formulará la declaración de
procedencia a la que alude la presente ley y se estará a lo dispuesto
por la legislación penal.

De conformidad con nuestro sistema jurldico, la expresión de "responsabilidad

política" se utiliza como aquella que puede atribuirse a un servidor público de alta jerarqula

como consecuencia de juicio politico seguido por presuntas infracciones graves de carácter

político, con independencia de que las mismas configuren o no algún delito sancionado en

la legislación penal común. El medio para hacer efectiva la responsabilidad política es el

Juicio Polltico, cuyo procedimiento se encuentra a cargo del Congreso de la Unión, la

cámara de Diputados actúa como parte acusadora y el Senado como jurado de sentencia.

El objeto de dicho procedimiento es determinar si un servidor público cometió o no la

violación que se le imputa, es por tanto, una forma de control de constitucionalidad, un

medio de aseguramiento o garantía de que la Constitución Politica de nuestro país se

cumpla efectivamente. Para poder iniciar el juicio polltico, es requisito indispensable la
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presentación de una denuncia, la cual sólo podrá hacerse contra uno de los servidores

públicos previstos en los articulos 28 y 110 de la Carta Magna, siempre y cuando se

presente alguna de las conductas a que hace referencia el articulo 7 de la Ley Federal de

Responsabilidades de los Servidores Públicos. La denuncia deberá ser presentada durante

el tiempo que el servidor público desempeñe su empleo, cargo o comisión, o a más tardar

dentro del ano siguiente a la conclusión de sus funciones; toda vez que si no ocurre dentro

de estos dos supuestos, éste será notoriamente improcedente. La denuncia deberá ser

presentada en la cámara de Diputados por conducto de la Oficialía Mayor, la cual se

encargará de informar el tumo a cada una de las coordinaciones de los grupos

parlamentarios de dicha Cámara. Las sanciones que se pueden imponer en el juicio

político, son la destitución o inhabilitación para el desempeño de funciones, empleo, cargos

o comisiones en el servicio público, las cuales van desde uno a veinte años; no se puede

imponer ninguno otro tipo de sanciones. En cambio, cuando las conclusiones son de

responsabilidad del servidor público, se requiere el voto aprobatorio de por lo menos dos

terceras partes de los senadores miembros del jurado presentes, con lo que se entiende

que el acusado queda separado de su cargo a partir de ese momento. Esta materia se

encuentra regulado en el titulo segundo de procedimientos ante elCongreso de la Unión.

En Materia de Juicio Político, capitulo 11 de procedimiento en el Juicio Político de la Ley

Federal de Responsabilidad de los Servidores Públicos.

Por lo que corresponde al Titular del Ejecutivo federal puede asegurarse que carece

de responsabilidad politica, en virtud de que si bien es cierto que el primer párrafo del

articulo 108 de la Constitución Federal reputa como servidor público los representantes de

elección popular, dentro de los que debe incluirse al primer mandatario, también lo es, que

el primer párrafo del articulo 110 no lo incluye como sujeto del juicio politico. Por otra parte
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el articulo 87 constitucional dispone que el Presidente de la República , al tomar posesión

de su encargo y ante el Congreso de la Unión presta la protesta que otorga al Presidente

de asumir su cargo de guardar y hacer guardar la Constitución, le impone un deber cuyo

quebrantamiento no tiene sanción alguna durante el desempeño de sus funciones; por

consiguiente, el incumplimiento de la obligación que tiene de promulgar las leyes y

decretos del Congreso de la Unión no origina acusación alguna. Recordando que la

responsabilidad política no sólo abarca los actos ilicitos de la autoridad , sino que muchas

veces comprende también a los actos Ilcitos y legitimos que son objeto de discusión, de

censura y hasta de enjuiciamiento polltico. Por lo tanto consideramos el hecho de no incluir

entre los sujetos a la responsabilidad por juicio polltico al prop io Presidente de la República

es un total y completa irresponsabilidad por parte de los legisladores . Considerando, por

otro lado, la inmunidad temporal otorgada a favor del Presidente de la República para no

ser sujeto a juicio polltico bajo la expresión "durante el tiempo de su encargo ", en este

supuesto el Presidente si podria ser sujeto a juicio político , aunque la sanción aplicable

seria la inhabilitación, ya que si éste se ha separado de su encargo la destitución no es

procedente, a menos que se encuentre desempeñando un cargo distinto.

5. - La Responsabilidad Penal

Todos los servidores públicos son penalmente responsables por las conductas ilicitas

que cometan en contravención de las disposiciones contenidas en las leyes aplicables de

la materia. Esto tiene su fundamento en los articulas 109 fracciones 11 y 111, 111, 112 Y 114

párrafo segundo constituc ionales. La declaración de procedencia es regulada por la Ley
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Federal de Responsabilidad de los Servidores Públicos del articulo 25 al 45. La declaración

de procedencia está vinculada a la materia penal, esto es, a los i1fcitos que de esta

naturaleza puedan cometer los servidores públicos que establece el articulo 111 de la

Constitución. Este proceso parlamentario era conocido en la práctica como desafuero. Hay

que señalar, desde este momento, que tal declaración se desarrolla exclusivamente en la

Cámara de Diputados:

A) Cuando se presente denunc ia o querella por particulares o requerimiento del Ministerio Público cumplidos
los requisitos procedimentales respectivos para el ejercicio de la acción penal, a fin de que pueda procederse
penalmente en contra de algunos de los servidores públicos a que se refiere el primer párrafo del artículo 111
dc la Constitución General de la República, se actuará en lo pertinente de acuerdo con el procedim iento en
materia de juicio político ante la Cámara de Diputados.

Para tales efectos la sección deberá rendir su dictamen en un plazo de sesenta días hábiles, salvo que fuese
necesario disponer de más tiempo, a criterio de la sección. En este caso se observarán las normas acerca de
ampliación de plazos para la recepción de pruebas en el procedimiento referente al Juicio Político. Esto es, si
al concluir el plazo señalado no hubiese sido posible rendir su dictamen podrá ampliarlo en la medida que
resulte estrictamente necesario (Art, 14, párrafo segundo LFRSP).

La sección instructora practicará todas las diligencias conducentes a establecer la existencia del delito y la
probable responsabilidad del imputado, así como la subsistencia del fuero constitucional cuya remoción se
solicita.

Concluida esta averiguación , la sección dictaminará si ha lugar a proceder penalmente en contra del
inculpado.

B) Si a juicio de la sección, la imputación fuese notoriamente improcedente, lo hará saber de inmediato a la
Cámara, para que resuelva si se continúa o desecha, sin perjuicio de reanudar el procedim iento si
posteriormente aparecen motivos que lo justifiquen (Art. 25 LFRSP).

C) Dada cuenta del dictamen correspondiente, el presidente de la Cámara anunciará que debe erigirse en
Jurado de Procedencia al d ía siguiente a la fecha en que se hubiese depositado el dictamen, haciéndolo saber
al inculpado y a su defensor, as! como al denunciante, al querellante o al Ministerio Público, en su caso (Art .
26 LFRSP).

D) AUDIENCIA. El dia designado, previa declaración al Presidente de la Cámara, conocerá la asamblea del
dictamen que la sección le presente y actuará en los mismos términos previstos por el articulo 20 en materia
de Juicio Político (Art. 27 LFRSP). Esto es, en dicha audiencia y una vez que la Cámara de Diputados se erijá
en Jurado de Procedencia . En seguida la Secretaria dará lectura a las constancias procedimentales o a una
síntesis que contenga los puntos sustanciales de éstas , as! como a las conclusiones de la sección instructora.
Acto continuo se concederá la palabra al denunciante, al querellante o al Ministerio Público y en seguida al
inculpado o a su defensor, o a ambos si alguno de éstos lo solicitare, para que aleguen lo que convenga a sus
derechos .
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El denunciante podrá replicar, y si lo hiciere, el inculpado y su defensor podrán hacer uso de la palabra en
último término.

Retirados el denunciante y/o querellante, el Ministerio Público, el inculpado y su defensor, se procederá a
discutir y a votar las conclusiones propuestas por la sección instructora (Art. 20 LFRSP).

E) Si la Cámara de Diputados declara que ha lugar a proceder contra el inculpado, éste quedará
inmediatamente separado de su empleo, cargo o comisión y sujeto a la ju risdicción de los tribunales
competentes.

F) En caso negativo, no habrá lugar a procedimiento ulterior mientras subsista el fuero, pero tal declaración no
será obstáculo para que el procedimiento continúe su curso cuando el servidor público haya concluido el
desempeño de su empleo, cargo o comisión.

G) Por lo que toca a gobernadores, diputados a las legislaturas locales y Magistrados de los tribunales
superiores de j usticia de los estados a quienes se les hubiere atribuido la comisión de delitos federales, la
declaración de procedencia que al efecto dicte la Cámara de diputados, se remitir! a la legislatura local
respectiva, para que en eje rcicio de sus atribuciones proceda como corresponda y, en su caso, ponga al
inculpado a disposición del Ministerio Público federal o del órgano j urisdiccional respectivo (Art. 28 LFRSP).

H) Cuando se siga proceso penal a un servidor publico de los mencionados en el artículo 1I 1 constitucional,
sin haberse satisfecho el procedimiento al que se refieren los artículos anteriores, la Secretaría de la misma
Cámara o de la comisión permanente librará oficio al juez o tribunal que conozca de la causa, a fin de que
suspenda el procedimiento en tanto se plantea y resuelve si ha lugar a proceder (Art. 29 LFRSP).

El régimen jurldico en lo que respecta a la responsabilidad Penal del Presidente de la

República , únicamente puede circunscribirse a las normas que al respecto tiene la

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. Lo anterior esta regulada en el

párrafo segundo del articulo 108 constitucional , no llega a ser de todo convincente, al

disponer que el presidente de la República, durante el tiempo de su encargo, sólo pueda ser

juzgado por traición a la patria y delitos graves del orden común; el párrafo cuarto del articulo

111 Y el articulo 110 constitucional. Por lo que respecta a la traición a la patria el Código

Penal Federal lo regula de la siguiente manera los artículos 123, 123, 125 Y 126. Los delitos

federales considerados graves se encuentran contemplados en el Código Federal de

Procedimientos Penales en su articulo 194.
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ARTICULO 123.· SE IMPONDRA LA PENA DE PRISION DE CINCO A CUARENTA Aflos y
MULTA HASTA DE CINCUENTA MIL PESOS AL MEX/~O QUE COMETA TRAICION A LA
PATRIA EN ALGUNA DE LAS FORMAS SIGUIENTES:
1. - REALICE ACTOS CONTRA LA INDEPENDENCIA. SOBERANlA O INTEGRIDAD DE LA NACION
MEXICANA CON LA FINALIDAD DE SOMETERLA A PERSONA. GRUPO O GOBIERNO
EXTRANJERO;
11.- TOME PARTE EN ACTOS DE HOSTILIDAD EN CONTRA DE LA NACION. MEDIANTE
ACCIONES BELlCAS A LAS ORDENES DE UN ESTADO EXTRANJERO O CDOPERE CON ESTE
EN ALGUNA FORMA QUE PUEDA PERJUDICAR A MEXICO.
CUANDO LOS NACIONALES SIRVAN COMO TROPA, SE IMPONDRA PENA DE PRISION DE
UNO A NUEVE AflOS y MULTA HASTA DE DIEZ MIL PESOS;
SE CONSIDERARA EN EL SUPUESTO PREVISTO EN EL PRIMER PARRAFO DE ESTA
FRACCION. AL QUE PRIVE ILEGALMENTE DE SU LIBERTAD A UNA PERSONA EN EL
TERRITORIO NACIONAL PARA ENTREGARLA A LAS AUTORIDADES DE OTRO PAIS O
TRASLADARLA FUERA DE MEXlCO CON TAL PROPOSITO.
111.· FORME PARTE DE GRUPOS ARMADOS DIRIGIDOS O ASESORADOS POR EXTRANJEROS;
ORGANIZADOS DENTRO O FUERA DEL PAIS, CUANDO TENGAN POR FINALIDAD ATENTAR
CONTRA LA INDEPENDENCIA DE LA REPUBUCA, SU SOBERANIA. SU LIBERTAD O SU
INTEGRIDAD TERRITORIAL O INVADIR EL TERRITORIO NACIONAL, AUN CUANDO NO EXISTA
OECLARAClON DE GUERRA;
IV.- DESTRUYA O QUITE DOLOSAMENTE LAS SEflALES QUE MARCAN LOS LIMITES DEL
TERRITORIO NACIONAL, O HAGA QUE SE CONFUNDAN, SIEMPRE QUE ELLO ORIGINE
CONFLICTO A LA REPUBLICA, O ESTA SE HALLE EN ESTADO DE GUERRA;
V.· RECLUTE GENTE PARA HACER LA GUERRA A MEXICO. CON LA AYUDA O BAJO LA
PROTECCION DE UN GOBIERNO EXTRANJERO;
VI.- TENGA, EN TIEMPOS DE PAZ O DE GUERRA, RELACION O INTELIGENCIA CON
PERSONA, GRUPO O GOBIERNO EXTRANJEROS O LE DE INSTRUCCIONES, INFORMAClON
O CONSEJOS, CON OBJETO DE GUIAR A UNA POSIBLE INVASION DEL TERRITORIO
NACIONAL O DE ALTERAR LA PAZ INTERIOR;
VII.- PROPORCIONE DOLOSAMENTE Y SIN AUTORIZACION, EN TIEMPOS DE PAZ O DE
GUERRA, A PERSONA, GRUPO O GOBIERNO EXTRANJEROS, DOCUMENTOS,
INSTRUCCIONES O DATOS DE ESTABLECIMIENTOS O DE POSIBLES ACTIVIDADES
MILITARES;
VlII.- OCULTE O AUXILIE A QUIEN COMETA ACTOS DE ESPIONAJE. SABIENDO QUE LOS
REALIZA;
IX.· PROPORCIONE A UN ESTADO EXTRANJERO O A GRUPOS ARMADOS DIRIGIDOS POR
EXTRANJEROS, LOS ELEMENTOS HUMANOS O MATERIALES PARA INVADIR EL TERRITORIO
NACIONAL. O FACILITE SU ENTRADA A PUESTOS MILITARES O LE ENTREGUE O HAGA
ENTREGAR UNIDADES DE COMBATE O ALMACENES DE BOCA O GUERRA O IMPIDA QUE
LAS TROPAS MEXICANAS RECIBAN ESTOS AUXILIOS;
X.· SOLICITE LA INTERVENCION O EL ESTABLECIMIENTO DE UN PROTECTORADO DE UN
ESTADO EXTRANJERO O SOLICITE QUE AQUEL HAGA LA GUERRA A MEXICO; SI NO SE
REAUZA LO SOLICITADO, LA PRISION SERA DE CUATRO A OCHO Aflos Y MULTA HASTA DE
DIEZ MIL PESOS;
XI.-INVITE A INDIVIDUOS DE OTRO ESTADO PARA QUE HAGAN ARMAS CONTRA MEXICO O
INVADAN EL TERRITORIO NACIONAL. SEA CUAL FUERE EL MOTIVO QUE SE TOME; SI NO SE
REALIZA CUALQUIERA DE ESTOS HECHOS, SE APLICARA LA PENA DE CUATRO A OCHO
Aflos DE PRISION Y MULTA HASTA DE DIEZ MIL PESOS;
XII.- TRATE DE ENAJENAR O GRAVAR EL TERRITORIO NACIONAL O CONTRIBUYA A SU
DESMEMBRAClON;
XIII.- RECIBA CUALQUIER BENEFICIO, O ACEPTE PROMESA DE RECIBIRLO, CON EL FIN DE
REALIZAR ALGUNO DE LOS ACTOS SEflALADOS EN ESTE ARTICULO;
XlV.- ACEPTE DEL INVASOR UN EMPLEO, CARGO O COM/SION Y DICTE, ACUERDE O VOTE
PROVIDENCIAS ENCAMINADAS A AFIRMAR AL GOBIERNO INTRUSO Y DEBILITAR AL
NACIONAL,' Y
XV.- COMETA, DECLARADA LA GUERRA O ROTAS LAS HOSTILIDADES, SEDICION, MOTIN,
REBELlON, TERRORISMO, SABOTAJE O CONSPlRAClON.

ARTICULO 124.- SE APLICARA LA PENA DE PRISION DE CINCO A VEINTE Aflos Y MULTA
HASTA DE VEINTICINCO MIL PESOS, AL MEXICANO QUE:
1.- SIN CUMPLIR LAS DISPOSICIONES CONSTITUCIONALES, CELEBRE O EJECUTE
TRATADOS O PACTOS DE ALIANZA OFENSIVA CON ALGUN ESTADO, QUE PRODUZ~ O
PUEDAN PRODUCIR LA GUERRA DE MEXICO CON OTRO, O ADMITA TROPAS O UNIDADES
DE GUERRA EXTRANJERAS EN EL PAIS;
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11.- EN CASO DE UNA INVASION EXTRANJERA, CONTRIBUYA A QUE EN LOS LUGARES
OCUPADOS POR EL ENEMIGO SE ESTABLEZCA UN GOBIERNO DE HECHO, YA SEA DANDO
SU VOTO, CONCURRIENDO A JUNTAS, FIRMANDO ACTAS O REPRESENTACIONES O POR
CUALQUIER OTRO MEDIO;
111.- ACEPTE DEL INVASOR UN EMPLEO, CARGO O COMISION, O AL QUE, EN EL LUGAR
OCUPADO, HABIENDOLO OBTENIDO DE MANERA LEGmMA LO DESEMPE~E EN FAVOR DEL
INVASOR; Y
IV.- CON ACTOS NO AUTORIZADOS NI APROBADOS POR EL GOBIERNO, PROVOQUE UNA
GUERRA EXTRANJERA CON MEXICO, O EXPONGA A LOS MEXICANOS A SUFRIR POR ESTO,
VEJACIONES O REPRESALIAS.
ARTICULO 125.- SE APLICARA LA PENA DE DOS A DOCE A~OS DE PRISION y MULTA DE MIL
A VEINTE MIL PESOS AL QUE INCITE AL PUEBLO A QUE RECONOZCA AL GOBIERNO
IMPUESTO POR EL INVASOR O A QUE ACEPTE UNA INVASION O PROTECTORADO
EXTRANJERO.

ARTICULO 126.- SE APLICARAN LAS MISMAS PENAS A LOS EXTRANJEROS QUE
INTERVENGAN EN LA COMISION DE LOS DELITOS A QUE SE REFIERE ESTE CAPITULO, CON
EXCEPCION DE LOS PREVISTOS EN LAS FRACCIONES VI Y VII DEL ARTICULO 123.

CODIGO FEDERAL DE PROCEDIMIENTOS PENALES

ARtiCULO 194.- SE CALIFICAN COMO DELITOS GRAVES, PARA TODOS LOS EFECTOS
LEGALES, POR AFECTAR DE MANERA IMPORTANTE VALORES FUNDAMENTALES DE LA
SOCIEDAD, LOS PREVISTOS EN LOS ORDENAMIENTOS LEGALES SIGUIENTES:
l. DEL CODIGO PENAL FEDERAL, LOS DELITOS SIGUIENTES:
1) HOMICIDIO POR CULPA GRAVE, PREVISTO EN EL ARTICULO 60, PARRAFO TERCERO;
2) TRAICION A LA PATRIA , PREVISTO EN LOS ARTICULOS 123,124, 125 Y 126;
3) ESPIONAJE, PREVISTO EN LOS ARTlCULOS 127 y 128;
4) TERRORISMO, PREVISTO EN EL ARTICULO 139, PARRAFO PRIMERO;
5) SABOTAJE, PREVISTO EN EL ARTICULO 140, PARRAFO PRIMERO;
6) LOS PREVISTOS EN LOS ARTlCULOS 142, PARRAFO SEGUNDO y 145;
7) PlRATERIA, PREVISTO EN LOS ARTlCULOS 146 y 147;
8) GENOCIDIO, PREVISTO EN EL ARTICULO 149 BIS; .
9) EVAS/ON DE PRESOS, PREVISTO EN LOS ARTlCULOS 150 y 152;
10) ATAQUES A LAS VlAS DE COMUNICAClON, PREVISTO EN LOS ARTlCULOS 168 Y 170;
11) USO ILlCITO DE INSTALACIONES DESTINADAS AL TRANSITO AEREO, PREVISTO EN EL
ARTICULO 172 BIS PARRAFO TERCERO;
12) CONTRA LA SALUD, PREVISTO EN LOS ARTlCULOS 194, 195, PARRAFO PRIMERO, 195
BIS, EXCEPTO CUANDO SE TRATE DE LOS CASOS PREVISTOS EN LAS DOS PRIMERAS
LINEAS HORIZONTALES DE LAS TABLAS CONTENIDAS EN EL APENDICE 1, 196 BIS, 196 TER,
197, PARRAFO PRIMERO Y 198, PARTE PRIMERA DEL PARRAFO TERCERO;
13) CORRUPCION DE MENORES O INCAPACES, PREVISTO EN EL ARTICULO 201; Y
PORNOGRAFIA INFANTIL, PREVISTO EN EL ARTICULO 201 BIS;
14) LOS PREVISTOS EN EL ARTicULO 205, SEGUNDO PARRAFO;
15) EXPLOTACION DEL CUERPO DE UN MENOR DE EDAD POR MEDIO DEL COMERCIO
CARNAL PREVISTO EN EL ARTICULO 208;
16) FALSIFICAC/ON Y ALTERACION DE MONEDA , PREVISTO EN LOS ARTICULOS 234,236 Y
237;
17) FALSIFICAC/ON Y UTIUZAC/ON INDEBIDA DE DOCUMENTOS RELATIVOS AL CREDITO,
PREVISTO EN EL ARTICULO 240 BIS, SALVO LA FRACC/ON 111;
18) CONTRA EL CONSUMO Y RIQUEZA NACIONALES, PREVISTO EN EL ARTicuLO 254,
FRACC/ON VII, PARRAFO SEGUNDO;
19) VIOLACION, PREVISTO EN LOS ARTlCULOS 265, 266 Y266 BIS;
20) ASALTO EN CARRETERAS O CAMINOS, PREVISTO EN EL ARTICULO 286, SEGUNDO
PARRAFO;
21) LESIONES, PREVISTO EN LOS ARTlCULOS 291, 292 Y 293, CUANDO SE COMETA EN
CUALQUIERA DE LAS CIRCUNSTANCIAS PREVISTAS EN LOS ARTlCULOS 315 Y 315 BIS;
22) HOMICIDIO, PREVISTO EN LOS ARTlCULOS 302 CON RELAClON AL 307, 313, 315, 315 BIS,
320 Y323;
23) SECUESTRO, PREVISTO EN EL ARTICULO 366, SALVO LOS DOS PARRAFOS ULTIMOS, Y
TRAFICO DE MENORES, PREVISTO EN EL ARTICULO 366 TER;
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24} ROBO CALIFICADO, PREVISTO EN EL ARTICULO 367 CUANDO SE REALICE EN
CUALQUIERA DE LAS CIRCUNSTANCIAS SE/Í/ALADAS EN LOS ARTlCULOS 372 y 381,
FRACCIONES VII, VIII, IX, X, XI, XIII, XV Y XVI;
25} ROBO CALIFICADO, PREVISTO EN EL ART1CULO 367, EN RELAClON CON EL 370
PARRAFOS SEGUNDO y TERCERO, CUANDO SE REALICE EN CUALQUIERA DE LAS
CIRCUNSTANCIAS SE/Í/ALADAS EN EL ARTICULO 381 BIS;
26} COMERCIALlZACION HABITUAL DE OBJETOS ROBADOS, PREVISTO EN EL ARTIcULO 368
TER;
27} SUSTRACCION O APROVECHAMIENTO INDEBIDO DE HIDRDCARBUROS O SUS
DERIVADOS, PREVISTO EN EL ART1CULO368 QUATER. PARRAFO SEGUNDO;
28} ROBO, PREVISTO EN EL ARTICULO 371 , PARRAFO ÚLT1MO;
29} ROBO DE VEHICULO, PREVISTO EN EL ARTICULO 376 BIS;
JO} LOS PREVISTOS EN EL ART1CULO 377;
31} EXTORSION, PREVISTO EN EL ARTICULO 390;
32} OPERACIONES CON RECURSOS DE PROCEDENCIA ILlCITA, PREVISTO EN EL ARTICULO
400 BIS, y
32} BIS CONTRA EL AMBIENTE, EN SU COMISION DOLOSA, PREVISTO EN LOS ART1CULOS
414, PARRAFOS PRIMERO y TERCERO, 415, PARRAFO ULT1MO, 416, PARRAFO ULT1MO y
418, FRACClON 11, CUANDO EL VOLUMEN DEL DERRIBO, DE LA EXTRACCION O DE LA TALA,
EXCEDA DE DOS METROS CUBICOS DE MADERA, O SE TRATE DE LA CONDUCTA PRECISA
EN EL PARRAFO ULTIMO DEL ART1CULO 419 y 420, PARRAFO ULT1MD.
33} EN MA TERIA DE DERECHOS DE AUTOR, PREVISTO EN EL ART1CULO 424 BIS.
34} DESAPARIClON FORZADA DE PERSONAS PREVISTO EN EL ARTICULO 215-A.
11. DE LA LEY FEDERAL CONTRA LA DELINCUENCIA ORGANIZADA, EL PREVISTO EN EL
ARTICULO 2.
111. DE LA LEY FEDERAL DE ARMAS DE FUEGO Y EXPLOSIVOS, LOS DELITOS SIGUIENTES:
1}PORTAClON DE ARMAS DE USO EXCLUSIVO DEL EJERCITO, ARMADA O FUERZA AEREA,
PREVISTO EN EL ARTICULO 83, FRACClON 111;
2} LOS PREVISTOS EN EL ARTICULO 83 BIS, SALVO EN EL CASO DEL INCISO I} DEL
ARTICULO 11;
3} POSESION DE ARMAS DE USO EXCLUSIVO DEL EJERCITO, ARMADA O FUERZA AEREA,
EN EL CASO PREVISTO EN EL ARTICULO 83 TER, FRACClON 111;
4}LOS PREVISTOS EN EL ARTICULO 84, Y
S} INTRODUCClON CLANDEST1NA DE ARMAS DE FUEGO QUE NO ESTAN RESERVADAS AL
USO EXCLUSIVO DEL EJERCITO, ARMADA O FUERZA AEREA, PREVISTO EN EL ART1CULO 84
BIS, PARRAFO PRIMERO.
IV. DE LA LEY FEDERAL PARA PREVENIR Y SANCIONAR LA TORTURA. EL DELITO DE
TORTURA, PREVISTO EN LOS ART1CULOS30. Y So.
V. DE LA LEY GENERAL DE POBLAClON, EL DELITO DE TRAFICO DE INDOCUMENTADOS,
PREVISTO EN EL ARTICULO 138.
VI. DEL CODIGO FISCAL DE LA FEDERAClON, LOS DELITOS SIGUIENTES:
1} CONTRABANDO Y SU EQUIPARABLE, PREVISTOS EN LOS ARTICULOS 102 Y 105
FRACCIONES I A LA IV; CUANDO LES CORRESPONDAN LAS SANCIONES PREVISTAS EN LAS
FRACCIONES 11 O 111, SEGUNDO PARRAFO DEL ARTICULO 104, Y
2} DEFRAUDAClON FISCAL Y SU EQUIPARABLE. PREVISTOS EN LOS ART1CULOS 108 Y 109,
CUANDO EL MONTO DE LO DEFRAUDADO SE UBIQUE EN LOS RANGOS A QUE SE
REFIEREN LAS FRACCIONES 11 O 111 DEL ARTICULO 108, EXCLUSIVAMENTE CUANDO SEAN
CALIFICADOS.
VII. DE LA LEY DE LA PROPIEDAD INDUSTRIAL, LOS DELITOS PREVISTOS EN EL ARTICULO
223, FRACCIONES 11 Y 111.
VIII. DE LA LEY DE INST1TUClONES DE CREDITO. LOS PREVISTOS EN LOS ARTlCULDS 111;
112, EN EL SUPUESTO DEL CUARTO PARRAFO, EXCEPTO LA FRACCION V. Y 113 BIS, EN EL
SUPUESTO DEL CUARTO PARRAFO DEL ARTICULO 112;
IX. DE LA LEY GENERAL DE ORGANIZACIONES Y ACT1VIDADES AUXILIARES DEL CREDITO,
LOS PREVISTOS EN LOS ARTlCULOS 98, EN EL SUPUESTO DEL CUARTO PARRAFO,
EXCEPTO LAS FRACCIONES IV Y V; Y 101;
X. DE LA LEY FEDERAL DE INST1TUCIONES DE FIANZAS, LOS PREVISTOS EN LOS
ARTICULOS 112 BIS; 112 BIS 2, EN EL SUPUESTO DEL CUARTO PARRAFO; 112 BIS 3,
FRACCIONES I Y IV, EN EL SUPUESTO DEL CUARTO PARRAFO; 112 BIS 4, FRACClON " EN
EL SUPUESTO DEL CUARTO PARRAFO DEL ARTICULO 112 BIS 3, Y 112 BIS 6, FRACCIONES
1" IV Y VII, EN EL SUPUESTO DEL CUARTO PARRAFO;
XI. DE LA LEY GENERAL DE INSTITUCIONES Y SOCIEDADES MUTUALISTAS DE SEGUROS,
LOS PREVISTOS EN LOS ARTICULOS 141, FRACCION 1; 145, EN EL SUPUESTO DEL CUARTO
PARRAFO, EXCEPTO LAS FRACCIONES 11, IV Y V; 146 FRACCIONES 11, IV Y VII, EN EL
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SUPUESTO DEL CUARTO PARRAFO, y 147, FRACCION l/INCISO BJ, EN EL SUPUESTO DEL
CUARTO PARRAFO DEL ARTICULO 146;
XI/. DE LA LEY DEL MERCADO DE VALORES. LOS PREVISTOS EN LOS ARTlCULOS 52, Y 52
BIS CUANDO EL MONTO DE LA DISPOSICloN DE LOS FONDOS O DE LOS VALORES,
TlTULOS DE CREDITO O DOCUMENTOS A QUE SE REFIERE EL ARTICULO 30. DE DICHA LEY,
EXCEDA DE TRESCIENTOS CINCUENTA MIL DIAS DE SALARIO MINIMO GENERAL VIGENTE
EN EL DISTRITO FEDERAL;
XIII. DE LA LEY DE LOS SISTEMAS DE AHORRO PARA EL RETIRO, LOS PREVISTOS EN LOS
ARTlCULoS 103, Y 104 CUANDO EL MONTO DE LA DISPOSICloN DE LOS FONDOS, VALORES
O DOCUMENTOS QUE MANEJEN DE LOS TRABAJADORES CON MOTIVO DE SU OBJETO,
EXCEDA DE TRESCIENTOS CINCUENTA MIL DIAS DE SALARIO MINIMO GENERAL VIGENTE
EN EL DISTRITO FEDERAL, Y
XIV. DE LA LEY DE QUIEBRAS Y SUSPENSION DE PAGOS, LOS PREVISTOS EN EL ARTICULO
96.
LA TENTATIVA PUNIBLE DE LOS ILIClTOS PENALES MENCIONADOS EN LAS FRACCIONES
ANTERIORES. rAMBIEN SE CAUFICA COMO DEUTO GRAVE.

La expresión "durante el tiempo de su encargo" significa que la protección del

Presidente de la República se extiende más haya de sus funciones incluyendo las

conductas que realice con motivo de su cargo. La expresión "traición a la patria y delitos de

graves de orden común" nos permite distinguir, de inicio, que se trata de responsabilidad de

naturaleza penal, y asl nos lo confirma la inclusión del Presidente de la República en el

articulo 111 constitucional párrafo cuarto, de acuerdo al Congreso Constituyente la

responsabilidad del Presidente de la República en todo lo no expreso recae en el

secretario de Despacho correspondiente, evitándose que el primer mandatario recaiga en

violaciones de la Constitución, según lo establecido por el articulo 92 constitucional.

ARTICULO 92. TODOS LOS REGLAMENTOS, DECRETOS, ACUERDOS Y

ORDENES DEL PRESIDENTE DEBERAN ESTAR FIRMADOS POR EL

SECRETARIO DE ESTADO O JEFE DE DEPARTAMENTO ADMINISTRATIVO A

QUE EL ASUNTO CORRESPONDA, Y SIN ESTE REQUISITO NO SERAN

OBEDECIDOS.

Mas el concepto de delitos graves del orden común no determina absolutamente

nada dando incertidumbre a la responsabilidad entorno al Jefe de Estado; los delitos

comunes deben entenderse en contraposición a los delitos oficiales; para esto es

necesario recordar que anteriormente se llamaba delitos oficiales a los supuestos que
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hacian referencia a una responsabilidad polltico. Otra interpretación manejada por la

doctrina es la relativa a que dichos delitos graves son los señalados por los ordenamientos

penales federales o locales, articulo 194 del Código Federal de Procedimientos Penales,

arriba mencionado; considerando esta expresión ambigua y peligrosa. En la situación

actual el Presidente de la República no conforma dentro de ninguna disposición legal

responsabilidad jurldica, ni política; por considerar que pueda ser blanco de juicio durante

su gestión presidencial, llevando a un desequilibrio político y social del propio pals, sea por

cuestiones pollticas o intereses personales, teniendo cada año un cambio presidencial; sin

embargo al considerar al Poder Ejecutivo la taita de responsabilidad se estaria ante una

dictadura constitucional.

VI.- PROPUESTA

Ahora bien, de lo anterior se desprende que el Presidente de la República Mexicana,

se encuentra facultado por un lado para publicar las leyes aprobadas por el Congreso de la

Unión y por otro lado, para expedir reglamentos que se puedan ejecutar en su esfera

administrativa. En el primer caso, si el Presidente no publica las leyes aprobadas por el

Congreso de la Unión, por negligencia o porque se niegue hacerlo simplemente, no tiene

ninguna responsabilidad alguna y no existe proceso legal en su contra. En el segundo caso,

si el poder Ejecutivo no expide los reglamentos correspondientes a las leyes, ya sea por

omisión o cualquier otra razón, tampoco existe proceso legal alguno. En una tercera

hipótesis, si expide el Presidente un reglamento en función a su facultad reglamentaria

(articulo 89, fracción I constitucional) tan solo con su autorización basta y éste no cumpla

con los requisitos legales, la existencia de la probable responsabilidad no existe
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expresamente en ningún fundamento constitucional. Es por esto que es necesario y es la

finalidad del presente trabajo imputar la debida responsabilidad respecto a esta laguna

juridica y de suma importancia; se propone asi los siguientes puntos a saber:

1. - Se puede abrir el proceso interno de creación de los reglamentos de forma que,

aún sin llegar a los niveles de publicidad que tiene el procedimiento legislativo que realizan

las cámaras del Congreso de la Unión, tenga conocimiento de los pasos que se han

seguido y de las consultas que se han efectuado en el camino de creación de un

reglamento; ello añadiría un grado de democracia nada despreciable para los reglamentos

al hacer participe a la opinión pública de su creación y una mayor confianza de sus

destinatarios hacia sus normas.

2. - Se puede expedir una ley por parte del Congreso de la Unión, con la

correspondiente sanción del Presidente obviamente, para normas todo lo relativo a la

creación de los reglamentos. Una ley para reglamentar la facultad reglamentaria tendría la

ventaja de poner fin a las zonas de penumbra y a la falta de definiciones que en México se

tienen respecto de los reglamentos y de su creación.

3.- Los reglamentos expedidos por el Ejecutivo sean impugnados a través de la acción

de inconstitucionalidad, permitiendo que la Suprema Corte de Justicia conozca

directamente de la contradicción con la Constitución. En este caso, el Alto Tribunal

realizara el estudio de la argumentación del reglamento con el texto Constitucional y en el

caso de emitir una sentencia estimatoria, fundamentará su fallo con criterio legitimador,

como juez constitucional, teniendo efectos generales.

4. - Considerar la probable responsabilidad del Presidente de la República Mexicana

por el mal uso de la facultad Reglamentaria, pues la sola responsabilidad jurídica no

basta, existe la total exclusión de una responsabilidad para el poder Ejecutivo respecto a
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toda clase de materias, incluyendo esta. La existencia de una responsabilidad Politica es

ideal por el indebido uso de esta facultad (89, fracción 1) , no ser un escudo para poder

legislar aspectos básicos para el desarrollo nacional. Y reflexionar sobre una legislación

que comprometa al Ejecutivo llevar con más cuidado la aplicación de esta facultad. Por lo

que respecta a las causales para iniciar procedimiento en su contra en el texto

constitucional con referencia al juicio Político al primer mandatario, proponemos el estudio y

reforma al capitulo IV de la constitución referente a los artlculos 108, 109, 110 Y 111 como

solución al problema.

Artículo 108.- El Presidente de la República, durante el tiempo de su encargo podrá

ser acusado por tomar de decisiones sin previa consulta que conlleven resultados

perjudiciales al pais, violación expresa a la Constitución, traición a la patria y servilismo a

intereses particulares...

Artículo 109.- Por lo que toca al Presidente de la Republica sólo habrá lugar a

acusarlo tan sólo por las causas mencionadas en el articulo anterior.

Artículo 110.- Podrán ser sujetos de juicio politico el Presidente de la

República....

Artículo 111• .... por lo que toca al Presidente de la República, sólo habrá lugar

acusarlo por violación a la Constitución, será necesaria la acusación realizada por los

miembros de la Cámara de Diputados, la cual deberá declararse por mayorla absoluta,

para que la Suprema Corte de Justicia de la Nación pueda conocer respecto de la

responsabilidad del Ejecutivo.
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CONCLUSIONES

1. - La facultad de expedir reglamentos tiene su origen en las monarquias, como

expresión de poder o de una sola persona en el poder, atentando contra la reserva de ley.

2. - La evolución de la facultad reglamentaria del poder Ejecutivo resulta de la

influencia de las constituciones de los Estados Unidos de América, España y Francia;

cuyos sistemas jurldicos se ven reflejados en las diferentes Constituciones que ha tenido

México a través de su historia.

3. - Para obligar al Ejecutivo a promulgar una ley, en caso de que se niegue a

hacerlo, no hay en nuestro sistema constitucional ningún medio directo, ya que ni siquiera

un juicio de responsabilidad podrla abrirse en contra del Presidente, solamente podrfa ser

empleada la acción politica, que ante la obstinación del Ejecutivo provocarla un conflicto de

Poderes.

4. - Una via fundamental en esta tarea seria introducir la institución jurídica de la

reserva de ley. Esta figura implica que determinadas materias por su importancia

constitucional o politica no deben ser normadas por reglamento alguno y necesariamente

deben ser objetos de una ley.

5. - Hoy en dia, constituye una práctica usual en la administración pública, derivada

de frecuentes autorizaciones legislativas. No cabe duda constituye una práctica muy

peligrosa ya que se está otorgando una facultad legislativa al Ejecutivo, contraviniendo el

articulo 42 de la Constitución, que prohíbe que se reúnan en una sola personas dos o más

de los Poderes del Estado.

6. - Al igual que otros medios de control constitucional, la acción de

inconstitucionalidad comprende el respeto que el legislador debe rendirle a la Ley de
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Leyes. Mediante una sentencia estimatoria, esto es, que declare la invalidez general de

una norma contraria a la Constitución Política, se refrendará que el legislador está obligado

a observar el principio de supremacfa constitucional antes de expedir cualquier norma

general.

7. - La función principal del poder Legislativo es la de expedir leyes y cuando un

órgano, en este caso, jurisdiccional tiene facultad de declarar su inconstitucionalidad con

efectos generales actúa como legislador negativo. La facultad reglamentaria del Ejecutivo

para la aplicación de la ley en la esfera administrativa, pero a pesar del refrendo ministerial,

dicha facultad se ejerce de manera unipersonal y discrecional, por otra parte, aunque el

titular de dicha facultad es electo por sufragio universal, al expedir un reglamento no

expresa la voluntad general como lo hace el Congreso de la Unión para la aprobación de

las leyes. Es por esto en el juicio de amparo los efectos de la sentencia sólo será para

quien haya demandado.

8. - Dada la importancia de los fallos que emite la H. Suprema Corte de Justicia de la

Nación, en materia de amparo contra leyes, al formar jurisprudencia sobre la

inconstitucionalidad de determinada ley, aunque haya sido impugnada por cualquier

agraviado o quejoso, es menester una reforma constitucional en la que se otorgue facultad

a la Suprema Corte para declarar la inconstitucionalidad de normas legales con efectos de

generalidad, es decir erga omnes. Sin embargo por razones establecidas en los

Constituyentes de 1856- 1857, rechaza esta idea de anulación de leyes, porque interpreta

que el poder Judicial se impone al poder Legislativo siendo peligroso para la estabilidad

nacional.

9. - El Presidente de la República, tal como existe en las disposiciones

constitucionales vigentes y reglamentarias, durante el tiempo de su encargo no es sujeto
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de juicio politico; ya que no está contemplado ni en el artículo 110 constitucional, ni en el

artículo 5 de la ley Federal de Responsabilidades de los Servidores Públicos para dicho

efecto. Por el gran cúmulo de atribuciones que maneja no está exento de cometer actos u

omisiones en perjuicio de los intereses públicos fundamentales o de su buen despacho o

cualquiera de las conductas especificas senaladas en la ley Federal de

Responsabilidades de los Servidores Públicos o la mas importante aún la de violar la

Constitución.

10. - Aunado a lo anterior cabe mencionar que a nuestro criterio el Presidente de la

República deberia también ser sujeto de responsabilidad derivada de juicio politico en

nuestro sistema jurídico vigente, con motivo del contenido de la protesta que está obligado

a realizar al tomar posesión de su cargo, de acuerdo al artículo 87 constitucional. Con base

en esta protesta, se observa el incumplimiento de la misma de muchas formas se

encuentra como causal de juicio politico de acuerdo al supuesto general contenido en el

articulo 109 constitucional segundo párrafo y los supuestos específicos mencionados por el

artículo 7 de la ley Federal de Responsabilidades de los Servidores Públicos.
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